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  INTRODUCCIÓN


  El libro que se presenta a continuación constituye el segundo volumen de los cuatro que componen la 2.ª edición del manual del Máster Universitario en Igualdad y Género en el Ámbito Público y Privado, y lleva por título Manual para agentes de igualdad.


  A lo largo de sus cinco capítulos, sus autoras y autores, profesorado del máster universitario, presentan, desde sus respectivas disciplinas del conocimiento ―derecho constitucional, filosofía del derecho, derecho público, derecho del trabajo y psicología social― y profesionales ―magistratura de lo social y agente de igualdad―, los contenidos básicos que deben trabajarse para conseguir las competencias profesionales de agente de igualdad.


  El volumen comienza con el capítulo elaborado por Julia Sevilla Merino, profesora honoraria de la Universidad de Valencia – Estudio General, y Arantza Campos Rubio, profesora titular de Filosofía del Derecho de la Universidad del País Vasco, bajo el título «Mujeres, ciudadanía e igualdad efectiva en el Estado social». Su contenido muestra el camino que, según la teoría feminista, deben recorrer las mujeres para adquirir el estatus de ciudadanas dentro de cierto tipo de Estado, el Estado social. Algunos de los conceptos claves que se estudian para comprenderlos convenientemente son el individuo, el sexo del Estado, los sujetos de derecho, la igualdad, la identidad, la dicotomía privado/público, la democracia liberal, la democracia paritaria, la paridad y la presencia equilibrada.


  El segundo capítulo ha sido elaborado por Rosario Tur Ausina, catedrática de Derecho Constitucional de la Universidad Miguel Hernández de Elche, con el título de «Marco normativo específico para la igualdad efectiva de mujeres y hombres». Su contenido muestra las principales disposiciones legales que protegen el derecho a la igualdad y la no discriminación por razón de sexo desde una perspectiva multinivel, es decir, en la normativa internacional, europea, estatal y autonómica. Se explica el marco básico internacional proporcionado por Naciones Unidas y sus distintos convenios y pactos, con una atención especial a la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw, 1979), a la Declaración y la Plataforma de Acción de Pekín (1995) y al Objetivo n.º 5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015). El marco básico europeo reposa en las contribuciones de la Unión Europea, especialmente en sus Tratados Constitutivos, las Directivas, Europeas y las resoluciones judiciales del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Consejo de Europa, donde sobresale el Convenio Europeo de 1950. La normativa estatal se sustenta en los artículos 1.1, 9.2 y 14 de la Constitución española y en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Finalmente, en el ámbito autonómico se analizan los Estatutos de Autonomía y las leyes especiales sobre igualdad efectiva, aprobados desde 2006 por varias comunidades autónomas.


  El tercer capítulo, titulado «Políticas públicas de igualdad», ha sido realizado bajo la coordinación de Mar Esquembre Valdés, profesora titular de Derecho Constitucional en la Universidad de Alicante; con la participación de J. Fernando Lousada Arochena, magistrado de lo social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia; Nuria Reche Tello, profesora de Derecho Constitucional de la Universidad Miguel Hernández de Elche, y Margarita Soler Sánchez, profesora de Derecho Constitucional de la Universidad de Valencia – Estudio General. Se desarrollan tres estrategias esenciales para la igualdad efectiva de mujeres y hombres: el concepto, los tipos y la validez constitucional de las acciones positivas; el significado, el alcance, la evolución legislativa y jurisprudencial de la transversalidad de la perspectiva de género (gender mainstreaming); y, finalmente, el desarrollo normativo multinivel, la dimensión constitucional y la configuración en la loimh de la corresponsabilidad y los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral.


  El capítulo cuarto de este volumen, confeccionado por las agentes de igualdad Gemma Escrig Gil, de la Fundación Isonomia, y Mónica Gil Junquero, del Ayuntamiento de Quart de Poblet, lleva por título «Herramientas para incorporar la perspectiva de género». En él se abordan los principales instrumentos o mecanismos para incorporar la perspectiva de género en la actuación profesional: los indicadores de género, los informes de impacto de género, los planes de igualdad, su diagnóstico, los indicadores para su seguimiento y evaluación, y la obligación de su registro.


  En el quinto y último capítulo, dedicado a «Organizaciones en igualdad», Sonia Agut Nieto, profesora titular de Psicología Social de la Universidad Jaume I de Castellón, y Laia Pitarch Centelles, agente de igualdad en un instituto de educación secundaria, explican, por un lado, las principales cuestiones sobre la igualdad efectiva de mujeres y hombres en las organizaciones, para lo que examinan el mercado de trabajo, los estereotipos de género, los tipos de liderazgo, el techo de cristal, las figuras profesionales, y las competencias de agente y de promotora/promotor de la igualdad. Para terminar, presentan las organizaciones que trabajan para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, como el Ministerio de Igualdad, el Instituto de la Mujer, el Observatorio de la Imagen y de la Violencia contra la Mujer, la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género y los organismos autonómicos equivalentes.
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  INTRODUCCIÓN


  El objetivo principal de esta asignatura es mostrar el camino que, según la teoría feminista, deben recorrer las mujeres para adquirir el estatus de ciudadanas dentro del Estado. Un objetivo que requiere una adecuada comprensión de nuestra historia política y de sus posibles alternativas.


  El contenido de esta asignatura es muy relevante para una/un agente de igualdad, teniendo en cuenta las reformas legislativas y las nuevas políticas públicas que resultan necesarias para garantizar que la ciudadanía de las mujeres sea real y efectiva en el Estado social. Las reformas legislativas por si solas no son suficientes, sino que es imprescindible que su aplicación sea «eficaz» y «efectiva», una función que corresponde desempeñar profesionalmente a las/los agentes de igualdad. Solo si se logra la igualdad efectiva de mujeres y hombres estas adquirirán la plena ciudadanía y, de paso, podrá erradicarse la insoportable realidad de la «violencia machista» en sus múltiples expresiones.


  Uno de los principales desafíos a que se enfrenta la/el agente de igualdad procede de las múltiples expresiones en que se materializa uno de los fundamentos del Estado social en el que se basa nuestra defensa de los derechos, que no es otro que el individuo. Un individuo, no obstante, ideal y materialmente con alma y cuerpo de varón, alejado, en consecuencia, del ideal regulativo de individuo-de-género-neutro postulado por la democracia liberal. La democracia liberal ha intentado ignorar las distintas identidades, entre las que se encuentra la del sexo, pero, al hacerlo, las diversas tradiciones que la representan ―liberalismo y republicanismo― han introducido poco a poco el cuerpo masculino y la identidad masculina en su definición de la norma o regla general, excluyendo ―queriendo y sin ­querer― a las mujeres.


  Considerando que una de las tareas fundamentales de la/el agente de igualdad es garantizar la aplicación de las estrategias y los instrumentos del derecho a la igualdad efectiva de mujeres y hombres en todas las áreas o campos de actuación de las organizaciones e instituciones donde desempeña su profesión ―según se desarrollará en las asignaturas SRM013 y SRM014―, se convierte en una competencia imprescindible comprender la regulación y el funcionamiento de la participación y la representación política de las mujeres según su estatus como ciudadanas y su relación con el individuo como sujeto de la ciudadanía.


  Como las/los agentes de igualdad deben conocer adecuadamente qué implicaciones tiene la cuestión de la «diferencia sexual», es fundamental saber que en el Estado social las mujeres deben ser tratadas tanto de manera individual como grupal, pues solo esta doble consideración logrará dotar de suficiente legitimidad democrática su ciudadanía, por ejemplo, tras incorporar a las mujeres al Parlamento y a los órganos de gobierno con la aplicación del principio de presencia equilibrada, como se tratará en esta asignatura, y, al mismo tiempo, a las funciones y los servicios de la Administración pública con la aplicación de la transversalidad. Desde esta perspectiva, el Estado social es la forma de Estado conocida hasta el momento más adecuada para terminar con la exclusión de las mujeres del ámbito público y para garantizar la presencia de los varones en el ámbito privado.


  En los siguientes apartados de este capítulo se exponen sus objetivos principales, las competencias profesionales que se pretenden transmitir, los resultados que deben desprenderse de su aprendizaje, los contenidos imprescindibles para su consecución y, finalmente, la bibliografía básica y complementaria recomendada para una mejor preparación profesional.


  OBJETIVOS


  El principal objetivo de esta asignatura es conocer las múltiples expresiones de cierto sujeto individual, en absoluto universal, ni en su concepción ni en su manifestación, que fundamenta el Estado social y en el que se basa nuestra defensa de los derechos, el individuo y las consecuencias que tiene para la ciudadanía de las mujeres, en particu­lar en su participación política.


  El segundo objetivo es mostrar cómo la democracia liberal ha intentado ignorar las distintas identidades, entre las que se encuentra la del sexo en primer lugar.


  El tercer objetivo consiste en conocer la normativa, jurisprudencia y dogmática jurídica sobre la participación y representación efectiva de las mujeres.


  El cuarto objetivo trata de ofrecer una mirada crítica sobre el grado de legitimidad democrática si no son tenidos en cuenta los «derechos humanos de las mujeres».


  El quinto objetivo es mostrar cómo el Estado social es la forma de Estado más adecuada por el momento para terminar con la exclusión de las mujeres del ámbito público y para garantizar la presencia de los varones en el ámbito privado.


  El último objetivo es conocer suficientemente el principio de presencia equilibrada, su diferencia con las cuotas y su plasmación en nuestro sistema legal.


  COMPETENCIAS


  El aprendizaje con esta asignatura tiene como cometido adquirir las competencias profesionales que permitan:


  
    	CG03 – Ser capaz de identificar y corregir situaciones de discriminación directa o indirecta por razón de sexo.


    	CG05 – Ser capaz de aplicar la corresponsabilidad en el ámbito público y privado.

  


  También se deberá adquirir la siguiente competencia profesional específica.


  
    	E7 – Saber emplear las herramientas adecuadas para promocionar la igualdad efectiva de mujeres y hombres y prevenir la violencia de género.

  


  RESULTADOS DEL APRENDIZAJE


  Como resultados del aprendizaje en la asignatura se espera que el/la estudiante sea capaz de:


  
    	Profundizar en la teoría feminista del derecho.


    	Emplear correctamente las nociones de democracia paritaria, presencia equilibrada y cuotas.


    	Justificar la participación de las mujeres en la toma de decisiones públicas.

  


  CONTENIDOS


  1. ORÍGENES Y CARACTERÍSTICAS DEL ESTADO SOCIAL


  Los orígenes del Estado social, posteriormente conocido como Estado de Bienestar, se sitúan convencionalmente entre finales del siglo xix y mediados del siglo xx. Su objetivo fundamental será dar cobertura pública a las «necesidades básicas» de la población en general y, especialmente, de las personas con menos recursos o más «vulnerables».


  Este modelo de Estado mantiene, con algunas variaciones, las características estructurales patriarcales de los conceptos de derecho, Estado y ciudadanía.


  Su construcción ha tenido como referente de cualquier «persona» o «individuo» a cierto sujeto o individuo; en términos generales, un varón y, en este tipo de Estado, un «varón trabajador». O, si se quiere, cierta categoría colectiva, como lo es la «­clase obrera». Debe tenerse en cuenta que las bases materiales sobre las que se edifica este modelo de Estado vienen dadas por algunas de las consecuencias del proceso de industrialización.


  Si el modelo jurídico-político del que parte el Estado social será el precedente del constitucionalismo liberal, su revisión crítica se acabará convirtiendo en una necesidad a finales del siglo xx y principios del xxi. Desde el punto de vista feminista, esta revisión crítica reclama la aparición de otra forma de Estado y de otro derecho que contemplen también a las mujeres como sujetos políticos.


  1.1. Derecho, Estado y ciudadanía


  Estos tres términos expresan conceptos que han variado históricamente. Son tres conceptos que están en relación porque el Estado, como forma de poder político contractual que no depende de un estatus o poder personal, da lugar a una estructura jurídica que define y ordena las relaciones de poder entre las personas que lo han consentido, a las que califica de ciudadanos, pueblo o nación, y quienes legitiman el poder mediante la representación que otorgan a través del sufragio.


  El Estado moderno aparece en el siglo xv bajo la forma de Estado absoluto, y sus crisis sucesivas tendrán como resultado la aparición de nuevas formas: Estado liberal, Estado de derecho y la frágil forma de Estado recogida en la Constitución Española actualmente: el Estado social y democrático de derecho.


  Para explicar la aparición del Estado moderno se acude al mito del «contrato ­social» en sus distintas versiones, la autoritaria (Hobbes), la liberal (Locke) y la democrática (Rousseau). Las tres versiones coinciden en que quienes contratan, quienes pactan, son solo varones. Los que llegan a acuerdos se convierten en «ciudadanos» del Estado «iguales» ante la ley (derecho). Si solo los ciudadanos ejercen la «ciudadanía», y estos son solo los varones, solo ellos pueden ser ciudadanos de forma efectiva. Si, en los orígenes, ser ciudadano significaba ser titular de «derechos civiles» (siglo xviii) (liberalismo), con el paso del tiempo la titularidad de ­derechos se amplió a los «derechos políticos» (siglo xix) (democracia) y, finalmente, a los «derechos sociales» (siglo xx) (Estado social y democrático de derecho).


  En el origen del Estado moderno nos encontramos ya con «hombres» «libres» e «iguales». El concepto de igualdad en el que este se fundamenta no es igualitario en el discurso político, incluso en aquellos pensadores en los que la igualdad es necesaria desde el punto de partida, desde la base del sistema. El discurso político gira desde sus inicios en torno a tres cuestiones principales: qué forma de gobierno es la mejor, en qué consiste la actividad política y cómo se puede llevar a cabo la transformación política y social para materializar la idea de justicia. La igualdad ante la ley constituye una exigencia ineludible de la misma estructura del Estado (liberal, constitucional) que pivota en torno a la noción de ciudadanía, en torno a la consideración de que existe un estatus común a los miembros de la comunidad política, condición de la que no gozan por igual todas las personas que habitan en el Estado. Como luego veremos, las mujeres no serán iguales, no pactarán y, por lo tanto, no serán ciudadanas. La idea de igualdad universal solo se aplicará a las mujeres a la baja, pues serán las únicas universalmente excluidas del pacto o, si se quiere, interseccionalmente excluidas (ricas y pobres, blancas y negras, heterosexuales y lesbianas…).


  1.2. El constitucionalismo liberal


  En nuestra cultura jurídica y política entendemos por constitucionalismo liberal la decisión de una sociedad de dotarse de un ordenamiento jurídico a través de una Constitución ―escrita, por lo general, pero no necesariamente―. Así, esta será la norma suprema del ordenamiento, la «ley de leyes» a las que todas las demás deben someterse.


  Para lo que aquí nos interesa, una de las características relevantes del constitucionalismo liberal es que reconoce la «libertad individual», es decir, la libertad del individuo, así como la propiedad. El Estado no puede limitar ni la libertad ni la propiedad del individuo, salvo que choque con la de otro individuo (libertad negativa). En nuestra tradición cultural se construye el mito explicativo del «contrato social» para explicar la aparición del Estado, donde los hombres dejan de ser súbditos del soberano para pasar a ser ciudadanos libres e iguales. El constitucionalismo liberal es una suerte de proclamación de derechos que limitaba el poder del soberano ―Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Revolución francesa (1789), y los derechos recogidos en la Constitución de los Estados Unidos proclamados en su Revolución (1787)―. Unos derechos individuales que el Estado no podía violar. Es decir, el constitucionalismo liberal conlleva un aumento de las libertades individuales y un recorte o limitación del poder del Estado.


  La pregunta que debe hacerse en nuestro campo de conocimiento es, entonces, la siguiente: ¿por qué dentro del constitucionalismo liberal las mujeres no se convierten en libres e iguales al igual que los hombres? La teoría feminista contestará a través de algunas de sus teóricas como Carole Pateman o Celia Amorós. Antes de que los hombres libres e iguales firmen el pacto o contrato social que dará origen al Estado y a la ciudadanía, han acordado uno previo, un «contrato sexual» (matrimonio) por el que las mujeres ceden su libertad a cambio de seguridad; esta sujeción dará cuenta de la exclusión de las mujeres como sujetos del pacto. Quizá por ello Hobbes señala que estos últimos son los cabezas de familia. Las mujeres dejan de ser libres e iguales y se convierten en seres sujetos al poder del varón e idénticas entre ellas. Mediante el contrato sexual, las mujeres no adquieren el estatus de individuo libre e igual y, por lo tanto, no adquieren la ciudadanía dentro del Estado. Desde esta posición teórica, la de la existencia del contrato social y el contrato sexual, el Estado se constituye en el espacio público de los iguales y de los derechos. La familia, por el contrario, resulta ser el espacio privado de las idénticas, espacio en el que no existen individuos ―y, por lo tanto, no existen derechos―, sino, tan solo, súbditas.


  Otra manera de decirlo es la siguiente: el Estado que se configura como expresión del constitucionalismo liberal se estratificará política y jurídicamente en dos espacios donde hombres y mujeres participarán de forma desigual; mientras en el público y de la producción se encontrarán los varones, en el privado y de la reproducción se situarán las mujeres. El principal problema es que solo el primero, el de los ciudadanos, otorgará derechos de protección por el Estado y creará límites a su intervención.


  1.3. La industrialización y sus efectos. Las bases del futuro «Estado de bienestar»


  Además de la libertad, el constitucionalismo liberal proclama la igualdad como un derecho del «individuo», se concibe de forma necesariamente individual. Como no se puede establecer el estatus de los individuos (el lugar que este debe ocupar en la sociedad) por su sangre o familia, todos nacen con el mismo estatus, luego todos son iguales. Por un lado, ya hemos afirmado que las mujeres están excluidas universalmente de esta igualdad. Por otro, que los varones sean iguales solo significa que lo deben ser «ante la ley» y «ante el Estado», pero de ninguna forma que deban gozar del mismo nivel de vida o de acceso a los mismos recursos económicos.


  Estos postulados provocan una separación teórica entre el Estado y la sociedad, entendida esta como un conjunto de individuos con derechos. La consecuencia directa es que la única función del primero es defender los derechos de los individuos, de modo que la regulación de la economía quedará en manos del mercado. En la práctica, este postulado provocó que la igualdad de todos los hombres no fuera posible, pues era un simple deseo para un Estado así formulado. No en vano, la aparición de las clases sociales recordaba la estratificación que se producía en el Estado absoluto e, incluso, en la sociedad estamental.


  Precisamente, una de las consecuencias de la Revolución Industrial es la aparición de la clase obrera (entendida como conjunto de hombres asalariados) que, de hecho, no disfrutaba de ninguno de los derechos que proclamaba y recogía el constitucionalismo liberal. La clase obrera empezó a cuestionar las desigualdades sociales, a organizarse y a exigir mejoras en sus condiciones materiales de vida.


  La cuestión es que, como luego veremos, la «clase obrera» no fue la única que se organizó y exigió nuevos derechos. Las mujeres también lo hicieron. Apareció el movimiento feminista (el sufragismo y el feminismo de clase). Las reclamaciones exigidas por estos dos movimientos (derechos sociales y sexuales) no podían ser asumidas por el Estado, pues los principios del constitucionalismo liberal que lo sustentan impedían la intervención en la economía y en la familia. Los distintos movimientos revolucionarios (obrero, feminista…) provocaron la aparición de un nuevo paradigma, el constitucionalismo social, donde los derechos sociales en un primer momento, y los sexuales en la actualidad, constituyen dos de sus señas de identidad.


  1.4. El constitucionalismo en el Estado social


  Puede cerrarse este primer apartado haciendo una breve referencia al constitucionalismo en el Estado social y a sus limitaciones para dar una respuesta adecuada a la igualdad efectiva de mujeres y hombres.


  Como se ha explicado, las constituciones liberales solo contemplaban los derechos del «individuo» supuestamente neutro y universal (varón), no tenían en cuenta la posición que este ocupaba en la sociedad, del mismo modo que desconocían o negaban la existencia de dos espacios diferenciados en la sociedad, el público y el privado: el primero reservado para los varones y el segundo para las mujeres.


  Después de la Segunda Guerra Mundial, esta situación se hace insostenible y resulta necesaria la reformulación del constitucionalismo en Europa. El nuevo constitucionalismo deberá contemplar la posición del «individuo» en la sociedad y, de esta forma, el movimiento obrero logrará incorporar a las constituciones los «derechos sociales». Estos tendrán en cuenta el lugar que el «individuo» supuestamente neutro ocupa en la sociedad, según sea patrono u obrero, pero seguirán siendo ciegos a la posición que ocupan las mujeres en ella, a pesar de que no es la misma que la que ocupan los varones. El reconocimiento de estos derechos es fundamental para las mujeres, pero no resulta suficiente para su igualdad efectiva, puesto que es necesario que la Constitución también reconozca los derechos de las mujeres, puesto que, si no lo hace, estas ocuparán un espacio desigual en la sociedad patriarcal.


  2. LA EXISTENCIA DE MUJERES Y SU ACTIVIDAD POLÍTICA


  Las mujeres siempre han existido y han actuado, pero su compresión como sujeto político se produce con el feminismo como teoría y como movimiento. En los siguientes apartados, desarrollaremos de manera sucinta sus principales contribuciones sobre las mujeres como sujeto político, su relación con el sistema sexo/género, la división entre público y privado, y sus consecuencias en la participación política de las mujeres.


  2.1. Los «iguales» y las «idénticas»


  Le debemos a Celia Amorós señalar que el feminismo, como hijo de la Ilustración, consiste en pasar de la queja a la vindicación, en este caso de igualdad, que supone que las mujeres dejen el mundo natural de «las idénticas» para lograr el estatus de individuo que solo se logra en el ámbito de «los iguales». Como sabemos, las mujeres no alcanzaron el estatus de iguales ni en los textos de los ilustrados ni en la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano. Por esta razón la autora afirma que la Ilustración debe ser completada y, para que esto se produzca, ambos sexos (mujeres y hombres) deben ser partícipes de categorías como ciudadanía y derechos humanos, entre otras.


  Para lograr este objetivo, no existe otro camino que el de la participación política. La igualdad efectiva se logrará cuando mujeres y hombres sean partícipes en la misma medida de la toma de decisiones en todos los ámbitos que afectan a la vida de todas las personas. Sobre esta premisa, sin igualdad efectiva de mujeres y hombres no hay orden social, jurídico o político justo.


  Para ello, el feminismo iniciará un largo camino sin retorno con el objetivo de abandonar el estatus de las idénticas y adquirir el de las iguales. El camino no es otro que la lucha por la participación y la representación política en igualdad.


  En 1791, Olympe de Gouges, en el artícu­lo 10 de su Declaración de los Derechos de la Mujer y la Ciudadana, afirmará que si la mujer puede subir al cadalso debe poder hacerlo igualmente a la tribuna. Con esta declaración de intenciones, se inicia un largo recorrido que llega hasta nuestros días con las nuevas leyes de igualdad, que introducen modificaciones en las listas electorales con el objetivo de que se produzca una presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de representación de la ciudadanía. Las intenciones que se expresan en esta declaración permitirán que lejos de Francia y 57 años más tarde, en 1848, con la Declaración de Seneca Falls en Nueva York, aparezca un movimiento político y social que se planteará de forma real este logro. Las idénticas a las que se les negaba el sufragio activo y pasivo, la posibilidad de ocupar cargos públicos, la de afiliarse a organizaciones políticas e incluso la prohibición de asistir a ningún tipo de reunión política, denunciarán esta situación señalando la necesidad de que las mujeres votaran. Aparece el movimiento sufragista, que durante cien años luchará por el logro del sufragio activo. Una vez conseguido este, las iguales seguirán denunciando la situación de las mujeres que, si bien pueden votar, solo lo pueden hacer a propuestas patriarcales, por lo que exigirán que el sufragio pasivo lo sea en igualdad de condiciones. Aparece la lucha por lograr la paridad, la democracia paritaria. Solo con una presencia real y efectiva en los lugares donde se toman las decisiones que afectan al conjunto de la ciudadanía, a todas y todos les será posible abandonar el lugar de las idénticas y ocupar el de las iguales.


  2.2. Las mujeres en política


  Las formas de participación política de las mujeres han cambiado a lo largo de la historia y ello ha tenido distintas consecuencias. Si pensamos en el Estado social, las mujeres se organizaron dentro de la clase obrera y fuera de ella para confluir en un lugar común: el movimiento sufragista. Aunque los objetivos de este movimiento fueron muchos, por lo que ha pasado a la historia es por la lucha de la obtención del voto para las mujeres dentro de los Estados constitucionales liberales. Una lucha ininterrumpida que, debe recordarse, duró más de cien años.


  En esos momentos, J. S. Mill y H. Taylor serán una excepción al pensamiento dominante. Para uno y otra el problema de la emancipación de la mujer se sitúa en el ámbito de las leyes que regulan las relaciones entre los sexos, que consideran no solo injustas en sí mismas, sino además un obstácu­lo contra el progreso. La subordinación social de la mujer «surge como un hecho aislado en medio de las instituciones sociales modernas: como violación solitaria de lo que ha llegado a ser su ley fundamental». Para J. S. Mill, lo más relevante de la subordinación legal de la mujer es que se trata de un «sentimiento arraigado en la sociedad», de manera que los argumentos en contra de esa servidumbre tienen muchas veces el efecto contrario al que pretenden. Al considerar que de lo que se trata es de ir en contra de un estado general de opinión, las argumentaciones en favor de la igualdad legal entre los dos sexos se plantean como un avance de la razón sobre la costumbre y los sentimientos populares. Señalan como una particu­laridad de la servidumbre femenina que el ejercicio del poder y del dominio, en este caso, no es privativo de una clase determinada, sino que pertenece por entero a todo el sexo masculino.


  2.3. Separación de espacios según el sexo/género y negación de la subjetividad jurídica de las mujeres


  Junto a la aparición del concepto de Estado moderno aparece otro concepto igualmente importante: la «sociedad civil». La sociedad civil está compuesta por la suma de los ciudadanos (individuos libres e iguales). Igualmente, se conformará o, si se quiere, se dividirá en dos esferas: la «pública» y la «privada». La teoría feminista de las dos esferas nos señalará que la esfera pública (único espacio de análisis ilustrado) es el lugar en el que se producen todas las actividades que conforman la ciudadanía. En cambio, la esfera privada (no analizada por los ilustrados) se considerará, por definición, «no política». El espacio privado será representado por el espacio doméstico, el hogar, así como las relaciones sexuales y parentales que en él se producen. Por el contrario, en el espacio público se representará y significará todo aquello que ocurre fuera del hogar, donde las relaciones que se producen, relaciones sociales, parecen completamente ajenas a los víncu­los sexuales, de parentesco, de amistad, etc.


  El sistema de sexo/género actúa otorgando a cada uno de los sexos uno de los espacios. El ámbito de lo público a los varones y el de lo privado a las mujeres. En el primero se produce el conocimiento y la reflexión sobre la propia sociedad, así como el lugar en el que se ofrecen propuestas y alternativas colectivas para su transformación, por lo tanto, es un lugar heterogéneo con distintas posibilidades, además del único en el que se reconoce la subjetividad jurídica y política de quienes lo conforman. El problema es que la subjetividad jurídica tendrá como único modelo y sujeto a la mitad de la humanidad, a los varones. El segundo, el privado, se otorgará a las mujeres. En este espacio no habrá heterogeneidad, será el espacio de las idénticas, espacio de subordinación de las mujeres a los hombres en el que se les negará todas aquellas potencialidades que conforman la aspiración de trascender, de cambiar de forma individual o colectiva. Un espacio en el que se niega la existencia de subjetividad jurídica y política de las mujeres. Estas no se constituirán en referentes de sujetos de derecho y, por lo tanto, toda la realidad que afecta a su subjetividad quedará fuera del ámbito público del derecho y la política. Si los varones resultan ser el único referente para la creación y reconocimiento de derechos, las mujeres, o bien tendrán que ser «varones» para ejercerlos, o bien deberán seguir siendo mujeres pero a costa de su ejercicio (dilema de Wollstonecraft).


  Bajo la consigna de lo «personal es político», las mujeres iniciarán su exigencia de transformación de las relaciones de desigualdad y de jerarquía entre mujeres y hombres que se dan en la sociedad.


  2.4. El derecho de las mujeres a ser sujetos


  El derecho de las mujeres a ser sujetos puede entenderse de una doble manera. En un primer momento, el feminismo utilizó un concepto de igualdad de los sujetos de derecho que asumía el concepto liberal de sujeto de derecho, un sujeto abstracto, neutro y objetivo. Pero, una vez que las mujeres lograron ser titulares de los derechos civiles y políticos, incluso de los derechos sociales propios del Estado social, el feminismo jurídico se dio cuenta de que la igualdad efectiva de mujeres y hombres no llegaba. Es por esta terca realidad que mantiene la desigualdad de mujeres y hombres que una pionera del iusfeminismo de los años setenta del siglo xx, Catharine Mackinnon, denunciará la «masculinidad del derecho».


  Esta pensadora americana afirma con mucha claridad y rotundidad la pertenencia de esta institución, el derecho, al género masculino, basándose en el contenido de la jurisprudencia, lo que significa la adopción del punto de vista masculino en la relación entre ley y sociedad ―«ley y vida», expresa ella―. Esta postura es especialmente patente en la decisión constitucional que se considera legítima en la medida en que es neutra en cuanto al contenido político de la legislación. El fundamento de esta neutralidad es el supuesto generalizado de que las condiciones que incumben a los hombres son también directamente aplicables a las mujeres, es decir, es el supuesto de que, en realidad, no existe en la sociedad desigualdad entre los sexos. La Constitución, el documento en que se basa esta sociedad estatal, asume con sus interpretaciones que la sociedad, en ausencia de la intervención del gobierno, es libre e igual, que sus leyes, en general, lo reflejan, y que el Gobierno debe corregir solo aquello en lo que antes se ha equivocado.


  Para una mejor comprensión de su teoría sobre el Estado y el sujeto reproducimos a continuación varios extractos de su obra (Mackinnon 1995, 285):


  El liberalismo aplicado a las mujeres ha admitido la intervención del Estado en nombre de las mujeres como individuos abstractos con derechos abstractos, sin examinar el contenido ni las limitaciones de estas nociones en términos de género.


  El género es un sistema social que divide el poder. Por tanto, es un sistema político. Es decir, a lo largo del tiempo las mujeres han sido económicamente explotadas, relegadas a la esclavitud doméstica, forzadas a la maternidad, sexualmente objetificadas, físicamente ultrajadas, utilizadas en espectácu­los denigrantes, privadas de voz y de cultura auténtica y del derecho al voto, excluidas de la vida pública. Las mujeres, a diferencia de los hombres equivalentes, han estado sistemáticamente sometidas a la inseguridad física, han sido blanco de la denigración y la violación sexuales, despersonalizadas y denigradas, privadas de respeto, credibilidad y recursos, y se las ha silenciado, se les ha negado la presencia pública, la voz y la representación de sus intereses. Los hombres, como hombres, en general no han sufrido estas cosas; es decir, los hombres han tenido que ser negros u homosexuales (por ejemplo) para sufrir estas cosas como hombres. Los hombres han hecho estas cosas a las mujeres. Incluso las teorías convencionales del poder ―los enfoques más individualizados, atomistas y resolutivos de los pluralistas tanto como las teorías más radicales, que resaltan los aspectos estructurales, tácitos, contextuales y relacionales del poder― reconocen tales condiciones como posiciones definitorias del poder y de la impotencia.


  A diferencia de las formas sistemáticas empleadas por los hombres para esclavizar, violar, deshumanizar y exterminar a otros hombres, expresando desigualdades políticas entre los hombres, las formas de dominio que han empleado sobre las mujeres se han desarrollado social y económicamente, antes de la aplicación de la ley, sin actos estatales expresos, a menudo en contextos íntimos, de vida cotidiana.


  El hecho de que el nuevo orden excluyera a las mujeres de la constitución de la sociedad civil, de que las recluyera en la esfera privada, provocó que no estuvieran presentes en la determinación del sujeto jurídico, quedaron fuera de la ciudadanía y del sujeto de derecho. Esta realidad ha hecho imposible que se hayan constituido en sujetos de derecho a la vez que ha configurado la desigualdad estructural de mujeres y hombres en el ámbito jurídico.


  Es una condición imprescindible, si realmente queremos lograr la igualdad efectiva, que se considere la realidad material de los hombres y de las mujeres, pues, de lo contrario, la discriminación y desigualdad de estas últimas seguirán siendo un elemento estructural de nuestras sociedades independientemente de que, formalmente, la ciudadanía se haya aplicado a las mujeres, se hayan convertido en ciudadanas y sujetos de derecho, y de que se haya reconocido la capacidad jurídica plena de la mujer casada.


  3. LA LUCHA POR LA INCLUSIÓN Y LA HISTORIA DE UNA EXCLUSIÓN


  La aparición del Estado moderno y la exclusión universal de las mujeres propició la lucha del movimiento feminista por la inclusión de las mujeres en este y en el derecho como sujetos libres e iguales.


  3.1. Esfera pública y mujeres: una historia de exclusión


  Como ya hemos señalado en más de una ocasión, las mujeres fueron expulsadas de la esfera pública, sin capacidad política, sin derechos. Cuestión compleja que afecta a dicotomías conceptuales tales como individuo/familia y público/privado.


  La teoría del derecho y del Estado, cuando utiliza el concepto de la población que habita en un territorio y que está sometida a un orden regulado por el derecho, parece que habla o se refiere a todos los seres humanos, pero no es así. Solo considera a una parte del conjunto, a los varones, con independencia de que históricamente otras marcas como la raza o la clase hayan sido significativas. Desde la Antigua Grecia la exclusión de las mujeres es universal, de hecho y de derecho, y cuenta con una argumentación y fundamentación circu­lar.


  En la Ilustración, donde se apuesta por la igualdad de todos los seres humanos, por la universalidad (ni en la Grecia de los ciudadanos ni en la Edad Media estamental existía tal apuesta), la exclusión de las mujeres se puede cuestionar teóricamente señalando las contradicciones que se producen y defienden. La exclusión universal de las mujeres en la modernidad permitirá la futura inclusión que sacará a la luz nuevos problemas como que lo público, el derecho y el Estado no solo están conformados por los varones, sino que, además, estas instituciones se construyen de una manera «masculina». Ellos constituyen lo universal y sus valores son presentados como universales. Los valores masculinos, a pesar de ser una parte, se adscriben a todos los seres humanos, al todo, lo que implica desconocer, primero, y negar, después, la existencia de otros valores, independientemente de quien los porte.


  Por lo tanto, para un proyecto democrático de Estado, la población que habita en un territorio deberá ser considerada en su conjunto. La teoría feminista es la que ha conceptualizado a las mujeres como «individuos», como sujetos, como seres autónomos, críticos y reflexivos. Una democracia en la que la mitad de sus componentes no se consideran parte de la población, no pueden acceder al estatus de ciudadanía. Una sociedad liberada de la «jerarquía oprimente de los géneros» implica la ampliación de la autonomía individual y la disminución de los espacios asignados (Amorós 1997). Las mujeres han contribuido a ampliar las fronteras de la libertad y la igualdad, y, por lo tanto, de la democracia. Lo han hecho desde la radicalización de los valores universalistas de la modernidad con propuestas como las de Seyla Benhabid (1990), Iris Marion Young (2000) o Chantal Mouffe (2012).


  3.2. Esfera privada y mujeres: dependencia y exclusión


  A pesar de la declaración «universal» de igualdad, las mujeres no adquirirán el estatus de seres libres e iguales si están únicamente adscritas a la esfera privada. Las mujeres quedan sujetas a los hombres, se convertirán en súbditas de sus padres, hermanos, maridos… La exclusión de la esfera pública y su reclusión en la esfera privada las convierte en seres dependientes, menores de edad, que deberán solicitar permiso para realizar cualquier actividad al titular de su autonomía, el padre o hermano mientras no esté casada y el marido si se casa. Sin derechos, sin reconocimiento de la violencia que se ejerce sobre ellas en el ámbito privado ―pues no olvidemos que el hogar sigue siendo el lugar de mayor peligro para demasiadas de ellas―, las mujeres, además de excluidas del sistema, se convierten en seres dependientes debidamente adiestrados mediante el desarrollo del amor y los cuidados. Su destino natural, ser madres y esposas, las alejará de todo tipo de derechos sociales.


  3.3. Entre el ámbito público y el privado: mitad ciudadanas, mitad súbditas


  Cuando las mujeres se empiezan a organizar dentro del movimiento sufragista y el obrero para la obtención de sus derechos civiles, políticos y sociales, los rígidos límites entre el ámbito de lo público y lo privado comienzan a ceder. Las mujeres exigen acceder al ámbito público de los derechos y las libertades, pero en ningún caso entienden que deben abandonar el privado y, mucho menos, que en él deben entrar los varones para compartir las tareas de reproducción y cuidado. Con esta situación, las mujeres se convierten en mitad ciudadanas o ciudadanas a medias, pues, aunque accedan al espacio público de la producción, no pueden abandonar el privado de la reproducción, lo que hace que aparezcan efectos no deseados, como, por ejemplo, la «doble jornada». De la misma manera, como el espacio privado queda intacto, los varones siguen ejerciendo el poder que tenían sobre las mujeres en él. Ellas siguen siendo súbditas de sus maridos en el interior del hogar, puesto que las relaciones que en él se producen no son consideradas hasta bien entrado el siglo xx relaciones de poder susceptibles de ser reguladas por el derecho.


  3.4. La constitución del Estado social: un nuevo pacto incluyente… solo en apariencia


  Con la aparición del Estado social y el reconocimiento de la posición que ocupan los individuos en la sociedad (los varones de la clase obrera) se abre otra brecha favorable para las mujeres. El Estado social no es la solución para el problema de la desigualdad de mujeres y hombres, pero sí es un buen aliado para ampliar la con­sideración del lugar que ocupan las personas en la sociedad no solo como individuos sexuados, sino como grupo.


  Supuestamente, el Estado social hace una nueva oferta de inclusión para todas las personas que el Estado liberal ha dejado fuera, pero si específicamente no se considera el lugar que las personas ocupan en la sociedad según su sexo, la inclusión o la igualdad de mujeres y hombres está abocada al fracaso.


  El nuevo pacto es inclusivo, pero solo en apariencia, pues mientras el Estado no se encargue de las estructuras privadas de cuidados y reproducción que mantienen el orden de la producción, las mujeres como seres encargados hoy por hoy de esas tareas seguirán sin poder acceder al estatus de libres e iguales. Libertad e igualdad no son características individuales, tienen que ver con los lugares que ocupan las personas en una sociedad atendiendo a los ejes constitutivos de la misma, entre los que sobresale el sistema sexo/género.


  4. LA DEMOCRACIA PARITARIA


  La forma de participación política de las mujeres ha cambiado a lo largo de la historia y ello ha tenido diversas consecuencias. Una de ellas la podemos encontrar en el hecho de que en estos treinta últimos años la cuestión de la representación política de las mujeres en las democracias formales ha ocupado ―y ocupa― un lugar central en el debate social, jurídico y político sobre la democracia. A continuación, abordaremos algunas de las cuestiones a las que hoy en día se enfrentan las teóricas feministas y, en general, las personas que reflexionan sobre la representación política de las mujeres en las democracias, especialmente cuando se enfrentan a las nuevas demandas de igualdad real planteadas por el movimiento feminista.


  El problema de la representación de las mujeres no es tanto una cuestión cuantitativa, aunque también, sino básica y fundamentalmente una cuestión cualitativa. En último extremo, se trata de que los intereses y necesidades de las mujeres estén reconocidos y ocupen espacios estratégicos en las agendas políticas, que estos intereses y necesidades no se ignoren de manera sistemática.


  Se debe partir de una consideración seria de estas demandas. Dicha consideración hace cada vez más evidente que «hay que volver a valorar las diferencias para avanzar en la lógica de la igualdad» (Innerarity 2010, 15). Qué duda cabe que para reflexionar desde una perspectiva feminista es imprescindible tener en cuenta las múltiples realidades que se producen en el seno de este movimiento, así como las diferentes formas de participación política de las mujeres que lo componen.


  Hemos asistido a muchos cambios desde que, a principios de los años ochenta del siglo xx, las feministas iniciaron una apuesta clara y decidida por la presencia de las mujeres en las listas electorales como un medio necesario para lograr su intervención en los órganos de representación democrática, en tanto órganos de representación de toda la ciudadanía. Pasados treinta años, la apuesta aparece como clara y decidida, pero no lo han sido tanto los grupos y estrategias creados para lograrlo. Estos, en algunas ocasiones, han aparecido y desaparecido, se han concentrado y difuminado voluntariamente, pero en otras han sido obligados a desaparecer o a modificar su presencia de forma sustancial en las listas electorales. La falta de persistencia en el tiempo de buena parte de ellos parece que convierte las propuestas en menos consistentes. Este hecho también incita a pensar que las feministas son como una especie de hongos que aparecen y desparecen sin ningún tipo de lógica y, lo que es peor, contribuye a borrar la historia y la genealogía de la lucha de las mujeres por el logro de la igualdad. Como dice Joan Scott, «quienes quieran codificar los significados de las palabras librarían una batalla perdida, porque las palabras como las ideas y las cosas que están destinadas a significar, tienen historia» (1996, 23). Por lo tanto, es necesario conocer cómo el feminismo y las feministas han contribuido a problematizar la noción de ciudadanía, según se ha desarrollado en los apartados anteriores, y, sobre todo, cuáles son las estrategias diseñadas para lograr el ejercicio de algunos de los derechos de ciudadanía como son el de la participación y representación política.


  No está de más recordar que la pequeña historia de los sectores del movimiento feminista que se presentan a las contiendas electorales se apoya en una gran historia de más de doscientos años de lucha, la de las mujeres por lograr la igualdad y la libertad. Esa lucha ha tenido sus consecuencias, entre las que se encuentran la aprobación de leyes encaminadas a mejorar la presencia de las mujeres en los distintos ámbitos de representación política.


  4.1. El sexo del Estado y la democracia paritaria


  Los contenidos tratados en los apartados anteriores nos permiten afirmar que el Estado también tiene sexo y este es masculino. Puede ser neutro o, si se quiere, inclusivo, pero, de hecho, no lo es. Ante esta conclusión, las mujeres han planteado una alternativa al Estado falsamente neutral. Esta no es otra que la idea de democracia paritaria.


  4.2. Origen de la paridad


  La reivindicación de la paridad nació en torno a 1980. Naciones Unidas y las instituciones europeas, ante un derecho a la igualdad concebido como igualdad ante la ley y en la ley (igualdad formal) cada vez menos eficaz, emprendieron la construcción de un marco antidiscriminatorio definido por otras normas jurídicas y políticas cualitativamente diferentes. En estos textos se proclamó el derecho de las mujeres a la participación política plena, no solo a emitir su voto, sino también a formar parte de los órganos de decisión. Se considera la democracia como deficitaria o inacabada por la escasa presencia de mujeres en las instituciones representativas. Esta relación entre paridad y democracia no es en absoluto caprichosa porque, aun cuando en nuestro lenguaje se haya perdido la vivencia del significado primigenio de las palabras, su uso es siempre deudor de su origen máxime si, como es el caso, lo que se pretende es utilizar una palabra que describe una forma de gobierno, entonces y ahora, considerada la más perfecta por cuanto implica, necesariamente, la participación ciudadana.


  No es, por tanto, extraño que, cuando se pretende instaurar un sistema de poder basado en la igualdad de todos (Revolución francesa), se irradie esta igualdad a la ley, como norma de carácter general, que se aplica a todos por igual, en cuya elaboración tienen derecho a participar todos los ciudadanos. Así se dice en el artícu­lo 6 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano que también extiende esta igualdad y, como derivada de ella, al ejercicio de toda dignidad, cargo o empleo público.


  En palabras del profesor Manuel Aragón, proclamar que el pueblo ejerce la soberanía mediante el sufragio impone dos exigencias que el ordenamiento ha de atender: una, garantizar un sufragio universal, libre, igual, directo y secreto; y, otra, garantizar el general y libre acceso del pueblo al sufragio pasivo, de lo contrario los ciudadanos solo elegirían pero no desempeñarían el poder, esto es, solo ostentarían el derecho a tener un gobierno elegido pero no a gobernar ellos mismos mediante elecciones.


  Esta doble función del derecho de sufragio, votar y ser votada, quedaba en las mujeres reducida a solo una mitad, aparentemente sin explicación, sin que hubiera en la norma ninguna limitación al respecto. Sin que exista desigualdad en la ley, debemos concluir que existe vicio en su aplicación (discriminación indirecta, resumida con la expresión «techo de cristal»), cuyo resultado es impedir que las mujeres se incorporen al espacio público con la misma naturalidad y proporción que los hombres, de manera que deben preverse medidas para eliminar este vicio procedimental.


  Siguiendo el razonamiento expuesto de Manuel Aragón, el 50 % del pueblo, las mujeres, no tiene garantizado el ejercicio del sufragio pasivo ni, por ende, la soberanía. Desde esta perspectiva, es lógica la relación entre democracia, igualdad de hombres y mujeres y paridad.


  4.3. Hacia un nuevo pacto


  Una de sus actuaciones más destacadas y que puso de relieve el concepto de la paridad fue la Cumbre Mujeres en el Poder, que se celebró en Atenas el 3 de noviembre de 1992, donde se confirmó el concepto de democracia paritaria. Esta idea parte del reconocimiento de que las mujeres son el 50 % de la sociedad, la mitad de las inteligencias y capitales potenciales de la humanidad, por lo que su infrarrepresentación en los puestos de decisión constituye una pérdida para el conjunto de la sociedad y, por ello, se reclama un reparto equilibrado del poder.


  La Declaración de Atenas que se aprobó en la Cumbre afirmaba que:


  
    	La igualdad formal y real entre mujeres y hombres es un derecho fundamental del ser humano.


    	Las mujeres representan más de la mitad de la población, por lo que la democracia exige la paridad en representación y en la administración de las naciones.


    	Las mujeres constituyen la mitad de las inteligencias y las capacidades potenciales de la humanidad y su infrarrepresentación en los puestos de decisión constituye una pérdida para el conjunto de la sociedad.


    	Una participación equilibrada de mujeres y hombres en la toma de decisiones puede generar ideas, valores y comportamientos diferentes que vayan en la dirección de un mundo más justo y equilibrado tanto para las mujeres como para los hombres.


    	Dado que la infrarrepresentación de las mujeres en los puestos de decisión impide asumir plenamente los intereses y las necesidades del conjunto de la sociedad.


    	Proclamaba la necesidad de alcanzar un reparto equilibrado de los poderes públicos y políticos entre mujeres y hombres reivindicando la igualdad de participación de las mujeres y de los hombres en la toma de decisiones públicas y políticas y la necesidad de realizar modificaciones profundas en la estructura de los procesos de decisión con el fin de asegurar dicha igualdad.

  


  La Unión Interparlamentaria tituló uno de sus documentos con el expresivo rótulo La democracia por perfeccionar, preparatorio de la conferencia de Nueva Delhi (14-18 de febrero de 1997), con el eslogan «Hacia un paternariado entre hombres y mujeres en política», en la que se destacó la crucial importancia de esta colaboración (punto 8):


  El envite de fondo es la propia democracia […] La política hunde sus raíces en la sociedad y refleja los valores dominantes […] por lo que la Unión Interparlamentaria afirma que, en una sociedad democrática moderna, lo que se trata de construir es nada menos que un nuevo contrato social en el que el hombre y la mujer obren en igualdad y complementariedad enriqueciéndose mutuamente de sus diferencias.


  En el mismo sentido, la 4.ª Conferencia Ministerial Europea sobre la igualdad de mujeres y hombres emitió una Declaración sobre la Igualdad de Mujeres y Hombres como Criterio Fundamental de la Democracia (Estambul, 1997), recordando el compromiso de sus Estados miembros con la Convención Europea de Derechos Humanos y con la Declaración sobre la Igualdad de Mujeres y Hombres de 1988. En ambos casos se subraya que la sociedad democrática se compone de mujeres y hombres, y que, dado que la diversidad de personas se estructura, en primer lugar, en función del sexo, una representación equilibrada de mujeres y hombres en la toma de decisiones políticas aseguraría su mejor funcionamiento.


  La Unión Europea ha sido pródiga desde sus inicios en documentos sobre la igualdad de hombres y mujeres. Recordemos el juego que ha dado su originario artícu­lo 119 y la configuración de la igualdad en el tratado por el que se aprueba una Constitución para Europa. Valga como resumen la referencia en la estrategia marco comunitaria (2016/2019), previa a la actual estrategia de la Comisión Europea:


  La democracia es uno de los valores fundamentales de la Unión Europea… una parte esencial de la política de desarrollo exterior de la Unión. Su plena realización requiere la participación de todos los ciudadanos, mujeres y hombres, por igual, para participar y estar representados de forma igualitaria en la economía, toma de decisiones y en la vida social, cultural y civil.


  4.4. El principio de presencia equilibrada


  En España, las asociaciones feministas (celem), el feminismo militante en los partidos políticos de izquierda y el feminismo académico coincidieron a la hora de plantear la reivindicación de mayor participación de mujeres en los puestos de decisión, uniéndose a las iniciativas de los organismos europeos.


  Un primer logro fue la adopción en los estatutos internos de ciertos partidos políticos (psoe e IU) del porcentaje que necesariamente tenía que ser cubierto por mujeres, coloquialmente llamado «cuota». Se empezó por un 25 % a finales de 1980 para llegar en 1997 a lo que se consideraba una proporción paritaria: ni más de un 60 % de un sexo ni menos de un 40 % del otro.


  En tanto en cuanto las cuotas han sido una obligación ad intra de los partidos políticos, no se han visto cuestionadas de modo explícito desde la perspectiva jurídica. Antes bien, se han mostrado eficaces en la práctica produciendo un doble efecto: la proporción de mujeres en las asambleas ha aumentado considerablemente, tanto en las formaciones políticas que las han adoptado como también en aquellas que no las consideraban necesarias. En cambio, cuando trasladamos las cuotas o la paridad y hablamos de reforma constitucional o legal, la tolerancia hacia la paridad se transforma, para algunos, en jurídicamente inadmisible.


  Fracasado el intento de reformar la Ley Orgánica de Régimen Electoral General en relación con el Congreso y el Senado (noviembre de 2001), dos comunidades autónomas aprobaron la reforma de sus leyes electorales, Baleares, en junio de 2002, y Castilla-La Mancha en las mismas fechas. En ambas se proponía la alternancia de mujeres y hombres como requisito para la presentación de candidaturas. De igual forma, el País Vasco y Andalucía reformaron más tarde sus leyes electorales: el País Vasco, en febrero de 2005, para que las candidaturas estén integradas por, al menos, un 50 % de mujeres en el conjunto de la lista y por tramos de cada seis; y en Andalucía, en abril de 2005, con el mismo criterio de alternancia que las primeras leyes autonómicas reformadas.


  La loimh regula la igualdad efectiva de mujeres y hombres en la toma de decisiones con la expresión «presencia equilibrada», que se emplea en el artícu­lo 16 de este texto y cuyo sentido se concreta en la Disposición Adicional (da) 1.ª:


  A los efectos de esta Ley, se entenderá por composición equilibrada la presencia de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento.


  En cuanto a su traslado a la representación política, la loimh establece en su da 2.ª la adición del artícu­lo 44 bis de la Ley Electoral, que rige todas las elecciones, incluidas las autonómicas, salvo que la ley electoral de las comunidades autónomas establezca un régimen más favorable para la igualdad en la representación.


  La parte más cuestionada de la loimh fue la aprobación de la da 2.ª, que reformaba el régimen electoral general como consecuencia de la aplicación del principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en las listas electorales.


  Los argumentos que se esgrimieron en el recurso de inconstitucionalidad reflejaban las dudas que la doctrina planteó en relación con la consideración de la existencia de dos sujetos políticos, hombres y mujeres, que deben ser tratados como tales por el ordenamiento jurídico. El propio título de la loimh, «para la igualdad efectiva de mujeres y hombres», refleja esta evidencia, que es lo que, en último término, se cuestiona en los recursos.


  Sobre esta base, la impugnación de su constitucionalidad también se basó en:


  
    	la unidad de la soberanía y representación del Estado,


    	el principio de igualdad que rige en el acceso a los cargos públicos y funciones representativas y


    	el derecho a la libertad de los partidos políticos e incluido en el mismo el derecho a ser candidato.

  


  El Tribunal Constitucional dicta, por un lado, la sentencia stc 12/2008, de 29 de enero, que enjuicia si el artícu­lo 44 bis de la loreg, redactado según la da 2.ª de la loi, vulnera el derecho a la igualdad ante la ley, a la participación en los asuntos públicos, la libertad ideológica y de expresión; y, por otro lado, la stc 13/2009, de 19 de enero, contra la Ley Vasca 4/2005, citada anteriormente, que examina si el derecho a la igualdad en la ley, en el acceso a las funciones públicas y los principios de mérito y capacidad, a la participación en los asuntos públicos y de asociación en partidos políticos.


  En ambas sstc se cuestiona la constitucionalidad de regular el equilibrio por sexos en las candidaturas electorales y «ambas sentencias salvan la constitucionalidad de las medidas». El Tribunal Constitucional establece que el contenido que se desprende del artícu­lo 9.2 de la ce es compatible con ambas disposiciones, ya que expresa la voluntad de alcanzar la igualdad no solo formal, sino también sustancial, «al ser consciente de que únicamente desde esa igualdad sustantiva es posible la realización efectiva del libre desarrollo de la personalidad» (stc 12/2008, de 29 de enero, fj 14).


  5. CONCLUSIÓN CONCEPTUAL


  Los términos de cuota, presencia equilibrada y paridad expresan conceptos di­ferentes. Mientras que la cuota debe ser entendida como una acción positiva, la presencia equilibrada debe ser considerada como una norma de derecho antidiscriminatorio. En las actividades obligatorias de la asignatura tendremos la oportunidad de trabajar con más atención estas ideas.
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  INTRODUCCIÓN


  El principal objetivo de esta asignatura es que el alumnado conozca el marco normativo específico en materia de igualdad efectiva de mujeres y hombres. Su adecuada comprensión obliga a apreciar la confluencia de varios niveles de tutela que se retroalimentan: el internacional, el europeo, el estatal y el autonómico. Un sistema de tutela que tiene como eje la dimensión constitucional de la igualdad, a cuyo desarrollo contribuyen las distintas normativas referenciadas. Al tiempo, se pretende que la presente asignatura sirva igualmente para poner en práctica algunos de los contenidos teóricos aprendidos (en particu­lar, los referidos a la asignatura SRM003 – «Derecho, Igualdad y Discriminación»), conectándose intensamente con otras asignaturas (SRM011 – «Mujeres, Ciudadanía e Igualdad efectiva en el Estado Social», y SRM013 – «Las Políticas Públicas de Igualdad»).


  Todos los estudios sobre la posición social de las mujeres indican que se ha producido un avance indudable en los últimos cincuenta años. Sin embargo, los datos también muestran que mujeres y hombres todavía no se encuentran en condiciones de igualdad en muchos campos de la realidad social, cultural, política, económica, etc. Es más, existe un riesgo evidente de que las desigualdades aumenten tras cada crisis, especialmente si es de tipo económico.


  Las disposiciones legales desarrolladas en el ámbito de Naciones Unidas, de la Unión Europea y el Consejo de Europa, del Estado y de las comunidades autónomas han sido claves en el avance hacia un escenario con mayor grado de igualdad, al tiempo que deberían servirnos de límite y punto de referencia inexcusable para no perder las conquistas alcanzadas. Por este motivo, es importante revisarlas con el objetivo de mostrar un escenario general que sea suficientemente conocido por el estudiantado del itinerario profesional de agente de igualdad de este máster universitario.


  El objetivo específico de estos materiales es mostrar las principales disposiciones legales adoptadas en el ámbito internacional, europeo, estatal y autonómico que constituyen el marco de referencia imprescindible para el presente o futuro ejercicio profesional como agente de igualdad.


  En los siguientes apartados de esta asignatura se exponen sus objetivos principales, las competencias profesionales que se pretenden transmitir, los resultados que deben desprenderse de su aprendizaje, los contenidos imprescindibles para su consecución y, finalmente, la bibliografía básica y complementaria recomendada para una mejor preparación profesional.


  OBJETIVOS


  Los tres principales objetivos que persigue el mu con esta asignatura son:


  
    	Ofrecer y comprender la relevancia de los conocimientos básicos sobre el marco jurídico de referencia para la igualdad de mujeres y hombres.


    	Comprender y conocer la interrelación entre los distintos niveles de gobierno que construyen el régimen jurídico de la igualdad de mujeres y hombres.


    	Alcanzar un aceptable dominio del lenguaje y de la metodología jurídica a partir de los ámbitos que son objeto de estudio en esta asignatura.

  


  COMPETENCIAS


  El aprendizaje con esta asignatura tiene como cometido adquirir las competencias profesionales que permitan:


  
    	CG03 – Ser capaz de identificar y corregir situaciones de discriminación directa o indirecta por razón de sexo.

  


  También deberá adquirir la siguiente competencia profesional específica:


  
    	E7 – Saber emplear las herramientas adecuadas para promocionar la igualdad efectiva de mujeres y hombres y prevenir la violencia de género.

  


  RESULTADOS DEL APRENDIZAJE


  Como resultados del aprendizaje en la asignatura se espera que el/la estudiante sea capaz de:


  
    	Describir la evolución del derecho antidiscriminatorio internacional y comunitario.


    	Conocer y emplear la legislación antidiscriminatoria estatal y autonómica.

  


  CONTENIDOS


  1. TUTELA MULTINIVEL Y DIMENSIÓN CONSTITUCIONAL DE LA IGUALDAD DE MUJERES Y HOMBRES


  La actual idea de un mundo globalizado en el que las diversas sociedades son interdependientes, y mujeres y hombres cruzan con escasos obstácu­los las fronteras de los Estados, unida a la idea de que la igual dignidad humana habría de estar garantizada cualquiera que sea el lugar donde se encuentren, ponen en evidencia una compleja tutela multinivel de los derechos fundamentales. Este panorama, que engloba a los poderes supranacional, europeo, estatal, autonómico o regional y local, se combina para formar una compleja «malla» que otorga a la persona un variado elenco de derechos, les da eficacia práctica y determina su status jurídico.


  El protagonismo simultáneo de estos diversos entes que se superponen y conectan en la tutela de los derechos es fruto de dos factores: en primer lugar, de la capacidad ―mayor o menor― de autogobierno o autonomía de los entes que regulan y tutelan derechos, lo que ocurre tanto de forma «centrípeta», es decir, hacia entes regionales, locales, etc., pero también de un modo «centrífugo», cuando entes supranacionales (organizaciones internacionales y supranacionales) realizan proclamaciones que trascienden las fronteras estatales. De esta forma, la asunción de importantes competencias por determinadas entidades (comunidades autónomas, Unión Europea), les otorga un mayor margen de maniobra para el ejercicio de su propio poder y les obliga a prestar una mayor atención a los elementos «materiales» del sistema, es decir, a proclamar sus propios valores, principios y derechos ―entre ellos, la igualdad―.


  Junto al elemento del «autogobierno» encontraríamos un segundo factor: el hecho de que la igualdad se ligue a la profundización del Estado social (según se ha desarrollado con más atención en la asignatura SMR011), a la dignidad de la persona, cualquiera que sea el lugar donde se encuentre, y a la búsqueda de una igual subjetividad jurídico-política para mujeres y hombres ―una relación que también se ha tratado con más detalle en la asignatura anterior―, determina el protagonismo de otros entes como las organizaciones supranacionales ―pero también las infraestatales―, que no pueden limitarse a esperar que su tutela quede en manos de los poderes centrales del Estado, con lo cual aparecen documentos internacionales, supranacionales y regionales que abanderan una «lucha universal» por la igualdad. De este modo, fijan compromisos irrenunciables de referencia para las políticas particu­lares de los gobiernos.


  Aunque el principio de igualdad aparece ligado a los primeros documentos revolucionarios francés y norteamericano, la proclamación constitucional específica de la igualdad de mujeres y hombres es un elemento tardío (segunda mitad del siglo xx). Pero además aparece escasamente visibilizado en las constituciones estatales, donde solo encontramos el principio de no discriminación por razón de sexo y, todo lo más, una igualdad real y efectiva para las personas, sin visibilizar a mujeres y hombres en concreto. Mayor es la visibilidad en documentos internacionales, pero también infraestatales (como los Estatutos de Autonomía), que incluso se anticipan a la propia legislación estatal (la Ley Orgánica 3/2007 para la igualdad efectiva de mujeres y hombres). Por su parte, aunque la Constitución española del 78 (en adelante ce) realiza una mención al principio de igualdad material en su artícu­lo 9.2, no reconoce, sin embargo, la singularidad y entidad propia a nivel constitucional de la igualdad de mujeres y hombres como elemento estructural del sistema político. Esta cuestión ha sido suplida, sin embargo, por los ordenamientos autonómicos, pero, sobre todo por su mayor énfasis, por el ordenamiento europeo (Tratado de Lisboa de 2009).


  2. MARCO JURÍDICO BÁSICO INTERNACIONAL: EL PAPEL DE NACIONES UNIDAS


  A partir de la Carta fundacional de Naciones Unidas (San Francisco, 1945), cuyo preámbulo afirma el compromiso de los Estados de «reafirmar la fe en los derechos fundamentales […], en la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres […]», la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 es el punto de arranque internacional de la normativa en defensa de las mujeres,[ 1 ] aunque no tenía valor jurídico vincu­lante formal para los Estados. Pero sí tenía, sin embargo, como soft law, una indudable influencia moral sobre aquellos, «propiciando» significativos cambios normativos y actitudinales.


  En este documento, más allá de la igualdad de trato (igualdad jurídica o formal) y de la cláusula de prohibición de discriminación (artícu­lo 7),[ 2 ] destaca su artícu­lo 2, al proclamar que los derechos corresponden a todas las personas sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política… Se trata de un artícu­lo con un valor interpretativo indudable para el goce real de los derechos, pues, aunque partimos de que, formalmente, la titularidad de los derechos le corresponde a toda persona, puede haber, sin embargo, diferencias significativas en su ejercicio en función de alguna de las causas sospechosas de discriminación ―incluido el sexo―, por lo que se dirige un mandato a los Estados a fin de procurar que los derechos se ejerzan de modo «pleno, efectivo y real, en igualdad de condiciones».


  La primera puesta en marcha de la declaración se produce con la aprobación de importantes normas: el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena (1949), que conmina a castigar a quienes prostituyan a otras personas; la Convención sobre Igualdad de Remuneración entre la Mano de Obra Masculina y la Mano de obra Femenina por un Trabajo de Igual Valor (1951), que dispone el principio del mismo sueldo por un trabajo de igual valor; la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer (1952), del que se deduce la obligación para los Estados de garantizar el derecho de voto y a ocupar en cargos públicos a las mujeres en iguales condiciones que los hombres; la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada (1957), que prohíbe que la celebración o disolución de un matrimonio tenga efectos automáticos sobre la nacionalidad de la mujer; la Convención sobre Discriminación en materia de Empleo y Ocupación (1958), sobre igualdad de derechos de hombres y mujeres en el trabajo; la Convención Relativa a la Lucha de las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960), sobre igualdad de oportunidades de niños y niñas en el ámbito educativo, y la Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para Contraer Matrimonio y el Registro de los Matrimonios (1962), que prohíbe que ningún matrimonio pueda celebrarse sin el consentimiento de ambas partes. Se trata, en efecto, de normas que abordan solo sectores concretos donde los Estados precisaban de evoluciones inmediatas para garantizar la igualdad de trato.


  Con los Pactos Internacionales de 1966 se tratará de «imprimir» fuerza jurídica vincu­lante a los enunciados que acogía la Declaración Universal (la igualdad jurídica y la cláusula antidiscriminatoria) y, al tiempo, intentar un pequeño ―aunque no poco importante― avance, al especificarse el igual goce que en el ejercicio de los derechos corresponde a hombres y mujeres.


  Pero sería a partir de 1975 cuando se produciría un salto cualitativo: Naciones Unidas proclama el Año Internacional de la Mujer y se inicia una etapa de tutela y promoción de las mujeres. Con ello, se convence de la necesidad de realizar una proclamación singular de la igualdad de mujeres y hombres, y aprueba el 18 de diciembre de 1979 la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (cedaw), en la que, a partir de la mención al principio de igualdad de mujeres y hombres, define por primera vez la discriminación contra estas, y adopta diversas medidas destinadas a erradicar las discriminaciones contra ellas en los ámbitos civil, político, económico, cultural, y social. De este texto destaca la gran cantidad de ratificaciones hoy alcanzadas ―donde quizá se observa el peso del soft law internacional―, pero también, desde su cara negativa, las numerosas reservas al texto, lo que viene a mostrar las resistencias socioculturales de bastantes Estados.


  El propósito de la convención es centrarse en las necesidades concretas de las mujeres, esforzándose por incorporar a la mitad de la humanidad en el disfrute efectivo de los derechos. La norma define la discriminación como (artícu­lo 1):


  toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.


  Junto al reconocimiento de la igualdad ante la ley (artícu­lo 15), se establecen así las bases para obligar a los Estados a que reconozcan esta igualdad jurídica y se abstengan de toda práctica discriminatoria, la eliminen del ordenamiento jurídico, adopten las medidas precisas para combatirla frente a cualquier sujeto ―público y privado―, y arbitren los mecanismos precisos ―judiciales e institucionales― para la tutela de la igualdad y la persecución de conductas discriminatorias. Ello implica que los Estados deberán acoger en sus constituciones y en la legislación el principio de igualdad de mujeres y hombres, con las medidas precisas para ello. Además, la convención acoge las «acciones positivas», definidas como «medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer», y que no constituyen una discriminación, cuyo propósito principal es la consecución de una igualdad efectiva. Finalmente, la cedaw alude al goce en igualdad de condiciones de los derechos por parte de mujeres y hombres, con la adopción de todas las medidas apropiadas para ello (artícu­lo 3).


  Destaca, además, el artícu­lo 5, referido al factor educacional, que pretende poner de manifiesto que la igualdad de mujeres y hombres precisa de una profunda concienciación social y de cambios tradicionales y culturales que exigirían la elimi­nación de estereotipos. Se trata de modificar los


  patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.


  Pero, además, entrando en el ámbito doméstico ―aunque con efectos limitados por centrarse en la educación y los hijos―, a fin de que los Estados procuren


  garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos.


  La convención acoge una auténtica carta de derechos para las mujeres en muy diversos ámbitos, hasta el punto de que se crea un comité que vigilará su aplicación.


  Desde su aprobación, la convención no ha dejado de tener vigencia, aunque para ello parece imprescindible que esta se haya visto «informada» por el soft law elaborado desde las conferencias mundiales. Aunque en no pocas ocasiones se ha echado en falta que las declaraciones y programas de acción aprobados en dichas conferencias hubieran sido capaces de elevarse a hard law internacional por las resistencias de los Estados, también es verdad que quizá estas avanzadas estrategias hayan sido posibles por la flexibilidad y el menor compromiso que las conferencias exigen a los Estados. Las Conferencias sirven para abrir nuevos espacios de debate y reflexión como anticipo a determinados avances necesarios para la auténtica igualdad.


  Diversas conferencias posteriores (Copenhague 1980 y Nairobi 1985), profundizan en aquellos objetivos. Sin embargo, es la de Pekín de 1995 (IV Conferencia Mundial), la que marca un antes y un después: allí se acuñan importantes conceptos, se adoptan nuevas medidas y, por su impacto social, se manifiesta fundamental para sensibilizar y ayudar al cambio «estructural» de mentalidad exigido.


  Con una amplia representación de Estados, en Pekín se aprueban dos documentos:


  
    	La Declaración de Pekín (Beijing).


    	La Plataforma para la Acción, que se centra en doce ámbitos especialmente problemáticos: pobreza, salud, violencia contra la mujer, educación, conflictos armados, participación en el poder y toma de decisiones, mecanismos institucionales, medios de comunicación, medioambiente, derechos humanos, economía y las niñas.

  


  En Pekín se abordan conceptos de base:


  
    	La construcción social del género y la incorporación de la perspectiva de género a escala mundial. Se introduce el término «género», que se define como la construcción social de los papeles asignados a los hombres y a las mujeres, y las posibilidades, oportunidades y discriminaciones que de ellos se deducen. Frente al clásico enfoque «coyuntural» y particu­lar de las discriminaciones que sufren las mujeres, en Pekín estas se plantean como una lacra que exige cambiar las mismas estructuras sociales.


    	La noción de empoderamiento (empowerment). Se trata de un concepto con una doble dimensión. De una parte, alude a la toma de conciencia del poder que, individual o colectivamente, tienen las mujeres, lo que les permitiría recuperar su dignidad como personas. Por otro lado, se trataría de que las mujeres estuvieran presentes de acuerdo a criterios de representación ­equilibrada en los procesos de toma de decisiones, ejerciendo un poder efectivo y directo en un ámbito al que, tradicionalmente, han permanecido ajenas. Naciones Unidas también se dirige a los Gobiernos y actores sociales instándoles a que impulsen sus políticas para romper el denominado «techo de cristal», ese obstácu­lo invisible que impide a las mujeres alcanzar la igualdad.


    	La transversalidad (mainstreaming). Se entiende como la introducción y consideración de la perspectiva de género en todos los ámbitos y dimensiones vitales, incluso con carácter preventivo, al objeto de analizarse las repercusiones que una determinada política o norma tendrá sobre mujeres y hombres. En la asignatura SMR013 encontrarás una explicación más detallada sobre su significado, su configuración legal y su aplicación judicial.

  


  Diversas iniciativas posteriores auspiciadas desde la onu (por ejemplo, páginas web destinadas a informar del seguimiento de Pekín y dar información), resultarán decisivas para el despegue global definitivo de la perspectiva de género. Pero Pekín también tuvo sus dificultades: la tensión entre países del norte y países del sur, aunque finalmente primó la visión occidental, o el alcance de los documentos adoptados, pues, por una parte, la declaración no tenía fuerza jurídica vincu­lante para los Estados y, por otra, la plataforma se acompañó de bastantes reservas (más de cuarenta). Se pone con ello en evidencia la débil y oscilante fortaleza de estos documentos, cuya efectividad depende, básicamente, de lo que ha venido a denominarse «la movilización de la vergüenza».


  Tras la Conferencia de Pekín, se ha evaluado en diversas ocasiones su implementación, planteando nuevos ámbitos de trabajo, evidenciando que los cambios son lentos y que se necesita profundizar en el significado que la sociedad ha dado a la diferencia entre mujeres y hombres para romper los estereotipos y roles construidos en torno a ambos sexos.


  Mientras se revisaban los compromisos de Pekín, se aprueba en septiembre del año 2000 en Nueva York la denominada Declaración del Milenio donde, al objeto de atajar la pobreza, se fijan una serie de objetivos ―los llamados Ocho Objetivos del Milenio (odm)―, con un plazo de realización que venció en 2015. En particu­lar, el tercero incidía directamente en la igualdad por razón de sexo, que pretende la «Promoción de la igualdad entre los sexos y el empoderamiento de la Mujer», para lo que se establece la meta de «Eliminar las desigualdades entre los sexos en la enseñanza primaria y secundaria, preferiblemente hacia el año 2005 y en todos los niveles de la enseñanza hacia el año 2015». En la Cumbre Mundial de septiembre de 2005 en Nueva York, en la que se revisaban los Objetivos del Milenio, se insistirá en ideas clave como la indivisibilidad de los derechos, la necesidad de integrar los objetivos relacionados con la salud de El Cairo y de hacer presentes los compromisos de Pekín, el propósito de aplicar la Resolución 1325(2000) sobre mujer, paz y seguridad, y en lo conveniente que resulta integrar la perspectiva de género en todos los objetivos.


  Finalizando la anterior etapa de los odm, Naciones Unidas lanza los llamados Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) para el período 2016-2030 desde una mirada más amplia y combinando las dimensiones económica, social y ambiental. Los diecisiete objetivos son un plan integral centrado en las personas, el planeta y la prosperidad, con el desafío básico de eliminar la pobreza. De este modo, se centra en lo no alcanzado por los odm para profundizar en los derechos humanos, y específicamente se señala, para alcanzar la igualdad entre mujeres y hombres, y el empoderamiento de las mujeres y niñas, entendiendo que «la incorporación sistemática de una perspectiva de género de la Agenda es crucial» (parágrafo 20 de la resolución aprobada por la Asamblea General el 25 de septiembre de 2015). Para ello, el documento contiene un objetivo específicamente dirigido a «Lograr la igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y las niñas» (Objetivo n.º 5), aunque también es posible extraer de los restantes dieciséis ciertas consideraciones desde una perspectiva de género, teniendo en cuenta que uno de los principales hándicaps de los anteriores odm fue, precisamente, la falta de transversalidad de la igualdad de género.


  En resumen, la labor de Naciones Unidas pretende evidenciar que las leyes, aunque claves, no son suficientes, y que, por ello, las conferencias, informes, etc., sirven para plasmar estrategias y acciones que vienen acompañadas de una nueva toma de conciencia internacional del problema, así como de una voluntad política, más decidida, de alcanzar la igualdad efectiva de mujeres y hombres. La creación, en julio de 2010, de onu Mujeres (un Women) pretende acelerar los objetivos de esta organización en materia de igualdad de género y empoderamiento de la mujer, aglutinando recursos y mandatos al objeto de lograr un mayor impacto en la consecución de la igualdad.


  3. MARCO JURÍDICO BÁSICO EUROPEO: UNIÓN EUROPEA Y CONSEJO DE EUROPA


  En el marco europeo destaca el trabajo llevado a cabo por dos organizaciones regionales: la Unión Europea y el Consejo de Europa.


  3.1. Unión Europea


  La Unión Europea cuenta con una larga trayectoria normativa respecto a la igualdad de mujeres y hombres, construida primero por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea a través de sus sentencias, y después trasladada a los documentos normativos básicos de esta organización ―singularmente, los tratados (derecho originario)―[ 3 ] Destaca el Tratado de Ámsterdam (1997), que reconoce las acciones positivas ―aunque limitadas al ámbito de las políticas sociales―, la igualdad como misión de la Unión, la noción de mainstreaming, y la lucha contra la discriminación.


  El actual Tratado de Lisboa (2009), que integra el Tratado de la Unión Europea y el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, recoge generosamente la igualdad de mujeres y hombres desde muy distintas dimensiones; previsiones que recogen, básicamente, la herencia de la Constitución europea:


  
    	Como objetivo de la Unión: al aludirse a los «Valores de la unión» entre los que figura una mención específica a la igualdad de mujeres y hombres, rasgo fundamental de la sociedad europea, y se propone como objetivo el fomento de esta (artícu­lo 3.3 segundo párrafo Tratado de la Unión Europea).


    	Como derecho fundamental, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión menciona con carácter general la igualdad ante la ley y la prohibición de discriminación por razón de sexo y, de forma directa, consagra la igualdad entre hombres y mujeres en su artícu­lo 23: en el párrafo primero, para disponer su garantía en cualquier ámbito, y en el segundo, reconociendo la igualdad material mediante la técnica de las acciones positivas.


    	Con el enfoque del mainstreaming, se refiere a él la Carta de Derechos Fundamentales o Carta de Niza, y se reitera en el Tratado como cláusula de aplicación de las políticas comunitarias, al aludir a la lucha contra la desigualdad, la erradicación de la discriminación y la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres.[ 4 ]


    	Mediante la lucha contra la discriminación y en el ámbito de las políticas sociales. Se plasma el apoyo a la acción de los Estados miembros en materia de igualdad, la igualdad de retribución salarial e incluso la adopción de medidas de acción positiva a favor del sexo menos representado. Al mismo tiempo, se dispone la posible adopción de normas mediante las que se establezcan medidas para garantizar la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato en asuntos de empleo, ocupación y retribución salarial.

  


  El artícu­lo 19 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea prevé de modo más genérico la actuación de las instituciones comunitarias ante las discriminaciones en cualquier ámbito, instaurando la posibilidad de que la Unión y, en particu­lar, el consejo, por unanimidad con arreglo a un procedimiento legislativo especial y previa aprobación por el Parlamento, adopten dentro de su marco competencial acciones normativas que contengan las medidas adecuadas para luchar contra la discriminación por motivos de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual.


  De otro lado, el actual Tratado de Lisboa asume la posibilidad de adopción de «acciones positivas», aunque de nuevo «limitadas» al ejercicio de la actividad profesional.


  Estos generosos postulados, superando ampliamente Ámsterdam y aún con ciertas deficiencias ―por ejemplo, al omitir el «empoderamiento»―, se convierten en un referente inexcusable para los Estados, dentro de lo que puede denominarse el «derecho constitucional europeo».


  Precisamente, al objeto de contribuir a la eficacia jurídica de las estrategias marcadas en el derecho originario europeo (los tratados) y desarrolladas en el importante acervo comunitario (derecho derivado), ha de destacarse finalmente la creación del Instituto Europeo de Igualdad de Género (Reglamento 1922/2006, de 20 de diciembre), cuya misión clave es el apoyo a las instituciones europeas y a los Estados en el fomento de la igualdad de género en todas sus políticas y en la lucha contra la discriminación por razón de sexo, pero también en contribuir a una paralela y precisa sensibilización de la ciudadanía europea en la materia.


  La atención creciente y constante de la Unión a este ámbito también se pone de manifiesto con la aprobación de la Carta de la Mujer (2010). Con ello, la Unión pretende incidir en su compromiso con la igualdad de mujeres y hombres, poniendo de relieve la importancia del mainstreaming en todas y cada una de sus políticas. Por tales motivos, la carta incide en cinco ámbitos clave: la independencia económica, la igualdad en el salario, la representación de las mujeres en la toma de decisiones y en los puestos de responsabilidad, la dignidad e integridad de las mujeres, así como la erradicación de la violencia de género y la acción exterior de la Unión en materia de igualdad de mujeres y hombres y en el marco de sus relaciones con terceros países.


  No puede olvidarse el intenso papel del Parlamento Europeo a través de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género, cuyas iniciativas han ido referidas a la participación equilibrada de mujeres y hombres en los consejos de administración de las empresas y a la extensión del período del permiso de maternidad retribuido.


  De otro lado, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, con su jurisprudencia, ha sido un instrumento indispensable a la hora de ampliar el escueto panorama que ofrecían los tratados constitutivos, inspirando y sirviendo con frecuencia para impulsar la elaboración de normas, resoluciones y políticas comunitarias para la promoción y la tutela de la igualdad de mujeres y hombres.


  Fue el artícu­lo 119 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea la norma que se convirtió, en principio, en el fundamento para la elaboración de conceptos básicos como los de discriminaciones directas o indirectas…, mostrando un notable activismo en la tutela de la igualdad. De este modo, la igualdad de mujeres y hombres fue adquiriendo carta de naturaleza como principio nuclear del derecho comunitario. En sus primeras resoluciones (años setenta y ochenta), el tribunal elaboró un concepto de discriminación al señalar que, en sentido legal, consiste en tratar de forma idéntica situaciones que son diferentes o de forma diferente situaciones que son idénticas. Con posterioridad, se insistió en dicho concepto para diferenciar las discriminaciones directas, indirectas y ocultas. El concepto de discriminación directa (disparate treatment) había sido pacíficamente admitido en los Estados, pero el concepto de discriminación indirecta (disparate impact) fue una de las construcciones jurisprudenciales comunitarias más importantes. Gracias a dicho concepto se entiende que son contrarias al derecho comunitario las disposiciones, criterios o prácticas, en apariencia neutras, que perjudican de manera desproporcionada a los miembros de un grupo por su pertenencia a este y que no se justifican objetivamente o por una razón necesaria ligada con la persona en cuestión, o extraña a toda discriminación fundada en el sexo (años ochenta y noventa). Más recientemente, con especial incidencia en el derecho español, destaca la sentencia del Tribunal de Luxemburgo en el caso Elbal Moreno, de 22 de noviembre de 2012 (C-385/11), que tacha de discriminatoria la legislación española en materia de pensiones de jubilación contributiva de trabajadores/as a tiempo parcial, pues al exigirse un período de cotización proporcionalmente más elevado para dichos trabajadores/as (que son, en su mayor parte, mujeres), se genera una discriminación indirecta, pues a pesar de su aparente neutralidad, esta discriminación queda probada por afectar claramente a las mujeres (la sentencia del caso Espadas Recio, de 9 de noviembre de 2017, incide en el concepto de discriminación indirecta). La normativa española se opone a la directiva europea sobre la igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de seguridad social, pues afecta a una proporción superior de mujeres que de hombres, ya que entre el 70 % y el 80 % de las personas empleadas por horas son mujeres, y obliga a que cada día de trabajo a tiempo parcial compute como un día completo, a efectos de calcu­lar los períodos de cotización para el paro.


  Fue especialmente relevante, además, que con el caso Defrenne III (1978) se pasara a considerar la igualdad como un derecho fundamental en el ámbito comunitario.


  La elaboración del acervo doctrinal comunitario, básica para su reconocimiento, tanto en el derecho fuerte como en el derecho débil de la Unión Europea, ha tenido su campo de acción privilegiado en el derecho laboral (igualdad de remuneraciones, protección de la salud de la mujer embarazada, bajas maternales y cálcu­lo de ayudas y pensiones). Asimismo, ha sido especialmente relevante la construcción jurisprudencial del principio de inversión de la carga de la prueba y la erradicación de la medida paternalista que prohibía el trabajo nocturno de las mujeres.


  Una jurisprudencia a destacar es la elaborada en torno al tema de las acciones positivas. La inicial postura vacilante de los primeros pronunciamientos, escasos de argumentos jurídicos, experimentó posteriormente una evolución positiva. En la sentencia dictada en el caso Kalanke (1995), se rechazaban las medidas de acción positiva del Land de Bremen, mostrando un cierto rechazo a esas políticas que se entendían como una excepción a la igualdad de trato. Pero el propio Tribunal en la Sentencia sobre el caso Marshall (1997) revisó esta doctrina, al reconocerse legitimidad a las acciones positivas y superar el carácter restrictivo de la del caso Kalanke; sin embargo, se señala que las mujeres no gozarían de preferencia si en un candidato masculino concurrieran motivos o circunstancias que inclinaran la balanza a su favor. Por ello, el tribunal rechaza una medida de acción positiva de carácter automático y alude a una cláusula de apertura, defendiendo que, aunque exista una política de acciones positivas para otorgar preferencia a candidatas femeninas, cuando se trate de un sector en el que se encuentren infrarrepresentadas, esa preferencia no puede ir en contra del principio de mérito y capacidad de los varones candidatos.


  3.2. Consejo de Europa


  En el marco del Consejo de Europa, ha de partirse del artícu­lo 14 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950,[ 5 ] que prescribe el goce de los derechos y libertades que se reconocen en él sin distinción alguna de sexo, raza, color, lengua… o cualquier otra situación. A este previsión se le suma el protocolo n.º 7, cuyo artícu­lo 5 alude a la igualdad de los cónyuges en derechos y responsabilidades en el matrimonio, durante el mismo y en caso de disolución, pero, sobre todo, el protocolo n.º 12, que contiene una prohibición general de discriminación, y dispone que se asegure el goce de cualquier derecho ―en particu­lar, frente a las autoridades públicas―, sin discriminación alguna por distintos motivos, entre los que se cita el sexo.


  Esta normativa se completa con la Carta Social Europea de 1961, que acoge diversos derechos a favor de la igualdad de mujeres y hombres relativos, en particu­lar, a la igualdad de remuneración, la protección de la maternidad y de las mujeres en el trabajo, así como la tutela social y económica de la madre y de los menores.


  Los instrumentos jurídicos básicos de referencia en esta organización supranacional no son muy incisivos respecto a la igualdad de mujeres y hombres, aunque sí la diversidad de resoluciones, acciones y programas que, al efecto, se llevan a cabo en este campo en ámbitos y dimensiones concretas como la estrategia del mainstreaming, la lucha contra la violencia de género, la trata de mujeres, el papel de las mujeres en la prevención de conflictos y la consolidación de la paz, la igualdad en los procesos de toma de decisión ―en especial, en la política― o las campañas de sensibilización respecto a la desigualdad como un déficit que afecta tanto a mujeres como a hombres; ámbitos temáticos que son liderados por diversos grupos de expertos. En esta labor, el Comité para la Igualdad de Mujeres y Hombres actúa como responsable e impulsor de la acción del Consejo de Europa en la realización efectiva de la igualdad de mujeres y hombres.


  4. MARCO JURÍDICO BÁSICO ESTATAL: LA LEY PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES


  Con carácter general, las constituciones nacidas tras la Segunda Guerra Mundial contienen mandatos dirigidos a los poderes públicos para erradicar las discriminaciones y la desigualdad social, y contemplan tanto la igualdad formal como la material. La Constitución española es un ejemplo de ello, al acoger manifestaciones generales de la igualdad, aunque escasamente centradas en la igualdad de mujeres y hombres. En cualquier caso, las distintas proclamaciones que se realizan conllevan «efectos jurídicos diferentes»:


  
    	La igualdad, en general, como valor superior del ordenamiento jurídico. Se recoge en el artícu­lo 1.1, y su proclamación «impregna» e «irradia» todo el ordenamiento.


    	La igualdad como principio constitucional tiene una función promocional, y se articu­la como un mandato de actuación dirigido, principalmente, a los poderes públicos: en concreto, la Constitución española acoge esta igualdad en el artícu­lo 9.2, al disponer que los poderes públicos promuevan las condiciones y eliminen los obstácu­los al objeto de alcanzar una igualdad que sea «efectiva». La igualdad se contempla desde una perspectiva «material», pues obliga a tomar en consideración las situaciones sociales en que se encuentran las personas y los grupos. Otras manifestaciones particu­lares de la igualdad como principio, centrada además en la igualdad de mujeres y hombres, se encuentran en el artícu­lo 32.1 (igualdad de los cónyuges), 35.1 (no discriminación en las retribuciones) y 39.2 (igualdad de los hijos con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil).


    	La igualdad como derecho fundamental (igualdad como derecho público subjetivo susceptible de ser ejercitado y defendido ante los tribunales de justicia): se trata de la denominada igualdad «formal» o igualdad «de trato» del artícu­lo 14, al disponerse que «Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social». El precepto se refiere a una igualdad de trato para personas que se encuentren en las mismas condiciones, y a continuación acoge una «cláusula antidiscriminatoria» que concreta la prohibición de discriminaciones particu­lares por razones «especialmente odiosas» ―en tanto han sido utilizadas históricamente para discriminar a determinados colectivos―, como el sexo, el nacimiento, la raza, etc.

  


  Constatado que el texto de la Constitución no visibiliza en concreto la igualdad de mujeres y hombres, ha sido finalmente a un nivel normativo inferior, mediante una norma estatal de vigencia en todo el territorio español, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (loimh), donde se han elaborado y construido unos principios y derechos básicos a partir de antecedentes supranacionales y autonómicos. Esta norma ha puesto en evidencia la necesidad de una «mínima uniformidad» en la determinación de las condiciones básicas referidas a los derechos de la ciudadanía española y, en concreto, de la igualdad de mujeres y hombres, por encima de la legislación autonómica. De este modo, el Estado fija determinados conceptos que resultan de aplicación básica en todo el ordenamiento estatal, al tiempo que «guía» el desarrollo normativo y la acción política posterior sobre la que el Estado puede ejercer sus competencias, tanto a nivel central como autonómico (en concreto, el Título Preliminar, objeto y ámbito de la ley; Título I, principio de igualdad y tutela contra la discriminación; capítulo I del título II, principios generales de las políticas públicas de igualdad; artícu­los 28 a 31, respecto a la acción administrativa para la igualdad, las previsiones en torno a la sociedad de la información, deportes, desarrollo rural y políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda; y disposición adicional primera, concepto de presencia o composición equilibrada).


  Ahora bien, también mediante esta norma se incorporan al ordenamiento español diversas normas de la Unión Europea. Siempre teniendo como referencia el ordenamiento europeo e internacional, de hecho también la loimh ha supuesto la incorporación al ordenamiento español de diversas construcciones jurídicas en torno a la igualdad de mujeres y hombres (concepto de discriminaciones directas e indirectas, acciones positivas, transversalidad, corresponsabilidad, presencia equilibrada, etc.).


  Ha de tenerse en cuenta que los conceptos jurídicos, principios y derechos que se contienen en la normativa europea son aplicables y vincu­lantes desde el punto de vista jurídico «únicamente» en el ámbito de sus propias competencias, es decir, en aquellas materias y cuestiones que son de competencia de la Unión porque así lo han decidido los Estados (y también en las competencias que desarrollan los Estados cuando «transponen» derecho comunitario). Sin embargo, no resultan vincu­lantes en las competencias que siguen correspondiendo a dichos Estados, por lo que resulta trascendental que estos ordenamientos «asuman» dichas previsiones (conceptos, principios y derechos de «construcción» europea) para todo su ordenamiento interno.


  La Ley de Igualdad nace también con el impulso de otra norma estatal de referencia en la materia: la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, la cual no solo sanciona la violencia ejercida contras las mujeres, sino que contiene todo un bloque normativo importante para la prevención, de influencia notable en la loimh (medidas de sensibilización, detección e intervención en variados ámbitos como el educativo, el sanitario, los medios de comunicación, publicidad, etc.).


  Sobre la loimh pueden señalarse toda una serie de rasgos básicos:


  
    	Se plantea como una especie de «código para la igualdad», pues, junto al aparato conceptual de la ley, encontramos toda una serie completa de ­estrategias, instrumentos y ámbitos de actuación dirigidos a impregnar la realidad social, política y económica de una auténtica perspectiva de género.


    	En conexión con lo anterior, es una norma «transversal», de acuerdo con el concepto gender mainstreaming acuñado en el ámbito internacional. De este modo, la norma se extiende a los más diversos ámbitos. Con ello, se supera el sector particu­lar de las relaciones laborales (el clásico, cuando de igualdad de mujeres y hombres se habla), pero también, incluso, la ­tendencia a dirigir sus previsiones solo frente a los poderes públicos. Se tratan ámbitos muy diferenciados y se atiende a las relaciones inter privatos. De esta manera, se está plasmando la dimensión social de la norma, pues se quiere llevar a cabo una operación de transformación de la realidad social, de acuerdo con los parámetros, básicamente, de los artícu­los 1.1 y 9.2 de la Constitución española. El concepto de «impacto de género» de disposiciones normativas está directamente relacionado con este rasgo transversal de la norma, pues con ello se anticipa y previenen los posibles efectos discriminatorios ―de forma patente o neutral― de las normas.


    	La ley acoge, en tercer lugar, el llamado «enfoque dual» de las políticas de género (específico y genérico), pues aborda las discriminaciones a partir de la prevención estructural de las conductas lesivas de la igualdad y con el establecimiento de políticas proactivas para la consecución de una igualdad efectiva.


    	La ley no es una norma para la regulación particu­lar de la situación de las mujeres (la ley no es propiamente una «acción positiva»), pues las políticas y las bases conceptuales van dirigidas a ambos sexos. Ello no impide que puntualmente se contemplen acciones positivas dirigidas a las mujeres o incluso que la puesta en práctica actual de algunos contenidos (por ejemplo: participación equilibrada en la toma de decisiones), tenga efectos fácticos beneficiosos para aquellas.


    	Por todo ello, la norma destaca por el aparato conceptual ―mucho más generoso que el existente hasta ahora― con que se abre aquella, a partir de la Constitución española, y enriquecidas con el acervo internacional y europeo: discriminaciones directas, indirectas, acoso sexual, acoso por razón de sexo, acciones positivas, transversalidad, empoderamiento, etc.

  


  Aunque la norma es profusa en conceptos, ámbitos y medidas, no ha sido fácil su aplicación efectiva. Y ello, porque tras aquella late una necesidad profunda de proceder a una transformación radical de la vida social y cultural. En ocasiones, se tacha a la loimh, incluso, de excesivamente principal y confiada en las medidas promocionales, pero el principal obstácu­lo parece seguir encontrándose en el cambio radical del modelo social patriarcal, del cual habría de surgir una mutación estructural de la sociedad misma, para lo que resulta necesaria una perfecta coordinación entre Administraciones, un fuerte compromiso ―vía incentivos― con su implementación en el ámbito privado y, en definitiva, un completo proceso de evaluación de la norma misma y de su aplicación. El componente educacional, en definitiva, parece ser un elemento clave para la eficacia de la norma y de todo el contexto normativo (supraestatal e infraestatal) que la acompaña.


  5. MARCO JURÍDICO BÁSICO AUTONÓMICO: ESTATUTOS DE AUTONOMÍA Y LEYES AUTONÓMICAS DE IGUALDAD


  Antes de que el ordenamiento estatal español se dispusiera a dar una regulación propia y singular a la igualdad de mujeres y hombres, así como a consagrar conceptos básicos, los ordenamientos autonómicos ya habían visibilizado este factor estructural de la sociedad. Sobre todo, tras las reformas de los Estatutos de Autonomía en 2006, normas cuasi constitucionales o de relevancia constitucional, se pretende hacer constar que la igualdad de mujeres y hombres no es solo una manifestación del genérico principio de igualdad, sino que se reconoce una realidad humana estructural sobre la que se asienta el sistema, jugando como «presupuesto» y «condición» para el ejercicio de los restantes derechos y como factor de transformación de la vida política, social y económica.


  5.1. La igualdad efectiva de mujeres y hombres en los Estatutos de Autonomía


  La consagración en los Estatutos de diversas dimensiones de la igualdad de mujeres y hombres tiene la virtud de fijar compromisos irrenunciables e indisponibles respecto a los poderes públicos autonómicos, que se ven de este modo constreñidos a dar una eficacia directa e inmediata a dichos postulados, y ello, además, de que también de algunos de estos enunciados pueden desprenderse derechos subjetivos directamente alegables ante los tribunales.


  En particu­lar, podrían observarse dos etapas:


  
    	Antes de las reformas de algunos Estatutos, que se inician precisamente con la norma valenciana (2006), las referencias a la igualdad de mujeres y hombres eran tímidas y escasas:

      
        	La reiteración del artícu­lo 9.2 ce, que no alude expresamente a la ­igualdad de mujeres y hombres, pero cuya función promocional de una igualdad efectiva ha sido clave en la adopción de acciones positivas.


        	Con carácter singular y concretando el anterior artícu­lo, se recogía un mandato dirigido a los poderes públicos autonómicos para que propicien una efectiva igualdad de mujeres y hombres, promoviendo su plena incorporación a la vida social, y superando cualquier discriminación laboral, cultural, económica o política.


        	Al recoger las competencias que corresponden a las comunidades autónomas, muchos de los Estatutos hacen referencia a una competencia concreta en materia de «promoción de la igualdad de la mujer» o «condición femenina». Aunque esta mención expresa una atención particu­lar positiva a la igualdad de mujeres y hombres, resulta, sin embargo, también criticable en cuanto no estamos ante una competencia singular (como la que existe en materia de sanidad, educación, etc.) o un sector de la realidad sobre el que quepa desarrollar funciones normativas, ejecutivas, etc., sino ante un aspecto que ha de estar presente y ser tomado en consideración en toda política, norma y acción. Se evidencia con ello que la estrategia del mainstreaming aún no estaba presente.

      

    


    	A partir de las reformas estatutarias desde 2006, los distintos textos aprobados (Comunidad Valenciana, Cataluña, Andalucía, Baleares, Aragón, Castilla-León, Canarias), han incidido singularmente y con bastante énfasis ―con diferencias y matices entre ellos―, en la igualdad de mujeres y hombres:

      
        	Lenguaje sexista: se observa, aunque no siempre se consigue, un especial cuidado.


        	Preámbulo: existe alguna referencia a esta específica igualdad (Baleares).


        	Igualdad como objetivo: que adopta variadas fórmulas. Se reitera ―pero, sobre todo. ahora se extiende a Estatutos que antes no hacían mención alguna―, el mandato a los poderes públicos para que promuevan la igualdad efectiva de mujeres y hombres en todos los ámbitos: en algunos casos, como el catalán, aludiendo genéricamente a la promoción del valor de la igualdad de género, o a la lucha contra el sexismo, en el caso andaluz y, en otras ocasiones, reiterando el mandato de igualdad con independencia del sexo (Cataluña). Por su parte, el nuevo Estatuto andaluz recoge ambas formas.


        	Derechos de las mujeres: el Estatuto catalán, especialmente incisivo ―e incluso reiterativo―, dispone en un artícu­lo dedicado expresamente a los derechos de las mujeres que «Todas las mujeres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a vivir con dig­nidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, malos tratos y todo tipo de discriminación» (artícu­lo 19). Sin embargo, no puede decirse que este precepto merezca un juicio positivo, pues se alude a los «derechos de las personas» reiterándose los mismos derechos otorgados después expresamente a las mujeres, con lo que parece que las mujeres son un colectivo «diferente» a las personas cuando, efectivamente, los derechos básicos se tienen por ser persona y no por ser mujer u hombre. Distinta, y más correcta, es la regulación del Estatuto balear, que en un único artícu­lo reconoce el derecho de mujeres y hombres al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a vivir con dignidad, seguridad y autonomía.


        	Acciones positivas: se alude al expresar que la cláusula de no discriminación no impedirá su adopción (Andalucía), y en las «políticas de género», como medida para erradicar la discriminación contra la mujer (Andalucía y Cataluña; en parecido sentido, Aragón). También el Estatuto de Castilla y León prevé la posible adopción de acciones positivas en cualquier ámbito, aunque con cita expresa de la educación, economía, ámbito laboral, vida pública, medio rural, salud, y víctimas de la violencia de género.


        	Transversalidad: que ha de ser garantizada por los poderes públicos autonómicos (Cataluña, Andalucía, Castilla y León). En el caso valenciano continúa la referencia a la «promoción de la mujer» como competencia (como una «parcela de la realidad»), evidenciándose la carencia de la dimensión de la transversalidad.


        	Impacto de género: se dirige un mandato a los poderes públicos para que, en la elaboración de leyes y disposiciones reglamentarias, tengan en cuenta el impacto por razón de género de su contenido (Andalucía).


        	Democracia paritaria: el Estatuto andaluz se refiere a su promoción como objetivo para, en otro precepto, disponer que la ley electoral andaluza habrá de establecer criterios de igualdad de género en la elaboración de las listas electorales. En tal sentido, también el Estatuto castellanoleonés dispone la promoción de mujeres y hombres en el acceso a los mandatos representativos.


        	Tutela de la libre decisión de la mujer en los casos que afecten a su dignidad, integridad y bienestar físico y mental ―cuerpo y salud reproductiva y sexual― (Cataluña).


        	Violencia de género. Se consagran referencias a la erradicación de la violencia contra las mujeres, actos sexistas y discriminatorios, que han de ser objeto de atención por los poderes públicos autonómicos (Comunidad Valenciana, Cataluña, Andalucía, Baleares, Aragón, Canarias y Castilla y León), y se dispone el fomento de la participación de las mujeres en la elaboración y evaluación de dichas políticas (Cataluña), así como la consideración por la legislación que regule las ayudas en materia de vivienda de las mujeres maltratadas (Comunidad Valenciana). El Estatuto aragonés contiene un interesante precepto referido a la «Cultura de los valores democráticos», que menciona en particu­lar la obligación para los poderes públicos de facilitar la protección de las víctimas de violencia de género.


        	Fomento del reconocimiento de las mujeres en muy diversos ámbitos (Cataluña), facilitando, como en el caso anterior, su participación de las mujeres en la elaboración y evaluación de dichas políticas (Cataluña).


        	Conciliación de la vida laboral y familiar: se acoge el compromiso para el legislador valenciano de procurar la compatibilidad de la vida familiar y laboral; en igual sentido los Estatutos catalán, andaluz, balear, aragonés, canario y castellanoleonés.


        	Protección de la maternidad y el embarazo: los poderes públicos garantizarán la no discriminación (Cataluña, Andalucía). El texto valenciano es más restrictivo, pues solo garantiza la protección frente al despido motivado por la maternidad.


        	Educación: el Estatuto andaluz dispone la incorporación a través de los planes educativos de la igualdad en todos los ámbitos. De la misma forma lo hace Canarias.


        	Administraciones públicas: se dispone un mandato a los poderes públicos para que adopten medidas relativas a la igualdad de oportunidades de las mujeres (Andalucía).


        	Medios de comunicación social: habrán de velar por el cumplimiento del principio de igualdad de género y la eliminación de toda forma de discriminación (Andalucía).


        	Ámbito laboral: se dispone un mandato para la toma en consideración del trabajo doméstico y familiar (Cataluña), y la garantía de la igualdad de oportunidades en este ámbito (ocupación, formación, acceso, retribución, etc.). En igual sentido, los Estatutos aragonés, canario, balear y castellanoleonés respecto a la igualdad de oportunidades en el ámbito laboral.


        	Sistema competencial: se recogen las «políticas de género» como una competencia autonómica (Cataluña, Andalucía, Baleares, Canarias). En particu­lar, en el caso catalán, se incluyen tres medidas: la planificación, diseño, ejecución, evaluación y control de normas, planes y directrices en materia de políticas para la mujer ―incluyendo la adopción de acciones positivas al objeto de erradicar la discriminación por razón de sexo―; el fomento del asociacionismo de mujeres relacionado con la igualdad; y la realización de campañas de sensibilización y regulación de recursos y servicios en materia de violencia de género. El Estatuto andaluz sigue esta tónica y reitera estas tres medidas, si bien refiriéndose, con carácter más general, a la promoción de la igualdad en todos los ámbitos. Baleares simplemente dispone que la comunidad y los consejos insulares tienen competencia en esta materia, sin aludir a contenidos específicos. De modo más general, el Estatuto de Aragón alude a las «políticas de igualdad social» (comprendiendo las acciones positivas y lucha contra la violencia de género); el Estatuto de Castilla y León se refiere a la «promoción de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres», con particu­lar referencia a la violencia de género; y la Comunidad Valenciana sigue con la «promoción de la mujer».

      

    

  


  Todo este movimiento tuvo antes su plasmación a nivel legislativo en algunas comunidades autónomas, a través de leyes autonómicas de igualdad de mujeres y hombres, en una especie de retroalimentación entre el nivel estatutario y legislativo. Y es que cabe recordar que, a pesar de las carencias al respeto de los primeros Estatutos, es cierto que a nivel de políticas públicas existía ya algún desarrollo en la materia (piénsese en la creación de instituciones similares al Instituto de la Mujer estatal).


  En un claro proceso mimético que caracteriza a nuestro modelo territorial (de unas comunidades a otras, y con el Estado), se irían aprobando distintas leyes de igualdad (y junto a ellas también diversas normas contra la violencia de género, guardando ambos tipos de leyes una intensa relación).


  5.2. La igualdad efectiva de mujeres y hombres en la legislación autonómica


  Si se lleva a cabo un análisis conjunto de las leyes autonómicas sobre igualdad efectiva de mujeres y hombres, son sustancialmente distintas en lo que se refiere a su carácter más imperativo o más bien promocional. Se pueden poner de ejemplo de la primera la norma vasca o la catalana ―por lo demás, esta última la más actualizada y con un carácter bastante versátil respecto a los ámbitos a tratar― y, de la segunda, la navarra. Más allá de las cuestiones ideológicas, de las que podría hablarse mucho, estos diferentes tipos de normas expresarían el también el diverso compromiso del poder político en cada momento, sin que, incluso, sean desechables argumentos relacionados con la técnica normativa, pues la eficacia de la norma y el objetivo de esta depende en muy buena medida de las estrategias y herramientas jurídicas utilizadas, sobre todo, tratándose de normas que se mueven ambiguamente en muchas ocasiones entre el «deber» y el «impulsar». Por otro lado, también es cierto que las últimas leyes aprobadas deberían haber mejorado este tipo de normas (de nuevo, si consideramos el carácter mimético que caracteriza a nuestro modelo territorial y, por lo tanto, la evidente tendencia a copiar normas ya elaboradas).


  Respecto a su contenido, por otro lado, existen diferencias significativas entre unas y otras, aunque pueden mencionarse nueve bloques temáticos:


  
    	Conceptualización. Se recogen conceptos como discriminación, acción positiva, transversalidad, presencia equilibrada o paritaria, corresponsabilidad, etc.


    	Fomento. Sensibilización y concienciación en materia de igualdad de género, estereotipos y medios de comunicación. Información, asesoramiento y orientación. Erradicación del uso sexista del lenguaje.


    	Participación de mujeres en la vida pública, representación equilibrada. Subvenciones electorales para los escaños obtenidos por mujeres, incrementar el tiempo gratuito de propaganda electoral. Participación equilibrada en órganos e instituciones.


    	Ámbito privado. Conciliación de la vida familiar y laboral, corresponsabilidad en el cuidado de personas dependientes y en tareas domésticas.


    	Educación. Coeducación, educación afectiva y educación en igualdad de oportunidades; formación en igualdad para formadores y capacitación de funcionariado público; enseñanza universitaria e investigación desde una perspectiva de género. La mujer en la sociedad del conocimiento.


    	Empleo. Acceso al empleo en condiciones de igualdad, medidas de fomento del empleo, planes de igualdad en empresas.


    	Sanidad y violencia de género. Salud de la mujer. Violencia de género.


    	Ámbito rural. La mujer en el ámbito rural.


    	Instituciones. Observatorios para la igualdad, unidades de igualdad; Defensoría para la igualdad.

  


  Más allá de la técnica de elaboración de leyes «integrales» para la igualdad de mujeres y hombres, se han dado diversas modificaciones legislativas para incorporar determinadas medidas relevantes en ámbitos específicos, como el electoral, según se ha desarrollado más atentamente en la asignatura SRM011.


  Todo ello, finalmente, al margen de puntuales normas autonómicas que abordan aspectos más sectoriales: mujeres en el ámbito rural, conciliación, empleo, etc.
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  INTRODUCCIÓN


  Tras haber tratado la igualdad efectiva de las mujeres como ciudadanas de un Estado social y democrático de derecho (SRM011), y la tutela jurídica antidiscriminatoria en el ámbito internacional, europeo, estatal y autonómico (SRM012), en esta asignatura abordaremos el estudio de las principales estrategias para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Su comprensión es imprescindible para garantizar esta igualdad y constituye uno de los contenidos básicos para la formación profesional como agente de igualdad.


  En los siguientes apartados de este capítulo se exponen sus objetivos principales, las competencias profesionales que se pretenden transmitir, los resultados que deben desprenderse tras su aprendizaje, los contenidos imprescindibles para su consecución y, finalmente, la bibliografía básica y complementaria recomendada para una mejor preparación profesional.


  Los contenidos que se tratarán están orientados a alcanzar los objetivos de la asignatura, adquirir las competencias que se trabajan en ella y conseguir los resultados del aprendizaje que constan en su guía docente. Se estructuran en cuatro apartados. El primero, muy sucinto, plantea un marco teórico introductorio para situar en el seno de la Constitución española el mandato para los poderes públicos de diseñar y aplicar políticas públicas para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Los tres apartados siguientes se dedican al estudio pormenorizado de las tres principales estrategias orientadas a ese objetivo: las acciones positivas, el gender mainstreaming o transversalidad de género y los derechos de conciliación de la vida personal y familiar.


  OBJETIVOS


  El desempeño profesional como agente de igualdad precisa conocer y comprender las principales estrategias para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Este constituye el principal objetivo de esta asignatura.


  Para ello, y como primer objetivo específico, es necesario el estudio de las denominadas acciones positivas: qué son, cómo se implementan, identificar su tipología y poder prever, con base a su normatividad, los posibles obstácu­los y dificultades que su adopción puede comportar en orden a su grado de admisibilidad en nuestro ordenamiento jurídico.


  También es necesario, como segundo objetivo específico, conocer y comprender en qué consiste y cómo se aplica la transversalidad de género, a través del cuestionamiento del modelo de referencia del derecho y de los derechos para ­adecuar la elaboración de normas, y especialmente su interpretación y aplicación, a las exigencias de la efectiva igualdad de mujeres y hombres.


  Finalmente, la superación de la tradicional división entre esfera de relevancia pública y esfera doméstica, fuente de la mayoría de situaciones discriminatorias que sufren las mujeres, ha de entenderse como requisito para la consecución de una igualdad efectiva, por lo que el abordaje de los derechos de conciliación de la vida personal y laboral y las cuestiones relativas a su titularidad, contenido y condiciones de ejercicio marca el tercer objetivo específico en esta asignatura.


  COMPETENCIAS


  El aprendizaje con esta asignatura tiene como cometido adquirir las competencias profesionales que permitan:


  
    	CG06 – Concebir servicios y recursos para hacer efectiva la igualdad de mujeres y hombres y prevenir la violencia de género.

  


  También se deberá adquirir la siguiente competencia profesional específica:


  
    	E8 – Ser capaz de asesorar sobre igualdad efectiva de mujeres y hombres y prevención de la violencia de género.

  


  RESULTADOS DEL APRENDIZAJE


  Como resultados del aprendizaje en la asignatura se espera que la/el estudiante sea capaz de:


  
    	Justificar la complementariedad entre transversalidad y acciones positivas.


    	Profundizar en el conocimiento de las acciones positivas, la transversalidad y las políticas de igualdad.


    	Saber formular políticas de igualdad.[ 1 ]

  


  CONTENIDOS


  1. MARCO TEÓRICO INTRODUCTORIO: LAS POLÍTICAS PÚBLICAS DE IGUALDAD EN LA CONSTITUCIÓN DEL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO


  La I Conferencia Mundial sobre la Mujer se celebró en México en 1975 a instancias de la onu, así que no ha transcurrido ni medio siglo desde que la igualdad de mujeres y hombres comienza a estar presente en las agendas políticas. En términos históricos, es un lapso de tiempo muy breve en el que se ha avanzado (por fortuna) a pasos agigantados, pero ello también ha generado muchas confusiones en la conceptualización de los instrumentos no solo para conseguir la igualdad de mujeres y hombres sino, incluso, para definirla. Y en ese estadio de confusión nos encontramos todavía en algunos aspectos. En poquísimo tiempo hemos pasado de reivindicar la igualdad de derecho (jurídica o formal) para las mujeres que se ha plasmado en las constituciones, a exigir la modificación de las formas actuales de la política, de modo que se tomen como referencia las experiencias, las aportaciones de las mujeres, su modo de estar en el mundo y su conocimiento, Con ello se espera superar la tradicional división entre ámbito de relevancia pública ―del que las mujeres estuvieron secu­larmente excluidas― y el ámbito doméstico ―en el que las mujeres estaban históricamente confinadas― en que hasta ahora se fundamentan los Estados, tal y como se ha explicado en la asignatura SRM011.


  Tras establecer la Constitución española de 1978 que «España se constituye en un Estado social y democrático de derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político» (artícu­lo 1.1) y reconocer la igualdad ante la ley y la no discriminación por razón de sexo (artícu­lo 14), se afirma que es responsabilidad de los poderes públicos la creación de las condiciones estructurales básicas en las que los individuos y los grupos en que estos se integran puedan desplegar su proyecto vital en libertad e igualdad (artícu­lo 9.2). O, en otras palabras, el desarrollo de políticas públicas de igualdad es un mandato constitucional a los poderes públicos.


  En consonancia con ello y en ese marco, en los epígrafes siguientes, abordaremos las principales estrategias para la igualdad efectiva de mujeres y hombres: las acciones positivas, el gender mainstreaming o transversalidad de género, y los derechos de conciliación de la vida personal y laboral.


  2. LAS MEDIDAS DE ACCIÓN POSITIVA


  2.1. Tratamiento jurídico diferenciado y medidas de acción positiva


  Con base en el artícu­lo 9.2 de la Constitución española (en adelante, ce), en conexión con el artícu­lo 14 ce (que establece la denominada igualdad jurídica o formal y la prohibición de discriminación por razón de sexo), es posible establecer tratamientos jurídicos formalmente desiguales para conseguir la igualdad real o material. Y ello, inevitablemente, nos conecta de forma directa con las denominadas medidas de acción positiva, utilizadas para superar las situaciones de desigualdad más arraigadas.


  Es importante saber que no todos los tratamientos diferenciados orientados a la consecución de la igualdad real o material pueden catalogarse como acciones positivas, pues estas solo constituyen una especie de aquellos. Siguiendo a Giménez Gluck (1999, 55 y ss.), respecto de los tratamientos jurídicos diferenciados que tienen por finalidad la consecución de la igualdad material, podemos distinguir, dependiendo fundamentalmente del ámbito subjetivo al que se refieran dichos tratos, entre lo que el autor denomina «medidas de igualación positiva» y acciones positivas en sentido amplio. Pues bien, ambos tratamientos jurídicos diferenciados, a pesar de tener el mismo fundamento constitucional (arts. 1.1, 9.2 y 14 ce), se distinguen especialmente en cuanto al objetivo y al rasgo diferenciador.


  El objetivo de las medidas de igualación positiva es la consecución de la igualdad real entre individuos o, si se quiere, la inversión de la desigualdad material entre individuos, mientras que el objetivo de las acciones positivas es la inversión de la desigualdad material entre colectivos o grupos.


  El rasgo diferenciador que se utiliza para efectuar el diferente tratamiento en las medidas de igualación positiva es un signo objetivo, indubitado e intemporal de inferioridad social. Por lo general se trata de un rasgo económico, pero nada impide que se trate de un rasgo natural como una discapacidad. Por el contrario, en las acciones positivas, los rasgos diferenciadores, por su propia naturaleza, por sí mismos, no reflejan ninguna inferioridad desde una perspectiva individual, pero vincu­lan al sujeto con un colectivo socialmente discriminado.


  Por su parte, López Guerra (2000, 35) realiza la distinción entre «acciones positivas» y «prestaciones diferenciadas» que caracterizan al Estado social y cuyo objeto es la reducción de las desigualdades sociales. Como afirma el mencionado autor,


  estas prestaciones tienen, como regla general, en cuenta la posición de los individuos afectados, y no (o no solo) del grupo a que pertenecen: las ayudas escolares, las prestaciones por desempleo, las reducciones de tipo impositivo se acuerdan a individuos en razón de sus circunstancias propias, como pueden ser el nivel de ingresos, el rendimiento académico o la falta de trabajo. En cambio, la acción positiva tiene en cuenta (junto a estas circunstancias individuales, o incluso aparte de ellas) la inclusión en una categoría objeto de discriminación, inclusión que tiene efectos propios distintos de los méritos o deméritos propios del individuo de que se trate.


  Por tanto, podríamos afirmar que el tratamiento jurídico diferenciado consistente en las denominadas medidas de igualación positiva o prestaciones diferenciadas se corresponderían con el objetivo de la eliminación de la discriminación intragrupal (dentro del grupo, pero entre individuos), mientras que el tratamiento jurídico diferenciado consistente en medidas de acción positiva se correspondería con el objetivo de la eliminación de la discriminación intergrupal (entre grupos).


  Generalmente se entiende entonces que una acción positiva es cualquier medida que tenga por objeto a un grupo minusvalorado, por ejemplo, las mujeres, en el caso que nos ocupa. La primera vez que el Tribunal Constitucional utiliza la expresión «acción positiva» lo hace en este sentido, al afirmar que «la prohibición de discriminación por razón de sexo admite la existencia de medidas singulares en favor de la mujer, que traten de corregir una situación desigual de partida, como son las medidas de acción positiva o similares» (Sentencia del Tribunal Constitucional (stc) 28/1992, fj.3).


  Como veremos a continuación, aunque las acciones positivas puedan revestir la forma de derecho desigual igualatorio o tratamiento jurídico diferenciado, parece que dentro de la expresión «medidas de acción positiva» se contemplan otra clase de medidas de naturaleza heterogénea que en ningún caso entrañan un tratamiento jurídico diferenciado.


  2.2. El concepto de acción positiva


  2.2.1. Confusión conceptual y terminológica


  Existe mucha confusión terminológica y también conceptual al hablar de las acciones positivas. Para tratar de introducir algo de claridad, hay que remontarse al origen de las medidas de acción positiva: el derecho antidiscriminatorio norteamericano, del cual la denominada acción positiva es el núcleo central. La extrapolación de estas técnicas de un contexto propio originario, el norteamericano, a otro, el europeo, no se puede hacer de forma automática, pues son numerosísimas las diferencias entre uno y otro. Hay que destacar al respecto que, mientras Estados Unidos, de fuerte tradición liberal e individualista, no se ha constituido nunca como Estado social, sí lo han hecho los países del ámbito europeo en general (lo que es crucial en orden al mandato a los poderes públicos de conseguir, en su actividad, las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, tal y como dispone el artícu­lo 9.2 ce). Pero, sin duda alguna, a los efectos que aquí nos ocupan, la diferencia fundamental estriba en que mientras en el ordenamiento jurídico estadounidense no existe una prohibición constitucional expresa de discriminación por razón de sexo ni un mandato de promoción de la igualdad real a los poderes públicos, en la ce ―así como en otras constituciones europeas, tales como la italiana o la alemana, y teniendo en cuenta las disposiciones de la Unión Europea tratadas en la asignatura SRM012― sí existe dicha prohibición (artícu­lo 14) y mandato (artícu­lo 9.2), constituyendo normas directa e inmediatamente vincu­lantes para los poderes públicos.


  En efecto, la denominada «acción positiva» en Europa es lo que en Estados Unidos se conoce como «acción afirmativa», que, en sentido estricto, se refiere a aquellas políticas que adjudican determinadas ventajas o preferencias en función explícitamente de la pertenencia a un determinado grupo definido por un cierto rasgo transparente e inmutable. Dichas políticas pueden manifestarse a través de distintas técnicas o fórmulas para las que se emplearán, a su vez, distintas denominaciones, no todas muy afortunadas (como, por ejemplo, «discriminación inversa» o «discriminación positiva», que tienen una carga muy peyorativa). La confusión conceptual en la doctrina española sobre este tipo de medidas es significativa.


  Siguiendo a Ruiz Miguel (1994, 80), las acciones positivas se podrían definir como todas aquellas medidas de distinta naturaleza dirigidas «a favorecer a determinadas personas o grupos con el propósito de eliminar o reducir desigualdades de cualquier tipo consideradas injustas que les afectan». En la misma línea, García Añon (1999, 6-7), tras insistir en la ausencia de precisión conceptual, afirma, respecto de las medidas o políticas de acción afirmativa o positiva, que


  se podría entender que estas medidas suponen la creación de mecanismos o la utilización de políticas de carácter diferenciado para favorecer a personas o colectivos que están o han estado discriminados, o que se encuentran en una situación de desventaja.


  Por su parte, Maggy Barrère Unzueta (2003b, 18-19), aunque ofrece una definición muy vaga de acción positiva como «una serie de medidas o planes vincu­lados de un modo u otro al derecho (fundamentalmente al poder normativo de la Administración) y destinados a eliminar la desigualdad o discriminación intergrupal», ha señalado en numerosas ocasiones las características que, a su juicio, debía reunir la acción positiva (Barrère Unzueta 2003a, 24-25). La autora estima que ofrecer un concepto integrador de la acción positiva más preciso es «un empeño inútil, además de falaz» (1997, 14). Finalmente, para Giménez Gluck (1999, 64):


  son acciones positivas los tratos formalmente desiguales que favorecen a determinados colectivos por poseer un rasgo diferenciador en común caracterizado por ser transparente e inmodificable y constituir cláusulas específicas de no discriminación.


  Comparte con él esta definición también Martín Vida (2003, 39-40), que define a las medidas de acción positiva de la siguiente forma:


  todas aquellas medidas, diversas en sus manifestaciones, que tienen como destinatarios directos a personas que están o han estado discriminadas o que se hallan en una situación de desventaja estructural como consecuencia de su pertenencia a un cierto colectivo, pertenencia determinada por la posesión de algún rasgo completamente inmutable e íntimamente ligado, en tanto que definitorio de su identidad, a su dignidad como seres humanos, y que persiguen poner fin a esa situación de desventaja estructural, reducir los niveles de desigualdad entre dichos colectivos (y sus miembros) y el resto de la sociedad, y alcanzar mayores cuotas de igualdad real dentro de la comunidad.


  Las definiciones doctrinales aquí expuestas sirven como muestra de la citada confusión a que aludíamos al comienzo: si observamos las dos primeras vemos que cualquier mecanismo tendente a la consecución de la igualdad, aunque sea entre individuos, es catalogado como medida de acción positiva, obviando que dicho mecanismo surge, en su origen, con la finalidad de eliminar la discriminación intergrupal y no intragrupal.


  2.2.2. El concepto normativo de acción positiva


  A) El concepto de acción positiva en el ordenamiento jurídico español


  A diferencia de otros textos constitucionales de países de nuestro entorno (Alemania, Francia, entre otros), que sí contienen una referencia específica a las medidas de acción positiva, la ce apenas ofrece un fundamento débil en que apoyarlas. A nivel legal solo desde muy recientemente se alude directamente a las acciones positivas.


  Aunque la expresión «acción positiva» ya se venía utilizando en los diferentes planes de igualdad de mujeres y hombres, no es usada en ninguna norma hasta la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Y no vuelve a utilizarse en el ámbito estatal hasta la loimh, que en su artícu­lo 11 incorpora un concepto de acción positiva con carácter general que refleja principios o reglas que ya han venido siendo deducidas o desarrolladas desde la Constitución, que han encontrado reflejo en la jurisprudencia ordinaria y en la constitucional y en diversos textos legales (sobre todo leyes autonómicas). Debido al carácter de la loimh como ley-código (tal y como se establece en su preámbulo), se puede considerar que la definición legal de acción positiva que fija la misma contribuye a su concreción y acaba con la controversia doctrinal en cuanto a su legitimación, que dificultaba la puesta en marcha de acciones que contribuyeran a la eliminación de la desigualdad de género (Ventura Franch 2007, 163 y ss.).


  Por tanto, el concepto normativo de acción positiva en el ordenamiento español se contiene en el artícu­lo 11 de la loimh, que, bajo la rúbrica «Acciones positivas» dispone lo siguiente:


  1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán medidas específicas a favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos establecidos en la presente Ley.


  B) El concepto normativo de acción positiva en la Unión Europea


  Sin utilizar la expresión «acción positiva», su primer antecedente en el derecho comunitario podemos hallarlo en la Directiva 76/207/cee, de 9 de febrero de 1976, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo. En esta directiva se establecía la posibilidad de excepcionar el principio de igualdad de trato en los supuestos de existencia de desigualdad material que afecte al principio de igualdad de oportunidades, que es el objetivo a alcanzar por estas medidas. Pero hemos de destacar, de un lado, que dichas medidas aparecían como una «excepción» al principio general de igualdad de trato, por lo que fueron ―y son― objeto de una interpretación restrictiva y, de otro lado, al no establecerse la igualdad material como objetivo programático de la actuación de las instituciones comunitarias o de los Estados miembros, no se fomenta la adopción de dichas medidas sino que únicamente las tolera.


  Esta interpretación restrictiva sobre la admisión de las acciones positivas se reflejó en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en los asuntos C-450/93 (caso Kalanke), C-409/95 (caso Marschall) y C-407/98 (caso Abrahamsson). Pero, como se ha explicado en la asignatura SRM012, en 1997, con el Tratado de Ámsterdam (en vigor a partir de 1999), se incluyeron en los tratados fundacionales tanto el principio de igualdad de mujeres y hombres como misión fundamental de la Unión Europea, como la legitimidad de las medidas de acción positiva que pudiera llevar a cabo la Comunidad o los Estados miembros, si bien limitadas a las políticas sociales.


  En la actualidad, el marco normativo comunitario en el que se encuadran las acciones positivas viene definido concretamente por el artícu­lo 3 del Tratado de la Unión Europea (tue), los artícu­los 8 y 157.4 del Tratado sobre el funcionamiento de la Unión Europea (tfue), el artícu­lo 23 de la Carta de los Derechos fundamentales de la Unión Europea (cdfue) y el artícu­lo 3 de la Directiva 2006/54/ce, del Parlamento y del Consejo europeos, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación.


  El artícu­lo 3 tue señala como misión de la ue el combate contra la exclusión social y la discriminación y el fomento de la igualdad de mujeres y hombres. El artícu­lo 8 del tfue señala como objetivo de la ue en todas sus acciones la eliminación de las desigualdades entre hombres y mujeres y la promoción de la igualdad, mientras que el artícu­lo 157.4 tfue avala la adopción por parte de los Estados miembros de medidas que contribuyan a garantizar en la práctica la plena igualdad entre hombres y mujeres en la vida laboral, que consistan en ofrecer ventajas concretas destinadas a facilitar al sexo menos representado el ejercicio de actividades profesionales o a evitar o compensar desventajas en sus carreras profesionales. El artícu­lo 23 de la cdfue, al establecer la garantía de la igualdad entre mujeres y hombres, afirma la posibilidad de mantener o adoptar medidas que supongan ventajas concretas a favor del sexo menos representado. Y, finalmente, el artícu­lo 3 de la Directiva 2006/54/ce, se pronuncia a favor de las medidas de acción positiva para garantizar la plena igualdad entre hombres y mujeres en la vida laboral.


  C) El concepto normativo de acción positiva en el ámbito internacional


  La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (cedaw, 1979), ratificada por España, es el único instrumento de carácter internacional que se refiere a las medidas de acción positiva cuando establece en su artícu­lo 4.1:


  La adopción por los Estados partes de medidas temporales especiales con el fin de acelerar la instauración de una igualdad de hecho entre hombre y mujer, no estando considerada como un acto de discriminación tal como se define en la presente Convención, no debe, en modo alguno, tener como consecuencia el mantenimiento de normas de desigualdad o segregación; estas medidas deben ser suprimidas a partir del momento en que los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato se alcancen.


  Se desprende de esta dicción literal que son medidas con una duración limitada, de carácter especial, que pueden suponer un trato jurídico diferente o desigualdad de trato, sin que ello suponga una vulneración del principio de igualdad formal, encaminado a conseguir los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato.


  2.3. Las diversas medidas de acción positiva


  Los intentos de clarificar la confusión conceptual sobre las medidas de acción positiva han pasado por la realización de clasificaciones de las mismas que, a menudo, han contribuido a crear una confusión terminológica en muchos casos perjudicial para el avance de las acciones positivas. No obstante, nos parece interesante la clasificación hecha por García Añon (1999, 7 y ss. y 2002, 352-353) y compartida por Martín Vida (2003, 41 y ss.), que utiliza como criterio de clasificación las funciones o finalidad que cumplen las medidas de acción positiva, distinguiendo básicamente las siguientes: a) medidas de concienciación, b) medidas de promoción, facilitación o impulso y c) medidas de retribución.


  
    	Las medidas de concienciación. Son generalmente medidas de formación o de carácter publicitario que pretenden crear un estado de opinión o una sensibilización del problema ―por ejemplo, las campañas de publicidad para la igualdad sexual, el fomento de cursos de especialización, formación de agentes de igualdad de oportunidades...―.


    	Las medidas de facilitación, de impulso o de promoción. Son las medidas previas tendentes a la consecución del fin pretendido, que no es otro que el de la eliminación de la discriminación estructural a fin de conseguir una efectiva igualdad real. Tratarán de promover e impulsar la igualdad para el futuro. Dentro de ellas se pueden distinguir:

      
        	Medidas de incentivación: para aumentar las oportunidades competitivas de las personas pertenecientes a colectivos tradicionalmente desfavorecidos ―como podrían ser los casos de subvenciones, becas, etc.―.


        	Medidas de discriminación inversa o positiva en sentido amplio (aunque ya hemos criticado, por su sentido peyorativo, esta terminología): se aplican en situaciones de particu­lar escasez e indivisibilidad del bien que se pretende adjudicar. La determinación de la proporción de sujetos tradicionalmente marginados que van a beneficiarse de estas medidas puede hacerse por el sistema de cuotas o por el de objetivos numéricos. Dichas medidas pueden, a su vez, revestir diferentes modalidades tales como la de asignar una puntuación extra junto al mérito, a los miembros de los colectivos históricamente desfavorecidos, o las medidas de desempate o, finalmente, las medidas de trato preferencial.

      

    


    	Medidas de retribución, recompensa o sanción positiva: se trata de medidas que se adoptan tras la realización de la acción querida, como, por ejemplo, la asignación de un premio ―como puede ser una mención distintiva a las empresas que adopten medidas tendentes a conseguir la igualdad en la práctica entre mujeres y hombres― o una exención fiscal. Si bien, nada obsta a su inclusión dentro de las arriba denominadas medidas de incentivación.

  


  Sin embargo, en el momento de determinar su adecuación o no a nuestro ordenamiento constitucional o, en el caso de la Unión Europea, al derecho comunitario, no todas las clases o modalidades de acción positiva objeto de clasificación resultan relevantes en orden a determinar o detectar los problemas que su adopción puede conllevar. En este sentido, dado el menor grado de contundencia de la primera y tercera modalidades de acciones positivas, debido a que no resultan discriminatorias ―en el sentido de colocar en posición de inferioridad― para el colectivo dominante, su problemática de encaje en los ordenamientos jurídico-constitucionales o en derecho comunitario no es, evidentemente, la misma que se suscita con respecto a las de la segunda modalidad, es decir, a las que aquí se han llamado medidas de facilitación, de impulso o de promoción y, concretamente, a una de sus modalidades: la (mal) denominada discriminación inversa o positiva.


  Las medidas de facilitación, de impulso o de promoción están orientadas en gran medida a (Martín Vida 2003, 43):


  corregir los defectos (que acaban teniendo un carácter estructural) de los sistemas de selección tradicionalmente basados en el mérito en los que es muy frecuente que se introduzcan o se hayan introducido, aunque sea inconscientemente, prejuicios y prácticas aparentemente neutras pero que merman las posibilidades de los miembros de los colectivos tradicionalmente marginados de conseguir el bien al que se aspira.


  Es decir, son medidas que se plantean en el reparto de bienes socialmente valiosos a fin de corregir las desigualdades que se producen en dicho reparto como consecuencia de las discriminaciones estructurales existentes. Tienen, por tanto, carácter temporal, pues la justificación de su existencia desaparece cuando se corrigen estas estructuras discriminatorias.


  Dichas medidas, que siempre consisten en un trato desigual tendente a favorecer a los colectivos desfavorecidos, se pueden clasificar, a su vez, como apuntábamos más arriba, en dos grandes grupos: medidas de incentivación y medidas de discriminación inversa o positiva en sentido amplio. Esta subclasificación se realiza en función de las características de los bienes socialmente valiosos de cuyo reparto se trata, pues de ellas va a depender el perjuicio más o menos directo que van a sufrir los miembros no pertenecientes al colectivo objeto esta medida de acción positiva.


  En otras palabras, el criterio de diferenciación entre las distintas modalidades de acciones positivas de promoción, facilitación o impulso, se identifica con uno de los elementos del denominado test de constitucionalidad: la proporcionalidad de la medida entre los beneficios obtenidos por el grupo históricamente discriminado y los perjuicios sufridos por los individuos no pertenecientes a dicho grupo.


  Así, en el caso de las medidas de incentivación o «acciones positivas moderadas» (Giménez Gluck 1999, 76 y ss.), su objetivo es el incremento, en general, de las oportunidades en la participación del reparto de bienes, puesto que se considera que la pertenencia a colectivos desfavorecidos ha marginado a las personas pertenecientes a dichos colectivos en el proceso de reparto de bienes socialmente valiosos. Están de forma directa encaminadas a la consecución del objetivo de igualdad de oportunidades, consistente tradicionalmente en «conseguir que todas las personas gocen de una posición similar en el punto de partida» (Martín Vida 2003, 46). Al procurar la igualdad en el punto de partida (y no en los resultados) no representan un daño directo y concreto a quien no pertenezca al colectivo, puesto que realmente lo que se hace a través de estas medidas es colocar a los miembros del colectivo desfavorecido en un origen similar al de los pertenecientes al grupo dominante, pero ello no se traduce en una privación directa y efectiva a estos últimos de bien alguno que suponga por su parte un sacrificio desmesurado de su derecho. Su adopción en los ordenamientos jurídicos no suele, por ello, suscitar muchos problemas, por lo que son comúnmente aceptadas.


  Distinto es el supuesto de las (mal) llamadas medidas de discriminación inversa o positiva en sentido amplio. Toda la problemática jurídico política se ha planteado respecto a estas medidas, puesto que ya no consisten en un simple reparto de bienes sociales valiosos que sitúen a los miembros del colectivo desfavorecido en unos puntos de partida similares a los que se encuentran los excluidos de dicho colectivo. Estas medidas van más allá de la igualdad de oportunidades, cristalizando, muchas veces, en una igualdad de resultados. La diferencia con respecto a las denominadas «acciones positivas moderadas» o «medidas de incentivación» es una cualidad nueva del bien social objeto del reparto: su escasez e indivisibilidad, «que hace que este bien solo pueda ser concedido a unos a costa de negarlo a otros» (Giménez Gluck 1999, 77). Es decir, las medidas de discriminación inversa aparecen en un contexto de particu­lar escasez de bienes, y, por tanto, de fuerte competitividad. Ello supone que implican un perjuicio, una lesión directa para el sujeto excluido del grupo, puesto que ya no se trata de que dicho sujeto no pueda obtener determinados beneficios, sino que este sufre una pérdida que, de no haberse tenido en cuenta favorablemente el rasgo, no se hubiera producido (Giménez Gluck 1999, 78; Ruiz Miguel 1996, 127; Rey Martínez 1996, 325 y ss.). Estas medidas suponen una limitación directa a los miembros excluidos del colectivo de su derecho formal a no ser discriminados por razón del rasgo específico por el que se determina la pertenencia o no a dicho colectivo y que constituye una de las causas específicas establecidas en el artícu­lo 14 ce.


  Pues bien, estas medidas de discriminación inversa o positiva en sentido amplio pueden, a su vez, revestir diferentes modalidades tales como las siguientes:


  
    	Asignación de una puntuación extra junto al mérito a los miembros de los colectivos históricamente desfavorecidos por su simple pertenencia a dicho colectivo. La pertenencia al colectivo funciona como un mérito.


    	Las «medidas de desempate» (Martín Vida 2003, 47) o de «discriminación inversa racionalizada» (Giménez Gluck 1999, 83). También se la denomina «cuota flexible». Son compatibles con el criterio del mérito y consisten en adjudicar el bien escaso al miembro del colectivo marginado, cuando concurran circunstancias iguales en los candidatos. La adjudicación no es automática, pues implican la inclusión de «cláusulas de apertura» a fin de evitar un límite desproporcionado al derecho formal de no discriminación por razón de sexo del candidato masculino. Respecto de estas medidas se centra el debate jurídico-político sobre la compatibilidad de las mismas con los actuales ordenamientos.


    	Las medidas de «discriminación inversa en sentido estricto» (Martín Vida 2003, 48) o de «discriminación inversa en estado puro» (Giménez Gluck 1999, 83). Identificada también como «cuota rígida». Aquí ya no se exige una previa situación de igualdad meritocrática entre los aspirantes al bien objeto de reparto. Se establece una preferencia automática por el miembro perteneciente al colectivo discriminado. Suele ser rechazada por ausencia de proporcionalidad, si bien ello no significa que puedan existir casos en que pueda ser admisible, siempre y cuando se tengan suficientemente en cuenta otros factores tales como la diferencia en el mérito o la flexibilidad temporal de la cuota.

  


  La determinación de la proporción de sujetos tradicionalmente marginados que van a beneficiarse de estas medidas de «discriminación inversa racionalizada» y de «discriminación inversa en estado puro» puede hacerse por el sistema de cuotas (reserva de un número determinado de bienes o porcentaje de estos a los miembros del colectivo) o por el de objetivos numéricos (fijación del porcentaje que se ha de alcanzar de miembros pertenecientes a colectivo marginado en un determinado período de tiempo). Lo más normal es que ambos mecanismos se combinen.


  2.4. La admisibilidad de las acciones positivas en el ordenamiento jurídico español


  Las acciones positivas están claramente legitimadas en nuestro ordenamiento jurídico, de acuerdo con la interpretación que del mismo concepto de igualdad ha desarrollado el Tribunal Constitucional, entre otras en las sentencias 128/1987, 19/1989 y 28/1992, tomando como fundamento los arts. 1.1, 9.2 y 14 ce, esencialmente. Además, y como hemos señalado al referirnos al concepto normativo de acción positiva en nuestro ordenamiento, su legitimación plena se encuentra con carácter general en la loimh y, específicamente, en su artícu­lo 11. Sin embargo, su desarrollo normativo ha sido muy escaso en relación a otros países de nuestro entorno europeo hasta la aprobación de la loimh. En concreto, se han adoptado medidas de formación profesional, fomento del empleo y conciliación de las responsabilidades laborales y familiares, desconociéndose la existencia de sistemas de cuotas, rígidos o flexibles, en el ámbito normativo.


  Por la escasa aplicación práctica de acciones positivas en España, especialmente las que consisten en las aquí denominadas medidas de promoción, nuestros tribunales no han tenido la ocasión de pronunciarse sobre las más polémicas clases de estas acciones. Más bien lo han hecho sobre medidas que eran impugnadas por «varones discriminados» y que todavía en la actualidad no está claro que se trate de auténticas medidas de acción positiva para las mujeres, que realmente tiendan a favorecer la igualdad de oportunidades. Aunque el tc ha reconocido la posición de inferioridad social de las mujeres y, por tanto, de desigualdad, no admite sin más que la simple condición sexual sea, en cualquier caso, el único argumento para justificar la adopción de cualquier medida favorable a las mujeres, aduciendo que (sstc 81/1982, 7/1983 y 317/1994, entre otras):


  la protección de la mujer por sí sola no es razón suficiente para justificar la diferenciación, ni es suficiente tampoco que el sujeto beneficiario de la protección sea mujer, en cuanto tal mujer, pues ello, en tales términos, es evidentemente contrario al artícu­lo 14 ce.


  Eso no significa que cualquier trato diferente favorable a un colectivo de personas determinado por el sexo suponga una automática vulneración del artícu­lo 14 ce, según una interpretación histórica de la realidad y sistemática del texto constitucional (stc 128/1987. En el mismo sentido, sstc 216/1991 y 28/1992):


  el tratamiento diverso de situaciones distintas puede incluso venir exigido, en un Estado social y democrático de derecho, para la efectividad de los valores que la Constitución consagra con el carácter de superiores del ordenamiento, como son la justicia y la igualdad (artículo 1), a cuyo efecto atribuye además a los poderes públicos el que promuevan las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva.


  Así pues, la actuación de los poderes públicos encaminada a hacer efec­tivo este mandato constitucional (artícu­lo 9.2) favoreciendo a un colectivo (definido en este caso por el sexo) históricamente situado en una posición de inferioridad mediante un tratamiento diferenciador no tiene porqué considerarse opuesta al principio de igualdad del artícu­lo 14, siempre y cuando esa situación de desigualdad real perdure.


  De hecho, la adopción de determinadas medidas de acción positiva ha sido avalada por el tc al afirmar este que no se podrán reputar de discriminatorias sino, al contrario, tendentes a conseguir la igualdad efectiva,


  aquellas acciones de favorecimiento, siquiera temporal, que (los poderes públicos) emprendan en beneficio de determinados colectivos, históricamente preteridos y marginados, a fin de que mediante un trato especial más favorable vean suavizada o compensada su situación de desigualdad sustancial.


  Esta situación es la que se ha reconocido en la loimh.


  3. EL GENDER MAINSTREAMING O TRANSVERSALIDAD DE GÉNERO


  3.1. Significado y alcance de la transversalidad de género


  3.1.1. La primera ola del feminismo. Las leyes clásicas de igualdad: del derecho machista al derecho masculino


  El feminismo ha sido siempre crítico con el derecho desde sus mismos orígenes como movimiento que lucha por la realización efectiva en todos los órdenes del principio de igualdad de derechos de la mujer y el hombre. No nos puede extrañar en absoluto ese posicionamiento crítico. Y es que la desigualdad jurídica de los sexos, atribuyendo plenos derechos a los hombres y negándoselos a las mujeres, proviene de los mismos albores de la civilización occidental en Grecia y Roma. Los jurisconsultos romanos clásicos (Gayo, Ulpiano) justificaban las diferencias en la ligereza del juicio femenino (propter animi levitatem), la debilidad natural del sexo (propter sexus infirmitatem) o la ignorancia de las cosas del foro (propter forensium rerum ignorantia). Una situación que no se ha modificado a lo largo de la historia. Incluso las revoluciones liberales, a pesar de que proclamaban la igualdad, se trataba de una igualdad que excluía a las mujeres; las revoluciones liberales reforzaron la desigualdad histórica de las mujeres.


  Frente a esta situación histórica (que podríamos catalogar como etapa de derecho machista), surge la denominada primera ola del feminismo, cuyo ideario y esfuerzos se dirigieron a reclamar la extensión a las mujeres de los derechos de los hombres (derecho de sufragio, similar educación, acceso a todos los trabajos, patria potestad conjunta). La consecución de estos objetivos se alcanza con unas leyes de igualdad clásicas que, siendo necesarias para avanzar, se manifestaron insuficientes por tres consideraciones:


  
    	Por ser leyes sectoriales en cuanto solo se aplican a sectores de la realidad donde, a través de un juicio de comparación, se aprecia la existencia de una desigualdad irrazonable entre mujeres y hombres (lo que convierte la lucha por la igualdad en una inacabable tarea de comparación de situaciones y constante argumentación de la concreta irrazonabilidad) que se resuelve a través de la asimilación de los derechos de aquellas a los derechos de estos (asumiendo así la situación del hombre como modelo).


    	Por estar basadas en la igualdad formal sin preocuparse de la igualdad ­efectiva, de ahí que el reconocimiento formal del derecho puede quedarse en todo o en parte en la letra de la ley sin que tenga repercusión práctica o no tenga toda la que debería tener.


    	Por construirse sobre el concepto de sexo como si los estereotipos no existieran (leyes sex blind, literalmente, ‘sexo ciego’), con lo cual no se ataca directamente el perjuicio de género en el que se justificaba la diferencia de la mujer con el hombre.

  


  Un ejemplo muy claro de leyes de igualdad clásicas son las leyes de reconocimiento del derecho al sufragio femenino: son leyes sectoriales, porque la igualdad la aplican solo al derecho al voto, de manera que con sus argumentos no se justificarían otras extensiones de derechos, sino que cada caso debería ser analizado conforme al juicio de comparación. Son leyes basadas en la igualdad formal, porque se ciñen a igualar de forma legal, pero no se preocupan de si las mujeres efectivamente votan de manera libre o de si efectivamente son candidatas, y son leyes que pivotan sobre el sexo sin considerar los roles de género subyacentes que justificaban la negación del derecho al voto en el desconocimiento de las cuestiones del foro, con lo cual el prejuicio permanecerá cuasi intacto y acabará manifestándose de otras maneras, como son los ataques a las mujeres líderes por su supuesta incompetencia en el conocimiento de estos ámbitos.


  Como se puede deducir con facilidad, la aprobación de estas leyes de igualdad clásicas supusieron un cambio copernicano hasta el punto de que se debe hablar de un antes y un después: antes había un derecho machista, que explícitamente trataba a las mujeres de manera diferente e inferior a la de los hombres; después habrá un derecho masculino, que reconoce a las mujeres los derechos que con anterioridad, por reconocerse solo a los hombres, estaban construidos sobre una medida masculina (asimilacionismo). Pero a la vez se trata de un cambio (como se ha visto) con muchas limitaciones.


  3.1.2. La segunda ola del feminismo. La igualdad de género y la transversalidad: las leyes de igualdad modernas


  Simone de Beauvoir en su obra El segundo sexo (1949) sentó las bases ideológicas de la segunda ola del feminismo, o movimiento de liberación de la mujer, que encuentra la causa de la discriminación no en el sexo (esto es, en las diferencias físicas entre mujeres y hombres) sino en el género (esto es, el añadido sociocultural). Tradicionalmente, el sexo ha invisibilizado el género a través de un proceso de naturalización del añadido sociocultural (por ejemplo, considerando la sumisión de las mujeres, o que estas se encarguen de los cuidados, como características naturales del sexo femenino). Gracias a la aplicación del análisis de género al derecho, se ha profundizado en las críticas al este, que siempre han acompañado al movimiento feminista, desde sus mismísimos orígenes. Pero ahora estas críticas no se concretan en una vindicación de derechos particu­lares, sino en una crítica general del derecho a través de diversas elaboraciones encuadradas bajo el nombre de feminist jurisprudence o ‘teoría feminista del derecho’. Su tesis central emparenta con los critical legal studies, o ‘teoría crítica del derecho’, que, en términos muy básicos, sostiene que el derecho no es razón, sino poder. Tal tesis central es la crítica de la objetividad del ordenamiento jurídico: el derecho no representa la razón universal, sino la de los hombres en cuanto detentadores del poder. De este modo, y en la medida en que los varones ejercen el poder social y estatal y su voluntad es la voluntad general que se expresa en la ley, la voluntad de una parte de la sociedad se eleva a moralidad y se identifica con la racionalidad jurídica: la ley neutra, general y abstracta crea el mito de voluntad elevada y omnipresente que acaba institucionalizando el poder de quienes solo suponen una parte de la sociedad sobre todos los seres humanos que la integran. La cuestión acerca de las mujeres como sujeto de derechos abordada en la asignatura SRM012 es el mejor ejemplo de la aplicación de este razonamiento crítico.


  La teoría feminista del derecho ha permitido así verificar la existencia de una discriminación sistémica, institucional o difusa en las relaciones jurídicas: los prejuicios sociales y culturales asociados al sexo sobre los cuales se sustenta el patriarcado (es decir, el género) han servido para construir la totalidad de un ordenamiento jurídico que se dice neutro, de ahí que (dada la omnipresencia y la invisibilidad de los prejuicios de género) la discriminación no sea detectable y/o corregible según unas leyes de igualdad basadas en la comparación con un modelo masculino y en la igualación de la mujer:


  
    	Porque la extensión formal a las mujeres de derechos pensados para los hombres conduce a nuevas desigualdades reales (por ejemplo, se les permite trabajar, pero el derecho del trabajo, construido sobre el modelo masculino, las sitúa en desventaja frente a los hombres, obligándolas a decidir entre un trabajo sin maternidad o una maternidad sin trabajo: es el denominado dilema de Wollstonecraft).


    	Porque cuanto más lejos esté una mujer del modelo masculino más difícil resultará encontrar un modelo de comparación que permita la aplicación de unas leyes de igualdad basadas en la comparación (a pesar de que en esas circunstancias sería cuando más necesaria es la igualdad de la mujer en cuestión dada su marginalidad).


    	Porque no es posible conceder a las mujeres (si no es aparentando conceder privilegios injustificados frente a la situación de los hombres) derechos inexistentes en un modelo masculino (así, la protección solo de mujeres frente a la violencia de género aún hoy día se sigue valorando por parte de amplios sectores como un privilegio injustificado).

  


  Los hombres, con un modelo hecho a su medida, adquieren, por el solo hecho de serlo, el poder en la totalidad de las relaciones sociales (en la sexualidad, en la familia, en el trabajo, en el deporte, en la política...), mientras que las mujeres, por el solo hecho de serlo, se sitúan en subordinación (en cuanto a que no viven la sexualidad, la familia, el trabajo, el deporte o la política, u otras relaciones sociales, de la misma manera que los hombres). Por ello, una adecuada respuesta jurídica a la discriminación sistémica, institucional o difusa nos obliga a cuestionar el modelo de referencia para remover la subordinación de las mujeres y, en consecuencia, para empoderarlas.


  No se trata (metafóricamente) de repartir la tarta de los hombres con las mujeres, sino de cambiar la receta de la tarta; ni de permitir a las mujeres vestir con el traje chaqueta masculino, sino de hacer un traje que les quede igual que a los hombres.


  A través del cuestionamiento del modelo de referencia para acabar con la situación de subordinación de las mujeres y, en consecuencia, para empoderarlas frente a los hombres, el análisis de género en el derecho ha determinado la revisión de múltiples planteamientos antes arraigados: los delitos sexuales se construyen sobre la existencia de violencia, no sobre la negativa de la víctima; el matrimonio no priva de su capacidad a la mujer ni justifica su violación en base a un supuesto débito conyugal; la violencia doméstica deja de ser una cuestión amparada por la intimidad familiar; la regulación del aborto se debe edificar sobre la perspectiva de la salud de las mujeres; los deberes de cuidado de hijos/as y familiares dependientes deben asumirse en corresponsabilidad…


  Como fruto de esa revisión, aparecen o se recrean derechos (es el caso de la protección frente a la violencia de género como un derecho fundamental, los derechos reproductivos, los derechos de maternidad, la conciliación dirigida hacia la corresponsabilidad o la democracia paritaria) difíciles (rectius imposible) de justificar aplicando conceptos basados en la comparación/asimilación. El análisis de género en el derecho obliga a superar la idea de que la igualdad de los sexos es solo un principio (de igualdad de trato) o una prohibición (de discriminación) para ser (sin dejar de operar como principio y como prohibición), sobre todo, un derecho fundamental de carácter general que, tras la aplicación del análisis de género en cada sector de la realidad jurídica, se concreta en derechos a la igualdad en cada uno de esos sectores.


  El cuestionamiento del modelo de referencia, y su adecuación a las exigencias de la igualdad entre mujeres y hombres (las dos operaciones básicas del análisis de género en el derecho), se ha normativizado bajo la fórmula del principio de transversalidad de la dimensión de género que responde con generalidad al problema, también general, de la discriminación sistémica. Podríamos hablar de la universalidad objetiva de la igualdad: la igualdad se aplica a todo el ordenamiento jurídico y, si se hace bien, todas las leyes se convertirían en leyes de igualdad. También podríamos hablar de la universalidad subjetiva de la igualdad: esta obliga a todos los operadores/as jurídicos y, si se hace bien, todos los operadores/as jurídicos nos convertiremos en agentes de igualdad.


  3.1.3. Recepción normativa de la transversalidad de género: Declaración de Pekín; derecho de la Unión Europea


  En la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Pekín (Pekín, 1995), que supuso el triunfo de la transversalidad de género y del feminismo de Estado, se adoptaron dos documentos. Uno es la Declaración de Pekín, donde los Gobiernos participantes, después de diversas consideraciones, concluyen con el compromiso de «aplicar la siguiente Plataforma para la Acción, garantizando que en todas nuestras políticas y programas quede reflejada la perspectiva de género», y realizan, asimismo, un llamamiento a instituciones, organizaciones, sectores de la sociedad, hombres y mujeres, «a que se comprometan y a que contribuyan plenamente, en cooperación con los Gobiernos, a la aplicación de la Plataforma para la Acción». Y el otro es la Plataforma para la Acción, que es un ambicioso programa político para progresar en la igualdad en todos los ámbitos de la vida, eliminando situaciones de subordinación femenina. Usando sus palabras, «un programa para el empoderamiento de las mujeres».


  Ha resultado muy notable la influencia de la Declaración de Pekín y de la Plataforma para la Acción. En la Unión Europea, el principio de transversalidad se erige, desde 1995, en principio básico en la política de igualdad comunitaria. En 1997 se le dio máximo rango normativo con su introducción en el Tratado de Ámsterdam. En la actualidad se enuncia en el Tratado de Lisboa y también se refiere a él la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. También la transversalidad se ha recogido en las directivas sobre igualdad de género: la Directiva 2006/54/ce del Parlamento y del Consejo europeos, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (refundición), establece que (artícu­lo 29):


  los Estados miembros tendrán en cuenta de manera activa el objetivo de la igualdad entre hombres y mujeres al elaborar y aplicar disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, así como políticas y actividades, en los ámbitos contemplados en la presente Directiva.


  3.2. La transversalidad en las leyes de igualdad españolas


  3.2.1. La igualdad en la Constitución española de 1978, su desarrollo legislativo y jurisprudencia constitucional


  Tras el régimen franquista, la Constitución de 1978 reintroduce con fuerza la igualdad, ya que, además de enunciarla (con la libertad, la justicia y el pluralismo político) entre los valores superiores del ordenamiento jurídico español (artícu­lo 1.1), se establece que «los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social» (artícu­lo 14), y se mandata a los Poderes Públicos para «promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas» (artícu­lo 9.2).


  Ciertamente, esas normas, dado su amplia redacción y con el refrendo adicional de las normas específicas sobre la igualdad de los sexos en el matrimonio (artícu­lo 32.1), y en el trabajo (artícu­lo 35.1), han posibilitado cambios legislativos y judiciales más allá de la igualdad formal. Pero la Constitución no los establece, asumiendo la falsa neutralidad típica de las leyes de igualdad clásicas, e incluso mantiene vestigios de desigualdad al preferir al varón sobre la mujer en la sucesión de la corona (artícu­lo 57.1), y en la distinta situación de la cónyuge del rey, que adquiere la condición de reina, y del cónyuge de la reina, que no adquiere la condición de rey (artícu­lo 58).


  Las reformas legislativas de la época también mejoraron la situación preexistente, aunque no tuvieron otro alcance más allá del derivado de las leyes clásicas de igualdad:


  
    	El Código Penal se sometió a reformas importantes como la Ley 22/1978, de 26 de mayo, sobre Despenalización del Adulterio y del Amancebamiento, y las Leyes 45 y 46/1978, de 7 de octubre, la primera despenalizó la expedición de anticonceptivos, y la segunda derogó el rapto consentido, eliminó el incesto como delito autónomo, y suprimió las exigencias de honestidad de la mujer para ser víctima del estupro; pero aún hemos de esperar a la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, para derogar la atenuación punitiva del esposo que maltrata a la esposa ejerciendo el derecho de corrección.


    	La Ley 8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores, reconoció el derecho a la no discriminación por razón de sexo (artícu­los 4.2.d), 17 y 28), si bien no contenía remedios jurídicos efectivos ni alusión a las acciones positivas, y presentaba defectos tan importantes como la declaración de igualdad salarial (no de retribuciones extrasalariales) por trabajo igual (no por trabajo de igual valor), o la ausencia de una derogación expresa de las prohibiciones de trabajo paternalistas, e incluso se mantenía un vestigio tan paternalista como era la titularidad femenina del permiso de lactancia.


    	El Código Civil se reformó a través de la Ley 11/1981, de 13 de mayo, en materia de filiación, patria potestad y régimen económico del matrimonio, que sustituyó la patria potestad paterna sobre los hijos por la patria potestad conjunta de ambos progenitores, equiparó a los cónyuges en orden a sus facultades de administración, disposición y endeudamiento de los bienes gananciales y suprimió la regulación específica de la dote de la mujer y de sus bienes parafernales. La Ley 30/1981, de 7 de julio, reguló las causas y efectos de la nulidad del matrimonio, separación y divorcio.

  


  Acorde con la igualdad formal imperante, el Tribunal Constitucional, en sus primeras elaboraciones del principio de igualdad reconocido en el artícu­lo 14 de la ce, acogió una rígida interpretación sex blind, dando lugar a una irónicamente llamada doctrina del varón discriminado que extendía a los hombres los beneficios de las mujeres basados en rancios estereotipos. El caso más conocido es la pensión de viudedad: la legislación española se la concedía a los hombres si eran incapaces y a las mujeres siempre (presumiendo que las mujeres eran todas incapaces); la stc 103/1983, de 22 de noviembre, se la concedió siempre a los hombres (comprometiendo recursos públicos que seguramente irían mejor destinados a cubrir las situaciones de necesidad de las viudas mujeres con unas bajas pensiones de viudedad y sin más recursos económicos).


  3.2.2. La evolución de la jurisprudencia constitucional y la progresiva recepción legal de la transversalidad


  A finales de los ochenta y a principios de los noventa, el tc cambió el rumbo, pasando de una bilateralidad ciega a una preferente unilateralidad a favor de la mujer, que se manifiesta a través de diversas sentencias, entre las que destacan las siguientes:


  
    	La stc 128/1987, de 16 de julio, donde, a propósito de un plus de guardería reconocido solo al personal femenino, se negó su extensión al masculino al considerarlo una medida de acción positiva para permitir a las madres conservar su trabajo facilitándoles el cuidado de los hijos (crítica: se está olvidando que los padres que efectivamente cuidan de sus hijos también merecerían el plus). Sin embargo, el nuevo concepto de acción positiva apenas se ha utilizado en la jurisprudencia posterior y, cuando se ha utilizado, ha justificado una medida tan claramente paternalista como era el permiso femenino de lactancia reconocido en la redacción originaria del Estatuto de los Trabajadores de 1980.


    	La stc 166/1998, de 26 de septiembre, consideró discriminación por razón de sexo la extinción contractual por causa del embarazo de la trabajadora, incluso cuando la extinción se sustenta en la existencia de un período de prueba (es el caso de esa stc) o en una no renovación de un contrato temporal (stc 173/1994, de 7 de junio), e igualmente es discriminación cuando la causa de la extinción sea una enfermedad vincu­lada al embarazo (stc 136/1996, de 23 de julio, el conocido como caso Tocino).


    	La stc 145/1991, de 1 de julio, donde se introdujo el concepto de discriminación indirecta y el concepto de trabajo de igual valor al considerar discrimi­natorio un supuesto de desigualdad salarial de trabajos de igual valor realizados por peones/as (un colectivo mayoritariamente masculino) y limpiadores/as (un colectivo mayoritariamente femenino), sentando así una doctrina ampliamente desarrollada con posterioridad en relación a las condiciones de trabajo (stc 240/1999, de 20 de diciembre) e incluso en materia Seguridad Social (sstc 253/2004, de 22 de diciembre, y 61/2013, de 14 de marzo; ambas en relación con el trabajo a tiempo parcial, que es un contrato feminizado pues son las mujeres quienes lo usan con fines de conciliación).


    	La stc 229/1992, de 14 de diciembre, donde se consideró discriminatoria la prohibición de trabajo de las mujeres en el interior de las minas porque, aunque históricamente respondía a una finalidad de protección de la mujer como sujeto fisiológicamente más débil (legislación paternalista), ello supone refrendar una división sexista de trabajos y funciones mediante la imposición a las mujeres de límites aparentemente ventajosos, pero que le suponen una traba para su libre acceso al trabajo.

  


  En paralelo a este cambio en la jurisprudencia constitucional, nos encontramos con los primeros frutos legislativos relevantes de la labor del Instituto de la Mujer (creado en la Ley 16/1983, de 24 de octubre) donde se observa la introducción, todavía muy tímida, de algunos elementos de género como la protección frente al acoso sexual laboral a través de la Ley 3/1989, de 3 de marzo, que, asimismo, amplió a dieciséis semanas el permiso por maternidad; o como la consideración como violación de la penetración oral y anal a través de la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de julio, que, asimismo, introdujo por primera vez un todavía muy imperfecto técnicamente delito de malos tratos familiares.


  Bajo el empuje de la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Pekín (1995), es, en los años siguientes, cuando aparecen las primeras leyes con una óptica de género más reconocible: la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras (aunque no aparezca aún plasmada la idea de corresponsabilidad, lo que ha sido el aspecto más débil de esta norma); y la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, que es la primera ley estatal transversal según su exposición de motivos.


  La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, es una ley también declaradamente transversal, presenta un importante empaque normativo y conecta claramente con las elaboraciones feministas, en particu­lar al definir la violencia de género como «la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre estas», aunque la limita a la ejercida «por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia (artícu­lo 1).


  Otras leyes con óptica de género dictadas en el primer decenio de este siglo son la Ley Orgánica 3/2005, de 8 de julio, para perseguir extraterritorialmente la mutilación genital femenina, la Ley 33/2006, de 30 de octubre, de igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, así como la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, sobre salud sexual y reproductiva y la interrupción voluntaria del embarazo.


  3.2.3. La transversalidad en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres


  Como culminación del proceso de cambio analizado en las anteriores páginas desde la Constitución, la loimh se presenta a sí misma como una ley de igualdad ­moderna. Véanse algunas de las afirmaciones contenidas en su exposición de motivos: «el pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso decisivo, ha resultado ser insuficiente»; «la consideración de la dimensión transversal de la igualdad, seña de identidad del moderno derecho antidiscriminatorio, (es) principio fundamental del presente texto»; «la Ley nace con la vocación de convertirse en la ley código de la igualdad entre mujeres y hombres».


  La loimh construye su parte articu­lada sobre tres artícu­los basilares: el 1, el 4 y el 15, cuyo significado conecta con el sentido de las leyes de igualdad modernas:


  
    	La consideración de la igualdad como un auténtico «derecho a la igualdad de trato y oportunidades» (artícu­lo 1), que comprende la prohibición de discriminación directa e indirecta (artícu­los 3 y 6), el acoso sexual y sexista (artícu­lo 7) y la acción positiva (artícu­lo 11). Estos conceptos se toman del derecho de la Unión Europea, pero con algunas significativas mejoras: se elimina el calificativo «indeseado» del concepto de acoso sexual y sexista (artícu­lo 7), con el convencimiento de que lo ofensivo es, como norma general y salvo consentimiento, indeseado (de ahí que la víctima no tenga que acreditar una negativa explícita para que se aprecie un acoso sexual); se califica como discriminación directa todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el embarazo o la maternidad (artícu­lo 8); se considera sexista la discriminación basada en el ejercicio de derechos de conciliación, incluso si ejercitados por varones (artícu­lo 44); se integra la democracia paritaria dentro del derecho a la igualdad obligando a una presencia o composición equilibrada de ambos sexos (cuantificada en un 40/60) en las listas electorales de partidos políticos (disposición adicional 2.ª), en los órganos discrecionales nombrados por la age (artícu­lo 52 a 54), y en nombramientos de cargos públicos (artícu­lo 16).


    	El reconocimiento de la igualdad de trato y de oportunidades como «principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas» (artícu­lo 4), lo que, aplicado al ámbito judicial, ofrece un sustento legal explícito al denominado enjuiciamiento de género.


    	La transversalidad de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres como informador de la actuación de todos los poderes públicos (artícu­lo 15), especificando los criterios de actuación que garantizarán esa transversalidad (artícu­lo 14), así como las estrategias para implementarla: planes públicos de igualdad (artícu­lo 17), informes de impacto de género (artícu­lo 19), estadísticas desagregadas por sexo (artículo 20) y colaboración entre administraciones públicas (artícu­lo 20). Dentro de estas estrategias de transversalidad, aplicadas al sector privado, se inscriben los planes de igualdad (artícu­lo 45 a 49), la igualdad en el acceso a bienes o servicios (artícu­los 69 a 72), y la responsabilidad social de las empresas y el empoderamiento de mujeres en su dirección (artícu­los 73 a 75).

  


  3.2.4. Dimensión de género y jurisprudencia constitucional


  El Tribunal Constitucional ha declarado la constitucionalidad de los aspectos sometidos a su enjuiciamiento contenidos en las nuevas leyes de igualdad de género. La stc 12/2008, de 29 de enero, declara constitucionales las (mal) llamadas cuotas electorales. No se justifica la constitucionalidad en el concepto de acción positiva (lo que se compadece con que no estamos ante una cuota porque las cuotas sacrifican el principio meritocrático, siendo así que en la elaboración de las listas electorales el mérito no es el elemento esencial de la decisión, sino la ideología política o la lealtad al partido: mal se puede sacrificar aquello que no está en la decisión); sino en la igualdad sustancial del artícu­lo 9.2 de la ce como un elemento definidor de la noción de ciudadanía, y aludiendo específicamente a los valores sobre los que se sustenta la llamada democracia paritaria.


  Igualmente, se ha declarado la constitucionalidad de las diferencias penales introducidas en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Protección Integral de las Víctimas de Violencia de Género (stc 59/2008, de 14 de mayo) argumentando 1) que no se vulnera el principio de igualdad con la mayor punibilidad de la agresión cometida por el hombre contra su pareja o expareja atendiendo a la legítima finalidad de erradicar la violencia de género, a la funcionalidad de esa mayor punibilidad para conseguir esa finalidad y a la ausencia de desproporción al no ser tan elevada esa mayor punibilidad, y 2) que no se vulnera el principio de culpabilidad porque el hombre que agrede a su pareja o expareja inscribe voluntariamente su actuar en una concreta estructura social.


  Ciertamente, los resultados de la jurisprudencia constitucional (al margen de los diversas argumentaciones utilizadas) son bastante coherentes si se explican desde la perspectiva de género: se verifica si la medida sujeta al control constitucional produce efectos respecto al género y, si los produce positivos, es constitucional (democracia paritaria para fortalecimiento de la ciudadanía, stc 12/2008, de 29 de enero, o una diferente punición para erradicar la violencia de género, stc 59/2008, de 14 de mayo).


  La crítica es no haber razonado en clave de género, lo que ha conducido a posteriores incongruencias argumentales, como expulsar al varón reclamante de un derecho de conciliación de la igualdad entre sexos remitiéndolo, para garantizarle una igual protección constitucional, a una discriminación por circunstancias personales/familiares (stc 26/2011, de 14 de marzo), transmitiendo la idea (errónea) de que las leyes de igualdad de género desprotegen a los hombres corresponsables en los cuidados.


  Más grave es cuando la jurisprudencia constitucional en su afán de desconocer la perspectiva de género (que no ha asumido todavía) ha debilitado instituciones como la reducción de jornada por cuidado de hijo, fortaleciendo la posición empresarial (stc 24/2011, de 14 de marzo). O al entender que un varón no se encuentra legitimado para alegar una discriminación sexista indirecta (stc 156/2014, de 25 de septiembre).


  3.2.5. Dimensión de género y jurisprudencia ordinaria


  La jurisdicción ordinaria, que en otras épocas iba a rastras de la jurisprudencia constitucional, últimamente está tomando ventaja, en especial desde la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004, citada, y la loimh. Una causa de ello es el artícu­lo 4 de esta última, pues esta norma ha abierto la puerta a acoger el enjuiciamiento de género como método jurídico de resolución de casos judiciales que considera la diferente asignación de roles sociales entre mujeres y hombres y su proyección concreta sobre el supuesto litigioso, con el fin de erradicar el uso de prejuicios de género en el enjuiciamiento y la realidad.


  Un ejemplo de la aplicación de enjuiciamiento de género lo encontramos en la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Penal) de 24 de mayo de 2018 (Rec. 10549/2017), que consolida la doctrina inicialmente recogida en la sts (penal) de 20 de junio de 2012 (Rec. 11904/2011). Se cuestiona, en supuestos de violencia de género, si la existencia de unas agresiones anteriores o de una inmediata discusión previa a la agresión contra la vida, conducen a excluir la agravante de alevosía en el agresor porque la víctima no se podía considerar sorprendida por el ataque. Ya la doctrina científica había criticado la solución negativa ofrecida en algunas sentencias anteriores porque hacía recaer sobre la propia víctima la obligación de permanecer alerta en todo momento para evitar cualquier resultado luctuoso y, además, responsabilizarla de su acaecimiento sin tomar en consideración la situación real de la mujer. Por ello, la jurisprudencia empezó a admitir la aplicación de la llamada alevosía doméstica que la sts puesta como ejemplo consolidó al considerarla apreciable con una perspectiva de género partiendo de que el condenado realizó, sobre su mujer, en su hogar y delante de sus hijos, una serie de actos tendentes a asegurar su resultado, ya que arrastró con violencia a la víctima, de tal manera que era imposible que esta se defendiera ante el ataque sorpresivo de su pareja, quien manifestó su superioridad física, aun sabiendo que la mujer no podría defenderse ante su ataque, lo que, añadido al uso de un cuchillo de ciertas dimensiones, suponía el asegurar la muerte. Pensemos que la justificación de la alevosía como circunstancia agravante de la responsabilidad criminal se encuentra en el desvalor del ataque a traición o, dicho de otra manera, el valor protegido es el acometimiento cara a cara, lo que, por definición, es la lucha de hombre a hombre. En este contexto, no habría ataque a traición si la víctima se debiera considerar alertada por amenazas de muerte o por ataques previos del agresor, pero la situación es objetivamente distinta cuando el agresor es un hombre y la víctima es una mujer, ambos están unidos en matrimonio o son pareja, y la agresión se produce en un entorno doméstico. En este otro contexto, las amenazas de muerte o los ataques previos del agresor, que son constitutivos de violencia de género, no excluyen el ataque a traición porque la convivencia familiar que se mantiene a pesar de todo, crea la confianza de que no se llegará nunca al fatal desenlace y, si este llega la alevosía, no se puede descartar por la existencia de esas amenazas o ataques previos del agresor. Con esta interpretación de la alevosía ajustada a las circunstancias objetivas de los hechos enjuiciados, la jurisprudencia elimina las resultancias prejuiciosas que se derivarían de una concepción masculinizada de dicha agravante, configurando simultáneamente una nueva clase de alevosía: la doméstica.


  Aunque todavía queda mucho por avanzar, estos y otros ejemplos que podríamos citar de aplicación de las normas jurídicas en aras de una mayor igualdad efectiva, demuestran la progresiva extensión del enjuiciamiento de género en la jurisprudencia ordinaria. Una mayor inversión en formación judicial, o la elaboración de guías de enjuiciamiento de género, pueden ser medidas para que la semilla plantada por la Ley Orgánica 1/2004 y la loimh y que ya está dando frutos significativos, crezca más deprisa.


  4. LOS DERECHOS DE CONCILIACIÓN DE LA VIDA PERSONAL Y LABORAL


  4.1. Introducción


  La conciliación de la vida personal y laboral ha ido adquiriendo a lo largo de las últimas décadas una creciente importancia, tanto por parte de las instituciones como por las personas trabajadoras que hoy día reivindican esta necesidad como un derecho básico dentro del denominado «trabajo decente». Los poderes públicos han ido implementando múltiples medidas para su promoción e incorporación al ordenamiento jurídico, si bien estas políticas, a lo largo de su evolución, han obedecido a múltiples intereses: el incremento del empleo femenino, la protección de la familia y de los menores, la salud de la mujer, la demografía… pero han obviado su conexión directa con la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Así, a la postre, se ha acabado «feminizando» la conciliación como la solución a un problema que atañe exclusivamente a aquellas. Y es que, en sus comienzos, tanto los derechos de conciliación de la vida personal y laboral (en adelante dcpl),[ 2 ] como el propio trabajo a tiempo parcial, se pensó para que las mujeres pudiesen realizar lo que ha venido denominándose la «doble jornada», esto es, la compatibilización del trabajo del cuidado ―informal y no remunerado― con el trabajo formal. Desde comienzos del nuevo siglo, y tras la constatación de la persistencia de las situaciones de desigualdad y discriminación, principalmente en el ámbito laboral y consecuencia de esta asunción exclusiva del cuidado, comienza a introducirse un cambio de perspectiva en las políticas con el objetivo de implicar a los varones activamente. La loimh introduce un cambio de paradigma confiriendo a los dcpl un relevante papel en el objetivo de corregir la ­desigualdad en el ámbito de las relaciones laborales. Así, se establecen como criterios inspiradores de toda la norma «el derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral», a la vez que el fomento de «una mayor corresponsabilidad entre mujeres y hombres en la asunción de obligaciones familiares». El artícu­lo 14.8 dispone como uno de los criterios generales de actuación de los poderes públicos la adopción de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de las mujeres y los hombres, e, igualmente, la asunción igualitaria de las labores domésticas y de atención a la familia, y el artícu­lo 44 define estos derechos solo por el modo en que deben reconocerse: «en forma que fomenten la asunción equilibrada de las responsabilidades familiares, evitando toda discriminación basada en su ejercicio», formando parte de «una constelación de derechos vincu­lados a la igualdad con un nomen iuris propio» (Lousada Arochena 2014). No obstante, y pese al loable esfuerzo del legislador orgánico, la ausencia de un desarrollo teórico sólido sobre sus diferentes líneas de actuación en esta materia ―y la necesidad de conjugarlas al mismo tiempo―, las propias lagunas en la redacción de muchos de sus preceptos, o la falta de previsiones de exigibilidad ―en un contexto socioeconómico de regresión en el que comienzan a adoptarse numerosas medidas de austeridad―, acabará por dejar prácticamente inoperante la potencialidad de estos nuevos derechos en la promoción de la igualdad efectiva. La persistencia de importantes brechas de género, doce años después de la aprobación de la loimh, principalmente en el ámbito laboral, va a constituir el presupuesto habilitador del Real Decreto-ley 6/2019 de 1 de marzo, en adelante rdl 6/2019, con la intención, no ya «promover» la igualdad efectiva de mujeres y hombres, sino de «garantizar» la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el ámbito del empleo y la ocupación, abordando reformas de calado en materias como los planes de igualdad, la discriminación retributiva, la protección frente al despido de la trabajadora embarazada durante el período de prueba, el ejercicio corresponsable de los dcpl o la protección de la dependencia.


  4.2. Desarrollo de los derechos de conciliación en el ámbito internacional y europeo


  La trayectoria legal de los dcpl ha venido marcada en buena medida por el derecho internacional y europeo, y su exponencial desarrollo no es sino una muestra de la creciente importancia que ha ido adquiriendo esta demanda de la ciudadanía hasta alcanzar el estatus de nuevo derecho fundamental. Su implantación progresiva cuenta con algunos precedentes no propiamente comunitarios entre los que cabe destacar el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo n.º 156 y su recomendación n.º 165, de 1981, que exhortan a los Estados miembros para que incluyan entre sus objetivos políticos el facilitar el trabajo de las personas con responsabilidades familiares, sin incurrir en discriminación basada en su ejercicio. En el ámbito de la Unión, Ballester Pastor (2010) ha estudiado su evolución desde una primera etapa exenta de formulación en los textos ―aunque ligada con la igualdad de género y el reparto de responsabilidades―, a una segunda donde se vincu­la a la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo y la competitividad empresarial. Finalmente se llegará a una tercera etapa donde se aprecia una reconexión con la igualdad de género a través de la corresponsabilidad,[ 3 ] así como la necesidad de regular permisos presenciales[ 4 ] que permitirán, asimismo, su promoción igualitaria. Nos encontramos, por tanto, desde principios de los años setenta con numerosas iniciativas que abordan la conciliación y el reparto de responsabilidades en el ámbito de la soft law, pero, en realidad, no es hasta los años noventa, al amparo del acuerdo sobre política social anexo al Tratado de Maastricht de 1992, cuando la conciliación se considera una finalidad relevante para la normativa comunitaria si bien, como decimos, está más relacionada con la promoción de la mujer en el empleo que con la igualdad real de oportunidades. En el comienzo del nuevo siglo continúan adoptándose medidas a favor de la conciliación, entre ellas su recepción como derecho fundamental en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, concretamente en el artícu­lo 33 denominado: «Vida familiar y vida profesional».


  En el derecho derivado de la Unión hay que destacar:


  
    	La Directiva 92/85/cee del Consejo, de 19 de octubre, relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en período de lactancia. Establece un mínimo de catorce semanas de duración para el permiso de maternidad con derecho a recibir una prestación económica adecuada. Además, garantiza que la mujer mantendrá los derechos inherentes a su contrato de trabajo, y prohíbe expresamente el despido durante el embarazo y el disfrute del permiso de maternidad. Aunque no se basa en ninguno de los preceptos del tce relativos a la igualdad de género, sino que se fundamenta en el artícu­lo 118 A tce que obligaba al consejo a adoptar directivas que establecieran «disposiciones mínimas para promover la mejora del medio de trabajo, protección de seguridad y salud de los trabajadores», constituye un precedente en materia de conciliación «femenina» al favorecer la protección de la mujer acogiendo una interpretación amplia que sostiene la Sentencia del tjue de 12 de julio de 1984, n.º 814/83, asunto Hoffman, en virtud de la cual el permiso de maternidad respondería tanto a la protección de la salud de la mujer como a garantizar la «especial relación» entre la madre y el hijo/a en el momento del nacimiento.


    	La Directiva 2010/18 del Consejo, de 8 de marzo de 2010, de permisos parentales (acuerdo marco revisado sobre el permiso parental y que deroga la anterior Directiva 1996/34ce). Amplía a cuatro meses del derecho mínimo a un permiso parental, de los que al menos uno debe tener carácter intransferible y que podrá disfrutarse a tiempo completo o parcial. Además, introduce una referencia novedosa: la cláusula 6, titulada «Reincorporación al trabajo», que regula la posibilidad de adaptar la jornada de trabajo con motivo de la reincorporación tras el permiso parental, cuestión importante porque es la primera vez que aparece este derecho de adaptación horaria en un texto normativo de conciliación (Ballester Pastor 2010). Sin embargo, su efecto es limitado, puesto que no resulta aplicable ni en caso de reincorporación tras el disfrute del permiso de maternidad[ 5 ] ni tampoco si la persona trabajadora no hubiera disfrutado de un permiso parental previo.


    	La Directiva (ue) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, y por la que se deroga la Directiva 2010/18/ue del Consejo publicada en el Diario Oficial de la ue el 12 de julio de 2019, en vigor el 1 de agosto de 2019 (con efecto a partir del 2 de agosto de 2022). De sus considerandos se pueden extraer dos «grandes propósitos». En primer lugar, la obligación de realizar una lectura de los dcpl en clave de igualdad de género, lo que es su objetivo principal; en segundo lugar, y derivado del primero, el fomento de su ­responsabilidad compartida. Para materializar estos propósitos se incorpora por primera vez en el ordenamiento de la ue un permiso de paternidad con una duración de diez días laborables con una retribución equiparable a la prestación de una baja por enfermedad. La medida, pese a su valor simbólico, no favorecerá el desequilibrio contra el que se pretende luchar, y conforma al padre, en el mejor de los casos, como un mero «ayudante» en los primeros días del nacimiento. En cuanto al permiso parental, se amplía su intransferibilidad a dos meses, aunque serán los Estados quienes definan su remuneración, si bien esta deberá favorecer que ambos progenitores puedan disfrutarlo en igualdad de condiciones. Se incorpora también un nuevo permiso para cuidadores dirigido a las personas trabajadoras que se ocupen de familiares con necesidades de cuidados con una duración de cinco días laborables, aunque no remunerados. Por último, cabe destacar el mandato a los Estados para que adopten las medidas necesarias para garantizar que las personas trabajadoras tengan derecho a solicitar fórmulas de trabajo flexible para ocuparse de sus obligaciones familiares.

  


  Como puede comprobarse, el ordenamiento de la ue, aunque es consciente de la importancia de promover la conciliación corresponsable para la consecución de la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, continúa sin adoptar una implicación decidida. A estas alturas, resulta incomprensible que sigan manteniéndose separadas las directivas de maternidad y de conciliación, y que los permisos que ambas regulan sigan siendo tan desiguales ―maternidad (catorce semanas) y paternidad (diez días laborables)―. Por otra parte, los denominados permisos parentales que establecen unos mínimos supuestamente iguales para ambos progenitores (cuatro meses), al contemplar la posibilidad de transferir hasta dos meses, así como la falta de una regulación sobre su retribución, que se deja en manos de los Estados, en la práctica posiblemente seguirá confirmando a las mujeres como cuidadoras principales, y a los varones como meros agentes secundarios.


  4.3. Desarrollo de los derechos de conciliación en el ámbito estatal y autonómico


  La evolución de los dcpl en nuestro ordenamiento se caracteriza por una primera etapa centrada exclusivamente en la protección del embarazo y la maternidad de la mujer trabajadora. En este sentido la Ley 3/1989, de 3 de marzo, amplía el permiso de maternidad a dieciséis semanas de las que se deben disfrutar al menos las primeras seis después del parto,[ 6 ] así como un derecho a la reserva del puesto de trabajo en la excedencia por cuidado del recién nacido durante el primer año, del que se pueden transferir al padre hasta cuatro semanas, lo que supone un primer intento de involucrarlo en el reparto de responsabilidades. Más adelante, la primera norma integral, la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras amplia el ámbito de protección, si bien estos derechos se caracterizan por la potenciación del trabajo a tiempo parcial o las excedencias como fórmulas para facilitar la conciliación. Se trata de derechos de «ausencia», lo que resulta en cierto modo contradictorio con la propia idea de compatibilizar vida personal y laboral. La norma (Ballester Pastor, 2010),


  bajo una apariencia de neutralidad dirigida presumiblemente a no impedir la asunción masculina de las responsabilidades domésticas y familiares, olvidaba las repercusiones de género que tienen las cuestiones del cuidado en relación con el trabajo.


  En cuanto al reparto de responsabilidades, se amplía la posibilidad de transferir al padre hasta un máximo de diez semanas del permiso por maternidad, y se permite, además, que lo disfrute de manera simultánea con la madre, si bien esta medida se ha constatado como el principal fracaso de la norma.[ 7 ]


  Con la aprobación de la loimh se instaura una diferente concepción de los dcpl, entendiéndolos el legislador como un componente fundamental de la igualdad efectiva de mujeres y hombres y de la calidad de vida de la ciudadanía, dentro de lo que en el nuevo modelo de orden social se denominará «corresponsabilidad». En el apartado siguiente, realizaremos un análisis más detenido de la tendencia de estos nuevos derechos.


  Posteriormente, la Ley 9/2009, de 6 de octubre ampliará la duración del permiso de paternidad de 13 días introducido en la loimh a cuatro semanas, entrada en vigor que debió producirse en 2011, y que, sin embargo, fue aplazada hasta 2017, seis años después, sin mayor esfuerzo justificador. Se aprueba además el rd 295/2009, de 6 de marzo, que regula y desarrolla determinadas prestaciones que, tras la loimh, habían supuesto una intensificación y ampliación de la acción protectora de la Seguridad Social. Por su parte la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2011, introduce un nuevo supuesto de reducción de jornada destinada al cuidado de menores a cargo afectados por cáncer u otra enfermedad grave, prestación que viene a regular el Real Decreto 1148/2011, de 29 de julio, y que recientemente ha sido mejorada por la Orden tms/103/2019, de 6 de febrero, que establece una mayor protección al contemplar una cláusula abierta sobre la interpretación de la enfermedad grave. En plena crisis económica, el Real Decreto–ley 3/2012, de 11 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, así como la Ley 3/2012, de 7 de julio, modifican algunos aspectos de los dcpl. En lo que respecta al permiso de lactancia se establece su titularidad indistinta, aunque solo uno de los dos progenitores podrá disfrutarlo en caso de que ambos trabajen.[ 8 ] Se reforman los artícu­los 37.6 y 7 et,[ 9 ] y se concreta la jornada «diaria» como parámetro para las solicitudes de reducción, así como la posibilidad de que los convenios puedan establecer criterios sobre el particu­lar «en atención a los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral del trabajador y las necesidades productivas y organizativas de las empresas». También se introduce un nuevo párrafo en el artícu­lo 34.8 et sin mayores consecuencias prácticas. En 2013, el Real Decreto-ley 16/2013, de 22 de diciembre, modifica nuevamente el artícu­lo 37.6 et ampliando la edad del menor de 8 a 12 años y posibilita que las personas trabajadoras a tiempo parcial, puedan renunciar al pacto de horas complementarias suscrito por la empresa mediante preaviso de quince días, y una vez cumplido un año desde su celebración, cuando concurran circunstancias tales como la atención de responsabilidades familiares al amparo artícu­lo 37.6 et, necesidades formativas o siempre que se acredite la incompatibilidad horaria con otro trabajo a tiempo parcial.


  Finalmente, el rdl 6/2019, en continuidad con la loimh, considera necesaria «la elaboración de un nuevo texto articu­lado integral y transversal en materia de empleo y ocupación, que contenga las garantías necesarias para hacer efectivo tal principio, con base en los artícu­los 9.2 y 14 de la Constitución española». La norma, entre otras cuestiones en materia de conciliación, ampliará la duración del permiso de paternidad acogiendo la tan demandada equiparación con el permiso de maternidad.


  En lo que respecta al ámbito autonómico, los Estatutos de Autonomía que se han reformado durante la última década hacen mención, en su mayor parte, a la promoción de la conciliación como uno de los principios rectores que han de regir sus actuaciones junto con la igualdad de género, la protección a la familia y el derecho de las personas a la dignidad y al libre desarrollo de la personalidad. De este modo, las normas institucionales básicas de las comunidades autónomas han completado nuestro sistema constitucional, desarrollando muchas de las potencialidades que encierra el principio de igualdad y de no discriminación por razón de sexo/género. Se puede decir, por tanto, que ello supone al menos un avance jurídico formal en la medida en que la inclusión de la conciliación pone de manifiesto su centralidad en la agenda política, constituyendo un ejemplo de intervención decidida en la implantación de los derechos sociales, compromiso que a fin de cuentas resulta necesario exigir en todos los niveles normativos para hacerlos realmente eficaces.


  5. LOS NUEVOS DERECHOS DE CONCILIACIÓN TRAS LA LOIMH


  El impulso renovador que supuso la loimh conformará una nueva generación de dcpl que, aunque con luces y sombras en cuanto a su efectividad, constituyen un inequívoco paso adelante. Ahora bien, su naturaleza transformadora ha de enfrentarse con ciertas reticencias que se manifiestan en la práctica de su ejercicio cotidiano en las empresas, en la respuesta normativa y jurisprudencial e incluso en la falta de implicación de la negociación colectiva. Ello no empece, sin embargo, el notable esfuerzo del legislador por dotarlos de una configuración jurídica avanzada, que debe entenderse como un punto de partida para lograr su ejercicio real en condiciones de igualdad. Estas son sus principales guías.


  5.1. El principio de corresponsabilidad


  Con la loimh, la corresponsabilidad se establece expresamente como criterio inspirador básico para el reconocimiento y desarrollo de todos los dcpl, de manera que, a partir de su entrada en vigor, para el derecho a la igualdad efectiva de mujeres y hombres la estrategia idónea va a ser el ejercicio corresponsable de los derechos de conciliación, aunque ni el legislador ni los sujetos protagonistas de la negociación colectiva lo han aplicado e interpretado según esta propuesta dogmática, cuando no lo han hecho en términos perjudiciales para su ejercicio corresponsable o incluso para su mero ejercicio (García Campá y Ventura Franch, 2018). Una de las medidas más innovadoras será el permiso de paternidad individual e intransferible de trece días de duración. No cabe duda de que su eficacia en la promoción del reparto de responsabilidades resulta indiscutible, y su valor simbólico configura una nueva concepción de los permisos parentales conforme al mandato de la norma, aunque la diferencia entre la duración de ambos permisos ―maternidad y paternidad―resulta contradictoria con la propia idea de la corresponsabilidad, por lo que, tanto buena parte de la doctrina científica, como plataformas ciudadanas como la ppiina llevaban años reivindicando su equiparación. Finalmente, el rdl 6/2019 abordará la equiparación de los permisos de ambos progenitores eliminando la denominación de «maternidad» y «paternidad» para sustituirlos por un nuevo permiso por nacimiento para ambos progenitores (García Campá, 2019):


  La configuración del permiso por nacimiento cumple con las cuatro “ies” para un ejercicio corresponsable de los derechos de conciliación: titularidad individual, ejercicio intransferible, duración igual y remuneración íntegra.


  En sus disposiciones transitorias, se prevé que la ampliación del permiso para el progenitor distinto de la madre será gradual: en 2019 hasta las ocho semanas, en 2020 hasta las doce semanas y, a partir de 2021 hasta las dieciséis semanas. De esas dieciséis semanas, seis serán obligatorias con justificación en la necesidad de cumplir con los deberes de cuidado que resultan del artícu­lo 68 cc. Además, se modifica el permiso de lactancia que pasa a denominarse «para el cuidado del lactante» menor de nueve meses, incentivándose su ejercicio hasta los doce meses cuando ambos progenitores lo ejerzan con la misma duración y régimen, estableciéndose al efecto una nueva prestación de Seguridad Social por la reducción proporcional del salario denominada «corresponsabilidad en el cuidado del lactante».


  Desde la perspectiva de la corresponsabilidad y la remoción de estereotipos ligados al género han sido muy relevantes algunas resoluciones como la sentencia tjue de 30 de septiembre de 2010, C–104/09, asunto Roca Álvarez que subrayó el efecto negativo de ciertas medidas de titularidad exclusivamente femenina, como el per­miso de lactancia español, o la sentencia dictada por la Gran Sala del tedh[ 10 ] de 22 de Marzo de 2012, n.º 30078/06, asunto Konstantin Markin contra el Estado ruso, donde se reconoce que las prestaciones familiares deben reconocerse indistintamente a ambos progenitores y que «cualquier argumento que se base en el rol primordial de las mujeres en la educación de los hijos debe ser rechazado dado que se refuerzan unos estereotipos sociales contra los que hoy se quiere luchar».


  5.2. La «vida personal»


  La loimh incorpora la acepción «vida personal» como un parámetro más a conciliar con la vida profesional, lo que supuso un desconcierto generalizado en la ­doctrina científica que se afanó por descifrar su significado. Mientras un sector mayoritario apostó por una consideración amplia de supuestos de cualquier situación personal/familiar, aunque con vincu­lación directa con derechos fundamentales, otra parte entendió que debía considerarse únicamente a modo de extensión de la vida familiar, por ejemplo, para aquellos no contemplados expresamente en los preceptos legales. Pero lo cierto es que, a día de hoy, la mayoría de contribuciones siguen obviando este aspecto, de manera que cuando se habla de los dcpl se sigue pensando que son los restringidos únicamente al ámbito familiar. La referencia, a nuestro juicio, además, podría considerarse una estrategia de las políticas de género para dejar de poner el acento exclusivamente en lo familiar y que continúa asociándose con el sexo femenino. Cabe destacar el desarrollo que está experimentando su ámbito material en los últimos años, sobre todo en la Administración pública, por ejemplo, con la introducción de permisos para la recuperación de la salud o el ejercicio del voluntariado y, en las grandes empresas, a través de los planes de igualdad. Sin embargo, esta idea amplia se encuentra aún falta de desarrollo conceptual y tropieza con numerosas susceptibilidades, prueba de ello es la eliminación del término en la reforma del artícu­lo 34.8 et por el rdl 6/2019, en el que es criticable que el legislador no incluyese una mayor justificación a este respecto.


  5.3. El derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de trabajo. Nuevos derechos de conciliación presenciales


  La loimh introduce la previsión de un derecho genérico a la adaptación de la duración y distribución de la jornada de trabajo dando paso a los denominados como «derechos presenciales» compatibles con el trabajo. Además, incorpora una nueva posibilidad de adaptación horaria en el disfrute del permiso de lactancia en la que este se puede acumular en jornadas completas si así se prevé en el convenio colectivo o en el acuerdo con la empresa. Sin embargo, este derecho se vio cuestionado desde su inicio en las sentencias del Tribunal Supremo de 13 y 18 de junio de 2008, donde se consideró ―desde una estricta interpretación literal― que, a falta de concreción en la negociación colectiva o de acuerdo individual con la empresa, el derecho era tan solo una mera expectativa. Cabe señalar en tal sentido el estudio realizado por el cgpj (Calvo y Piconto 2016) donde se pone de manifiesto que los tribunales ordinarios han sido fieles a la doctrina sentada por el Tribunal Supremo. Pero lo cierto es que la necesidad de configurar derechos que otorguen a las personas trabajadoras cierta capacidad de decisión sobre su jornada laboral por diferentes intereses conciliatorios está cada vez más presente en el discurso de las políticas de conciliación de la ue, prueba de ello, como vimos, es la cláusula 6.ª de la Directiva 2010/18, así como el nuevo artícu­lo 9 de la nueva Directiva 2019/1158. Finalmente, el rdl 6/2019 ha procedido a modificar el artícu­lo 34.8 et para dotarlo de mayor eficacia y garantía. En primer lugar, estableciendo diferentes posibilidades de adaptación horaria para hacer efectivo el derecho conciliar la vida familiar y laboral, si bien se restringe su ejercicio al suprimirse la mención a la «vida personal». Además, se establece un procedimiento de negociación con la empresa que deberá finalizar en el plazo de treinta días con una comunicación, bien de la aceptación de la petición, planteando una propuesta alternativa que posibilite las necesidades de conciliación de la persona trabajadora, o bien manifestando la negativa a su ejercicio indicando las razones objetivas en las que se sustenta la decisión. Los conflictos se resolverán a través del procedimiento establecido al efecto en la loimh bajo la rúbrica «Discrepancias en materia de conciliación para la resolución de conflictos en relación con el ejercicio de los dcpl reconocidos legal o convencionalmente» y que se encuentra regulado en el artícu­lo 139 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social.


  5.4. La negociación colectiva como factor de impulso de los derechos de conciliación de la vida personal y laboral


  La loimh asigna a la negociación colectiva una función especialmente relevante a la hora de promover la igualdad de oportunidades y de trato en las relaciones laborales, que a partir de este momento deberán estar informadas por tal principio. La decisión obedece tanto al principio de transversalidad de género cuanto a la exigencia del legislador comunitario. Una década después puede afirmarse la falta de implicación en dicho mandato y es que son numerosos los estudios doctrinales que han revelado el escaso interés de la negociación colectiva en la materia, limitándose en la mayoría de ocasiones a reproducir la loimh o el et. Por contra, en el desarrollo de los planes de igualdad se ha otorgado un papel central a la conciliación, asumiendo compromisos concretos (Valdés Dal-Ré 2010), razón por la que entendemos que su promoción ha adquirido un mayor protagonismo en el rdl 6/2019 que en su artícu­lo 1 extiende la exigencia de planes de igualdad a empresas de cincuenta o más trabajadores, estableciendo para ello un período transitorio, y creando la obligación de inscribirlos en un registro que se desarrollará reglamentariamente.


  6. LA DIMENSIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A CONCILIAR LA VIDA PERSONAL Y LABORAL Y LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES IMPLICADOS EN SU EJERCICIO


  La relevancia constitucional de los dcpl en nuestro ordenamiento se debe en buena medida a la interpretación del tc en esta materia, al margen de la casuística relacionada con los perjuicios motivados por el embarazo y la maternidad y su conexión con la discriminación directa por razón de sexo. Así, la stc 3/2007, de 15 de enero, conecta por primera vez desde la perspectiva del artícu­lo 14 ce con un razonamiento que parte de considerar que, como hoy por hoy son mayoritariamente las mujeres las que ejercen estos derechos, cualquier obstácu­lo injustificado supone una discriminación indirecta por razón de sexo. El tc subrayó, además, la obligación de jueces y tribunales de realizar una labor ponderativa declarando:


  la dimensión constitucional [...] de todas aquellas medidas tendentes a facilitar la compatibilidad de la vida laboral y familiar de los trabajadores, tanto desde la perspectiva del derecho a la no discriminación por razón de sexo (artícu­lo 14 ce) de las mujeres trabajadoras como desde la del mandato de protección a la familia y a la infancia (artícu­lo 39 ce), ha de prevalecer y servir de orientación para la solución de cualquier duda interpretativa.


  Pese a la importancia de esta conexión, se le reprochó que no cuestionase la discriminación estructural sexo/género que subyace en la consideración de la supuesta asunción voluntaria de estas en las labores de cuidado ya que, aun cuando se les otorgue una especial tutela, a la vez se estará manteniendo su posición subordinada (Barrère Unzueta 2009). La introducción de la corresponsabilidad marcará una nueva etapa, ya que era necesario afrontar la cuestión de su ejercicio por el varón, y el pronunciamiento llegará de la mano de la sentencia del tc 26/2011, de 14 de marzo, que lo abordará construyendo una nueva causa discriminatoria con apoyo en el contenido abierto del artícu­lo 14 ce: las circunstancias personales y familiares. La resolución supone un progreso aún mayor que su precedente, reforzando la idea, ya defendida por el tjue en Roca Álvarez, de que los dcpl deben situarse en el mismo plano y gozar de la misma intensidad en su protección jurídica con independencia del sexo de la persona trabajadora. No obstante, continúa echándose en falta un análisis en profundidad de la auténtica causa discriminatoria, es decir, el género, así como la presencia de otros derechos fundamentales implicados en su ejercicio, lo que nos conduce, en consonancia con el ámbito supranacional, a la exigencia de incorporar en una futura reforma constitucional el derecho fundamental a conciliar la vida personal y laboral.
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  INTRODUCCIÓN


  La profesión de agente de igualdad se ha posicionado en los últimos años como un perfil laboral[ 1 ] necesario para facilitar la incorporación de la perspectiva de género en las organizaciones, tanto públicas como privadas, y avanzar en el camino de la consecución de la igualdad efectiva de mujeres y hombres. El conocimiento de la fundamentación teórica y normativa de las principales herramientas desarrolladas para lograr la igualdad efectiva de mujeres y hombres y la habilitación en su puesta en práctica son competencias requeridas en este perfil profesional.


  El Máster Universitario en Igualdad y Género en el Ámbito Público y Privado incluye en su plan de estudios un itinerario profesional conducente a la formación de agentes de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres que, entre otras materias, incluye esta asignatura dedicada a las herramientas para la igualdad efectiva de mujeres y hombres y la aplicación de la perspectiva de género. Dada la importancia y centralidad que tienen dichas herramientas para el trabajo profesional de agentes de igualdad, esta asignatura tiene como objetivo conocerlas y aprender su funcionamiento y finalidad básica.


  Con este propósito, aborda contenidos que permitan el aprendizaje y el manejo de herramientas para la consecución de la igualdad efectiva entre mujeres y hombres y, específicamente, se adentra en el estudio de la incorporación de la transversalidad de género mediante los indicadores de género, los informes de impacto de género y los planes de igualdad. En los siguientes apartados de este capítulo se exponen sus objetivos principales, las competencias profesionales que se pretenden transmitir, los resultados que deben desprenderse tras su aprendizaje, los contenidos imprescindibles para su consecución y, finalmente, la bibliografía básica y complementaria recomendada para una mejor preparación profesional.


  OBJETIVOS


  El objetivo principal de esta asignatura es explicar herramientas o instrumentos para incorporar la perspectiva de género como estrategia fundamental para avanzar en la consecución de la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Dada su relevancia para el desarrollo profesional de la y/o el agente de igualdad, se aportan elementos teórico-prácticos que permitan la transversalización de género (gender mainstreaming) en las políticas y programas de cualquier dinámica organizacional, pública o privada. Con esta finalidad, se abordan los principales instrumentos reconocidos a nivel internacional y estatal dirigidos a la integración de la dimensión de género en las organizaciones y en sus actividades, entre los que se encuentran los indicadores de género, el análisis de impacto de género y los planes de igualdad.


  COMPETENCIAS


  El aprendizaje, con esta asignatura, tiene como cometido adquirir las competencias profesionales que permitan al estudiante:


  
    	CG06 – Concebir servicios y recursos para hacer efectiva la igualdad de mujeres y hombres y prevenir la violencia de género.

  


  También se deberá adquirir la siguiente competencia profesional específica:


  
    	E7 – Saber emplear las herramientas adecuadas para promocionar la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y prevenir la violencia de género,

  


  RESULTADOS DEL APRENDIZAJE


  Como resultados del aprendizaje en la asignatura se espera que la/el estudiante sea capaz de:


  
    	Saber emplear indicadores de género.


    	Saber elaborar informes de impacto de género.


    	Saber elaborar planes de igualdad.

  


  CONTENIDOS


  1. LA APLICACIÓN DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO


  En la IV Conferencia Mundial de la Mujer se asumió la estrategia dual para avanzar en materia de igualdad.[ 2 ] Dicha estrategia consiste en la articu­lación de acciones específicas dirigidas a las mujeres (incluidas acciones positivas) con el gender mainstreaming. Este último se posicionó en la agenda internacional a partir de su inclusión en la Plataforma de Acción de Pekín (1995), que en diferentes párrafos (28, 40, 54, 62, 73, 87, 92, 100, 108, 114, 122) señala que:


  los gobiernos y otros actores deben promover una política activa y visible de transversalidad de la perspectiva de género en todas las políticas y programas, de forma que, antes de que las decisiones sean tomadas, se haga un análisis de los efectos en las mujeres y los hombres.


  Debe recordarse que los acuerdos adoptados en Pekín se han revisado y se han reafirmado en las sucesivas reuniones de seguimiento: Pekín +5, Pekín +10, Pekín +15 y Pekín +20.


  A finales de los años noventa del siglo xx, el gender mainstreaming se había generalizado como estrategia para avanzar en materia de igualdad. Tanto la ue como sus estados miembros (Consejo de Europa 1999, 26) lo incorporan en diferentes instrumentos entendiendo que implica la


  reorganización, mejora, desarrollo y evaluación de los procesos políticos para incorporar, por parte de los actores involucrados normalmente en dichos procesos, una perspectiva de igualdad de género en todos los niveles y fases de las políticas.


  El compromiso legal de España con la incorporación de la perspectiva de género por parte de los poderes públicos se plasma en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (en adelante loimh) (artícu­lo 15).


  Como se ha visto en las asignaturas SRM012 y SRM013, el gender mainstreaming, traducido como transversalidad de género, supuso un importante punto de inflexión en las políticas de igualdad: el problema de la desigualdad dejaba de concebirse como un problema de las mujeres para poner el foco en las instituciones y las estructuras sociales. El abordaje de la cuestión dejaba de plantearse de manera sectorial, desde un área concreta de «mujer», y se proponía transformar tanto los procesos como la cultura institucional para ubicar la perspectiva de género en la corriente principal de la política.


  La premisa de partida para hablar de la incorporación de la perspectiva de género es comprender que cualquier lectura de la realidad, cualquier explicación parte o se realiza desde un determinado punto de vista. Incluso en aquellos casos en los que se persigue la objetividad, el discurso está realizado por una o un sujeto circunscrito a unas coordenadas estructurales socioeconómicas y políticas que se proyectan, de manera más explícita o implícita, en la explicación que realiza de la realidad. Partiendo de este punto, no resulta novedoso afirmar que histórica y tradicionalmente la explicación de cualquier realidad se ha elaborado y evaluado desde una perspectiva androcéntrica, tal y como se ha razonado con mayor extensión en la asignatura SRM011. La instauración de lo masculino y el hombre como el paradigma de lo humano, también en el terreno jurídico, acaba traduciéndose en la trasposición de la perspectiva masculina como la verdad objetivada, invisibilizándose así las experiencias y los discursos de las mujeres. En un contexto en el que la desigualdad de género es estructural y se refleja en todos los ámbitos, no tenerla en cuenta, así como tampoco las necesidades e intereses de las mujeres, implica perpetuar las desigualdades existentes.


  En este marco, incorporar la perspectiva de género implica romper con esta arraigada tradición, tal y como se ha desarrollado en la asignatura SRM013. Pretende visibilizar las realidades, intereses y necesidades de la mitad de la población, de las mujeres, con el fin que sean tenidas en cuenta junto a las realidades, intereses y necesidades de los hombres, tanto en el diseño como en la implementación, seguimiento y evaluación de cualquier intervención en las esferas política, económica y social. El fin que se persigue es avanzar en materia de igualdad.


  Es importante remarcar que, tal y como lo reconoce el Comité de Ministros en la cm/Rec (2007)17 (Consejo de Europa 2007, 4), el fomento de la igualdad incumbe a los y las diferentes agentes sociales:


  Aunque los gobiernos son los primeros responsables y deben rendir cuentas particu­larmente en materia de promoción de la igualdad entre mujeres y hombres y del empoderamiento de las mujeres, los demás actores sociales, públicos y privados, así como todos los sectores de la vida cultural, económica, social y política son también responsables y deben implicarse en la búsqueda y la consecución de la igualdad entre mujeres y hombres, como responsabilidad común, y en el proceso de transformación social y cultural que esto requiere.


  Así, cuando se habla de la incorporación de la perspectiva de género como estrategia para avanzar en igualdad, se entiende que su aplicación incumbe a las diferentes organizaciones. Se comprende que tanto las instituciones como las Adminis­traciones públicas como las privadas deben asumir y transitar este proceso. Además, debe reflejarse tanto en el quehacer de cada una de ellas a nivel interno o relativo a su personal como en las actuaciones que se puedan gestionar e implementar y que tengan una repercusión en otras organizaciones o la ciudadanía.


  Fijado el concepto de incorporación de la perspectiva de género y los sujetos a quienes atañe esta responsabilidad, resulta de interés para los y las agentes de igualdad conocer las principales herramientas para su materialización. En este sentido, en la cm/Rec(2007)17, citada, se reconocen una serie de estrategias, mecanismos e instrumentos para la incorporación de la perspectiva de género en las organizaciones y en sus actividades. Entre ellas se encuentran los indicadores de género, el análisis de impacto de género, los planes de igualdad y los presupuestos con perspectiva de género. En la estrategia de igualdad de género de la Unión Europea 2014-2017 se hacía referencia a esta recomendación, y se asumía su contenido también en lo relativo a las herramientas para hacer efectiva la incorporación de la perspectiva de género en las organizaciones.


  Dada su importancia y reconocimiento internacional, en los apartados siguientes se abordan y presentan los principales elementos relativos a cada una de las mencionadas herramientas, excepto los presupuestos con perspectiva de género, pues han sido abordados en la asignatura SRM006.


  2. INDICADORES DE GÉNERO


  La incorporación de la perspectiva de género en las organizaciones requiere cierto conocimiento sobre la temática de los indicadores en tanto son una herramienta fundamental para la planificación, el seguimiento y evaluación de cualquier intervención o programa. Los indicadores son de utilidad para elaborar un informe de impacto de género, el diagnóstico de un plan de igualdad y/o unos presupuestos públicos con perspectiva de género. Asimismo, hay que fijar indicadores para realizar el seguimiento y evaluación de la implementación de un plan de igualdad o el control de la ejecución presupuestaria. En ocasiones, hay que recurrir a indicadores que ofrecen las fuentes oficiales y, en otras, hay que diseñar los que se adecuan a las propias necesidades.


  Un indicador es una representación de un fenómeno o realidad que puede encarnarse en una medida, un número, un hecho, una opinión o una percepción. Hay indicadores simples e indicadores compuestos. Los primeros son aquellos que ofrecen información de una determinada característica de la realidad analizada a partir de una única variable (la tasa de paro, la tasa de pobreza, etc.). Por su parte, los indicadores compuestos son más complejos de elaborar y, a veces, de comprender, pues analizan características de la realidad a partir de dos o más variables. Son «resúmenes» que resultan de la combinación ponderada de diversos indicadores y, por lo tanto, hacen referencia a más de una variable ―por ejemplo, el índice de igualdad de género ­confeccionado por el Instituto Europeo para la Igualdad de Género (eige) mide el grado de igualdad de las mujeres y los hombres en seis dimensiones, tanto a escala nacional como europea: poder, tiempo, conocimiento, salud, dinero y empleo―.


  Es importante remarcar que, hasta hace relativamente poco tiempo ―y aún hoy en muchos casos―, los indicadores también se han diseñado desde el androcentrismo. Frente a la ceguera de género de los indicadores tradicionales, los indicadores de género (surgidos en la década de 1980), son una herramienta importante en el fomento de la igualdad en tanto miden las diferencias y desigualdades en la situación de las mujeres y los hombres en las diferentes esferas de la sociedad. Son importantes para describir los roles de las mujeres y los hombres en la sociedad, permiten visibilizar las desigualdades existentes y son necesarios para la formulación de intervenciones diri­gidas a la reducción de las brechas existentes. Asimismo, permiten señalar los cambios que con el tiempo se producen en el estatus y rol de las mujeres y los hombres de una determinada sociedad. Los indicadores de género son, por lo tanto, útiles para sensibilizar, formular planes y propuestas de intervención, hacer el seguimiento y evaluación de cualquier intervención, rendir cuentas e incrementar la transparencia.


  Hablar de indicadores de género implica necesariamente hablar de desagregar los datos por sexo. Ahora bien, si la desagregación es imprescindible, no resulta suficiente. Como señala Cristina Carrasco (2004,10), incorporar la perspectiva de género en los indicadores también implica:


  avanzar hacia la ruptura del modelo masculino, de nombrar y dar valor a las actividades desarrolladas tradicionalmente por las mujeres y que el modelo patriarcal ha desvalorizado, de construir un nuevo mundo simbólico que represente valores y saberes que han permanecido socialmente ocultos.


  2.1. Marco legislativo


  La importancia de los indicadores de género se visibilizó ya en la Plataforma de Acción de Pekín, que incluyó un objetivo estratégico dedicado a esta materia, planteando la necesidad que todas las estadísticas relacionadas con las personas se recolecten, compilen, analicen y presenten por sexo y edad y que, al mismo tiempo, reflejen la realidad de las mujeres en la sociedad. Es importante señalar que en la plataforma se presta especial atención a la medición del trabajo remunerado y no remunerado de mujeres y hombres, así como otras áreas especialmente sensibles e importantes para la medición y análisis desde la perspectiva de género (pobreza, violencia, etc.).


  A partir de este momento, diferentes instrumentos internacionales han recogido la importancia de los indicadores en el marco del fomento de la igualdad, resultando especialmente interesante remarcar su inclusión en la loimh en la que se dedica un artícu­lo a la materia (artícu­lo 20). En dicho artícu­lo se establece la necesidad de desagregar por sexo todos los datos, así como la necesidad de establecer nuevos indicadores que permitan visibilizar las desigualdades y realidades de las mujeres.


  2.2. Marco metodológico para el diseño de indicadores de seguimiento y evaluación


  Hay que tener en cuenta que cualquier indicador debe de cumplir con las siguientes características básicas: validez, relevancia, fiabilidad, sensibilidad, inteligibilidad y accesibilidad y viabilidad.[ 3 ]


  Partiendo de esta base, hay diferentes elementos que se deben tener en cuenta en la definición de un indicador para el seguimiento y/o evaluación de cualquier intervención. En primer lugar, es importante señalar, por una parte, que los indicadores deben definirse en la misma fase de diseño de la intervención en cuestión (no a posteriori ), momento en el que también es recomendable que se fijen los tiempos de recogida de la información. Es decir, junto al diseño de las acciones, es importante elaborar el diseño de la estrategia de seguimiento y evaluación. Por otra parte, es importante tener en cuenta que la medición de avances en términos de igualdad requiere del conocimiento de la situación de partida, de la identificación de las brechas existentes inicialmente en el ámbito concreto sobre el que incide el programa o la acción.


  En el proceso de diseño de indicadores, es importante identificar y tomar como referencia el objetivo del proyecto o la acción cuyo desarrollo se quiere medir. De este modo se puede construir un indicador que permita dilucidar si con la implementación de la acción se han logrado los objetivos que se habían marcado.


  Una vez estén identificadas las brechas que existían previamente a la implementación de la acción y el objetivo de dicha acción, hay que decidir qué tipo de indicador interesa emplear. Mónica Dávila (2004) señala que existen diferentes clasificaciones de indicadores atendiendo a criterios de clasificación diversos (de carácter económico, según la naturaleza del objeto y según sean cuantitativos/cualitativos). Los más utilizados para el seguimiento y la evaluación son los indicadores que se desprenden de su clasificación según la naturaleza del objeto, que son los de realización, de resultado y de impacto. Los primeros hacen referencia a los recursos que se ponen a disposición del programa o proyecto y al uso que se les da (por ejemplo, número de puestos formativos). Los de resultado son los que visibilizan el beneficio inmediato de la implementación del programa (por ejemplo, número de mujeres formadas). Por último, los indicadores de impacto reflejan los éxitos del programa (por ejemplo, la tasa de ocupación de las mujeres que han recibido previamente la formación).


  Una vez fijado el tipo de indicador que se va a utilizar, hay tres aspectos especialmente claves que hay que tener en cuenta: la desagregación por sexo de la información, la inclusión de indicadores cuantitativos y cualitativos[ 4 ] y la inclusión de indicadores en términos absolutos y relativos.


  Por último, es importante determinar las fuentes de información que se van a utilizar, que pueden ser ya existentes o nuevas. En este sentido, es importante saber que los institutos de estadísticas, el Instituto Nacional de Estadística (ine) en este caso, y diferentes organismos Internacionales son las principales fuentes de información. El ine dispone de interesante información en su espacio «Mujeres y hombres en España», en el que se ofrece una selección de los indicadores más relevantes para analizar la situación de mujeres y hombres en diferentes áreas sociales, económicas y políticas. En este sentido, es también interesante conocer la publicación del Instituto de la Mujer (2009) que recoge el sistema de indicadores de género. En dicho documento se recogen diez dimensiones entre las que se encuentran la educación, la salud y el reconocimiento social y, para cada una de ellas, se incluyen una serie de indicadores que permiten visibilizar las desigualdades existentes. Asimismo, se facilita información sobre la disponibilidad de la información de estos indicadores en las diferentes fuentes oficiales.


  Finalmente, a nivel internacional, resulta de interés conocer el trabajo del Instituto Europeo de la Igualdad de Género (eige). Por una parte, recopila diferentes sistemas de indicadores (Plataforma de Acción de Pekín, áreas temáticas, estrategias de la ue, etc.) y, por otra, elabora el Índice de Igualdad de Género, que es un indicador compuesto que resume las desigualdades entre hombres y mujeres y compara la realidad en los diferentes países europeos y en el conjunto de la Unión.


  3. EVALUACIÓN DE IMPACTO DE GÉNERO


  La evaluación de impacto de género es un análisis ex ante de una ley, política o programa cuya finalidad es estimar qué efecto tendría su implementación en términos de igualdad de género en el caso que se aprobase tal y como se presenta. Si bien es cierto que la normativa señala la obligatoriedad de realizar esta evaluación en el caso de las disposiciones normativas y planes de especial interés o relevancia social y económica, es importante remarcar la pertinencia de realizarla para cualquier actuación.


  El punto de partida para hablar de evaluación de impacto de género es comprender que, a pesar que las propuestas de norma o proyectos tengan vocación de neutralidad o que no incluyan referencias explícitas a las mujeres o a los hombres, su implementación puede generar efectos diferenciales en unas y otros. Esto es así en tanto, como señalábamos al principio, la realidad social y estructural sobre la que se implementan está marcada por la desigualdad estructural de género, de tal manera que la aplicación de una norma que no lo contempla seguramente acabe teniendo un efecto negativo en términos de igualdad.


  Con todo, la pregunta central que cabe plantearse cuando se va a realizar una evaluación de impacto de género es: la ley, política o programa ¿reduce, mantiene o aumenta las desigualdades de género? En el caso que reduzca las desigualdades, hablaremos de un impacto positivo, mientras que en aquellos casos en los que se reproduzcan o aumenten las desigualdades, haremos referencia a un impacto negativo en términos de igualdad.


  Los informes de evaluación de impacto de género son procesos de análisis y reflexión que acompañan la elaboración de la norma o programa con el fin de (Fundación Mujeres 2005, 22):


  recabar la información necesaria y realizar los oportunos análisis para detectar posibles desigualdades de género que puedan producirse, a lo largo del desarrollo de las normas. A partir de este análisis, se realizarán las propuestas de reformulación o modificaciones pertinentes del texto normativo, dirigidas a prevenir los posibles efectos negativos sobre la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.


  La realización de los informes de evaluación de impacto de género de los proyectos de norma o programas implica una intervención sobre la «corriente principal» de la política y la legislación, sobre el mainstream. Por ello, esta herramienta se revela necesaria para implantar y desarrollar la estrategia de gender mainstreaming.


  De este modo, puede afirmarse que el objetivo final de esta evaluación es mejorar el diseño y planificación de las normas o políticas en tanto pretende evitar los impactos negativos en términos de género. Pero, además, es importante señalar que puede aportar un valor agregado en tanto en cuanto, en primer lugar, se favorece una mayor eficacia de la intervención pública ya que permite un mayor conocimiento de la realidad y los posibles efectos de la norma o programa sobre esta y, en segundo lugar, permite ofrecer una mejor gestión, ya que el acercamiento a las necesidades e intereses de las personas facilita que se gobierne de acuerdo a estas y desde la perspectiva de género.


  3.1. Marco normativo


  La evaluación de impacto de género queda sustentada por un amplio marco normativo en los diferentes niveles político administrativos. En la Unión Europea se reconoce en diferentes instrumentos la importancia de esta herramienta en el marco del fomento de la igualdad, del mismo modo en que sucede en el Estado español. En dicho territorio, cabe destacar en este sentido tres normas:


  
    	Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno.


    	Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres (artícu­lo 19).


    	Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo.

  


  Por su parte, en muchas comunidades autónomas, como se ha expuesto en la asignatura SRM012 y en tanto la competencia en materia de igualdad está transferida a este nivel político administrativo, la legislación autonómica también ha incorporado la obligación de elaborar la evaluación de impacto de género de los proyectos de ley o programas.


  Es importante remarcar que la obligación de evaluar el impacto de género que sustenta esta legislación tiene un carácter preceptivo, pero no vincu­lante. Como señala Emanuela Lombardo (2006, 108), el hecho de que fuese vincu­lante «garantizaría que la evaluación de impacto de género no se quedara en una mera formalidad sin tener el efecto transformador deseado».


  3.2. Marco metodológico


  3.2.1. ¿Quién debe elaborar los informes de impacto de género?


  En tanto que elemento que puede (y suele) generar controversia, es importante abordar sobre quién recae la responsabilidad de elaborar estos informes. La literatura feminista señala que es el órgano o departamento que promueve la norma o proyecto el que debe de encargarse de elaborar el correspondiente informe de impacto de género. La argumentación que sostiene este posicionamiento es que dicho órgano es el que mayor conocimiento tiene sobre la materia en cuestión y, por lo tanto, el más idóneo para trabajarlo. Además, se apela a que la transversalidad debe abordarse desde todas las áreas.


  Sin embargo, es importante conocer la legislación correspondiente al nivel ­político-administrativo de que se trate, ya que en muchos casos explicita sobre quién recae la responsabilidad de su elaboración. En este sentido, cabe resaltar que una parte importante de la legislación suscribe la propuesta de la literatura feminista antes mencionada, pero hay casos en los que la norma autonómica de igualdad atribuye al organismo con competencias en materia de igualdad la responsabilidad de su elaboración. Por ello, es importante conocer en cada caso lo que fija la norma.


  Partiendo de lo establecido en la norma y fijándolo como meta, es importante conocer la organización en la que se está trabajando. Frente a posibles resistencias y/u obstácu­los para la asunción de la responsabilidad de elaborar los informes de impacto de género por parte de las diferentes áreas, así como la posible falta de conocimientos para poder confeccionarlos, es recomendable evitar el enfrentamiento abierto. Por el contrario, resulta interesante buscar estrategias a corto plazo para, de algún modo, compartir esta responsabilidad entre el área de igualdad y el área impulsora de la norma o programa, con miras a que se asuma por quien corresponda en el medio plazo.


  3.2.2. ¿Qué contenidos debe tener un informe de evaluación de impacto de género?


  Existen diferentes propuestas metodológicas, muchas de ellas recogidas en manuales elaborados por las propias Administraciones públicas. La mayoría de ellas repiten como elementos estructurales de los informes los siguientes: la descripción básica de la norma o programa, la evaluación previa del impacto de género (que incluye el diagnóstico de partida y la previsión de resultados) y las propuestas de mejora para eliminar los elementos distorsionadores en materia de igualdad.


  Con el fin de profundizar en cómo realizar los informes de impacto, resulta interesante conocer la propuesta metodológica del Instituto Europeo de Igualdad de Género. Según esta propuesta, la elaboración de los informes de evaluación implica la transición por las siguientes etapas que a continuación se describen con mayor detalle: descripción general del proyecto de norma o programa, verificación de la relevancia de género de la política, análisis de la sensibilidad de género, valoración del impacto de género, conclusiones y propuestas de mejora, y seguimiento de la evaluación del impacto.


  En la primera de estas etapas se incluye la información básica del documento objeto de análisis. Por una parte, la denominación, el órgano promotor, los objetivos generales y el contexto normativo (identificación de otras normas o planes de la misma temática que permiten ubicar sus antecedentes y justificación). Por otra parte, es importante identificar los objetivos para promover la igualdad de género, es decir, cómo se conecta con la igualdad de género.


  El eige establece como segundo paso en su propuesta metodológica la determinación de la relevancia de género de la norma o programa. Para determinar si un programa o norma son relevantes en términos de igualdad, se sugiere adoptar la propuesta del método simple para evaluar la relevancia del género en las políticas (smart), que se basa en el planteamiento de estas preguntas:


  
    	¿La norma afecta directa o indirectamente a personas (físicas o jurídicas)?


    	¿Existe en el ámbito de la propuesta desigualdades entre mujeres y hombres (en relación a los derechos, recursos, posiciones, representación, normas y valores)?

  


  En el caso que la respuesta a cualquier de las dos preguntas sea afirmativa, se puede concluir que la norma o programa son relevantes o pertinentes con respecto al género. En el caso que se considere que no es relevante, habrá que justificar por qué no lo es y quedará exento de informe de evaluación de impacto de género. Emakunde (2013) propone la exención de informes de evaluación de impacto de género en las normas o programas que tengan un carácter esencialmente organizativo, los que persigan la refundición de normas ya existentes y los que tengan como objetivo la modificación de terceras normas ya vigentes.


  Retornando a la propuesta del eige, el tercer paso consiste en analizar la sensibilidad de género del proyecto de norma o programa. Dicho análisis pivotará sobre dos ejes: analizar la situación de mujeres y hombres en el ámbito que concierne a la norma (diagnóstico inicial) y, por otra parte, prever los posibles resultados si se implementase. El diagnóstico, elaborado a partir de los indicadores de las fuentes oficiales e investigaciones sobre la temática en cuestión, va a permitir identificar las desigualdades de género existentes previamente en el ámbito de incidencia de la norma o programa. Es importante centrar el análisis de las desigualdades en las siguientes dimensiones:


  
    	Presencia. Hay que identificar las posibles desigualdades en cuanto a la presencia de mujeres y hombres en el ámbito del programa o norma.


    	Acceso a los recursos. Analizar la distribución de los recursos relevantes en relación a la materia que aborda la norma o proyecto, entendiendo como recurso el trabajo, dinero, poder, salud, bienestar, seguridad, educación, movilidad, etc.


    	Ejercicio de los derechos fundamentales (civiles, sociales y políticos).


    	Normas y valores. En este punto hay que fijarse en la influencia que las normas y los valores tienen sobre los roles y los estereotipos de género o sobre la división sexual del trabajo. En este sentido, es importante tener en cuenta las principales estructuras que sostienen estas desigualdades: la división sexual del trabajo, la organización de la vida privada y las normas y valores que regulan el proceso de control y toma de decisiones.

  


  A partir de este análisis, y como segundo eje sobre el que pivota el tercer paso de esta propuesta metodológica, hay que realizar una previsión de los efectos que la norma tendrá sobre la realidad previamente descrita. Para ello, en primer lugar, se identificarán los resultados directos que puede generar su implementación sobre la realidad. En segundo lugar, se presentará la incidencia que tendrá su aplicación sobre los roles y estereotipos de género y, por último, se mostrará su contribución a los objetivos de las políticas de igualdad.


  Como cuarto paso, se plantea la necesidad de valorar el impacto de género, es decir, identificar cómo la política o el programa contribuirán a la igualdad de género y evaluar el impacto previsto en las relaciones de género. El impacto será negativo cuando no se prevea una reducción o eliminación de las desigualdades detectadas. Por el contrario, será positivo cuando sí se prevea esa reducción o eliminación. Algunos criterios fijados por el eige para realizar esta evaluación son:


  
    	Presencia/participación de mujeres y hombres. Se considera un impacto positivo cuando se prevé un aumento significativo de las mujeres en el ámbito de aplicación de la norma o programa.


    	Acceso y control de los recursos (educación, ocupación, salud, tiempo propio, etc.). Se considera un impacto positivo cuando se prevé la eliminación o reducción significativa de las brechas existentes.


    	Normas y valores sociales basados en género. Se valora un impacto positivo cuando la norma o programa contribuye a la reducción o eliminación de los estereotipos de género y/o a la modificación de mecanismos o estructuras (división sexual del trabajo, etc.) que reproducen desigualdades de género.

  


  En el quinto paso para la elaboración del informe hay que recoger las conclusiones y propuestas de mejora. A la hora de establecerlas hay que tener en cuenta que la igualdad de género debe de incorporarse de manera transversal, es decir debe reflejarse tanto en el preámbulo de la norma o en el contexto del programa, en su objetivo y en sus acciones. Asimismo, es importante la revisión del lenguaje y asegurarse de que se realiza un uso no sexista de este.


  Finalmente se trabaja en el seguimiento de la evaluación del impacto de género de la norma o programa. Al respecto hay que señalar la importancia de tener un sistema interno para garantizar la calidad de la evaluación y la relevancia de las medidas que se proponen en el correspondiente informe de evaluación de impacto.


  4. PLANES DE IGUALDAD. DIAGNÓSTICO. PLANIFICACIÓN. EJECUCIÓN. EVALUACIÓN


  Los planes de igualdad son, en la actualidad y desde la promulgación de la loimh, en todo el ámbito territorial estatal, una de las principales herramientas para la consecución de la igualdad real en el ámbito laboral y, especialmente, en el ámbito organizacional, tanto público como privado. Como anuncia en su exposición de motivos:


  especial atención presta la Ley a la corrección de la desigualdad en el ámbito específico de las relaciones laborales. Mediante una serie de previsiones, se reconoce el derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral y se fomenta una mayor corresponsabilidad entre mujeres y hombres en la asunción de obligaciones familiares, criterios inspiradores de toda la norma que encuentran aquí su concreción más significativa. La Ley pretende promover la adopción de medidas concretas en favor de la igualdad en las empresas, situándolas en el marco de la negociación colectiva, para que sean las partes, libre y responsablemente, las que acuerden su contenido.


  Con esta finalidad, la propia loimh regula los planes de igualdad en el capítulo III (artícu­los 45 a 49) del título IV. El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades, y establece el marco conceptual y metodológico para su implantación en la empresa. Hay que hacer notar que la regulación de los planes de igualdad en la loimh ha sido modificada por el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación, en aspectos relevantes en relación con los planes de igualdad.


  4.1. Marco normativo. La Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres


  El conjunto de obligaciones y derechos que establece la loimh requieren de ser interpretados en el contexto de la finalidad y el objeto de la propia ley. En este sentido, esta ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres. Objeto que, por su parte, tal como se ha podido ver en profundidad en la asignatura SRM012 («Marco Normativo Específico para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres»), encuentra su fundamento en los mandatos constitucionales del artícu­lo 14 ce (derecho a la no discriminación por razón de sexo) en su interpretación conjunta con los artícu­los 1.1 ce y 9.2 ce (derecho a la igualdad efectiva de mujeres y hombres) (Ventura, García 2018, 53),


  Art. 1 loimh. La Ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en particu­lar mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artícu­los 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una sociedad más democrática, más justa y más solidaria.


  El marco contextual de la ley lo pone de manifiesto la propia norma en la exposición de motivos:


  
    	En particu­lar, con «el reconocimiento de la persistencia de inequidades de género»: la violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida personal, laboral y familiar y de que «la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos instrumentos jurídicos».


    	Bajo el planteamiento de que

  


  resulta necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre mujeres y hombres, con remoción de los obstácu­los y estereotipos sociales que impiden alcanzarla.


  En definitiva, y siguiendo a Magdalena Noguera (2008, 51), la loimh se propone corregir la desigualdad:


  
    	Aplicando una perspectiva de género, que implica la aceptación de una concepción de la igualdad como situación objetiva en la que hombres y mujeres puedan desarrollar sus capacidades personales y decidir sobre su destino vital sin las limitaciones impuestas por los roles tradicionales. […]


    	A través de acciones positivas, que se abren a sectores o materias hasta ahora no contemplados y que, además se intensifican al ir más allá de la igualdad de oportunidades, respecto a las situaciones de partida, para tratar de asegurar la igualdad de resultados, mediante acciones afirmativas exclusivas y excluyentes a favor de las mujeres. […]


    	A través de la integración de la dimensión de género en todos los ámbitos de actuación, desde la fase de planificación, en la aplicación y en la supervisión y evaluación.

  


  El enfoque transversal o mainstreaming, se concreta en el artícu­lo 1 loimh (Noguera 2008, 53) al expresar que se persigue la «eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, social y cultural». Del mismo modo apunta que «para la puesta en práctica del mainstreaming de género se consideran necesario tanto la apertura de nuevos canales de consulta y cooperación con actores de la sociedad civil […]», lo que se expone cuando afirma que «establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo» (artícu­lo 1.2 loimh).


  En este sentido se adopta en la propia norma la estrategia dual (Ventura y García 2018, 78):


  la loi reconoce las acciones positivas y la transversalidad (artícu­los 11 y 15) siguiendo una estrategia dual ―puesto que Naciones Unidas y la Unión Europea las consideran estrategias complementarias― según la cual los poderes públicos tendrán en cuenta el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todas sus actuaciones y, además, en aquellos supuestos donde exista una situación patente de desigualdad de hecho de las mujeres respecto de los varones, deberán adoptar medidas de acción positiva. Ambas estrategias tienen un carácter básico de acuerdo con la Disposición Final Primera de la loi.


  4.2. Marco conceptual


  La definición de plan de igualdad la ofrece la loimh en su artículo 46.1 como un «conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo».


  Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo.


  El concepto de plan de igualdad y su finalidad habrá que interpretarla, pues, siempre, en el contexto y objetivo de la propia Ley de Igualdad (artícu­lo 1): hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres desde el reconocimiento formal de que las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes.


  4.3. Marco metodológico


  La loimh establece los requisitos y pilares metodológicos del plan de igualdad en sus artícu­los 45 y 46. Estos, hay que recordar, se han visto modificados en algunos apartados por el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación (artícu­los 45.2 y 46 en su apartado 2, y los apartados añadidos 4 a 6) y ha incorporado nuevas obligaciones para las empresas así como modificado algunos requisitos relevantes para su aplicación.


  4.3.1. ¿Quién tiene la obligación de implantar un plan de igualdad?


  
    	Obligación general de todas las empresas: respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral y a adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre mujeres y hombres.


    	
      La loimh establece en primer lugar (artícu­lo 45) una obligación general dirigida a todas las empresas (independientemente de su tamaño o cualquier otra característica), a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral y a adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre mujeres y hombres. Además, dice, que estas medidas deberán ser negociadas, y en su caso, acordadas, con la representación legal de los trabajadores y las trabajadoras en la forma que se determine en la legislación laboral (haciendo en este momento una remisión al Estatuto de los Trabajadores).

    


    	Obligación específica para algunas empresas: elaborar e implantar un plan de igualdad.


    	
      En segundo lugar, establece el marco de obligatoriedad para la elaboración e implantación de un plan de igualdad (medidas ordenadas y evaluables):

    


    	Implantación obligatoria en los siguientes casos:


    	Empresas de cincuenta o más trabajadores, como objeto de ne­gocia­ción.


    	
      Teniendo en cuenta régimen de aplicación transitoria, el objetivo de la reforma es que todas las empresas que cuenten con cincuenta o más personas en su plantilla estén obligadas a implantar un plan de igualdad.


      En este sentido (Fabregat 2009, 24), para determinar el cómputo de la plantilla a efectos de la loimh, «la Ley no difiere a esos efectos entre trabajadores temporales o indefinidos, por lo tanto, se contabilizarán todos los trabajadores sin que la temporalidad del víncu­lo afecte al víncu­lo de la plantilla». Por lo que, en base a esta tesis, si en cualquier momento, aunque sea puntual, la empresa alcanza el número de la plantilla que establece la ley (ahora cincuenta personas trabajadoras)[ 5 ] ya deviene en la obligación de implantar un plan de igualdad.

    


    	Cuando así se establezca en el convenio colectivo que sea aplicable, en los términos previstos en este.


    	
      Cuando la autoridad laboral hubiera acordado en un procedimiento sancionador la sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración y aplicación de dicho plan, en los términos que se fijen en el indicado acuerdo, previa negociación o consulta, en su caso, con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras.

    


    	No obligación o implantación voluntaria de un plan de igualdad: resto de empresas.


    	
      Para el resto de empresas no recogidas en la casuística anterior (no obligadas por la loimh), se establece un régimen de implantación voluntaria de un plan de igualdad, siempre previa consulta (no se exige acuerdo) con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras.


      En este contexto cabe mencionar que la loimh prevé (artícu­lo 49) con objeto de impulsar la adopción voluntaria de planes de igualdad, medidas de fomento, especialmente dirigidas a las pequeñas y las medianas empresas, que incluirán el apoyo técnico necesario.


      En capítulo aparte (Capítulo IV. Distintivo empresarial en materia de igualdad. Artícu­lo 50) la loimh regula el Distintivo de Igualdad para reconocer a aquellas empresas que destaquen por la aplicación de políticas de igualdad de trato y de oportunidades con sus trabajadores y trabajadoras.

    

  


  4.3.2 ¿Quién debe participar en el proceso de elaboración e implantación de un plan de igualdad?


  Cabe resaltar, del texto del artícu­lo 45, la importancia que la ley da a que la elaboración e implantación de los planes de igualdad se realice en el marco de la negociación o, en su caso, de la consulta con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras. Metodológicamente pues, además de la participación de la empresa en el proceso (que es el sujeto obligado a implantar el plan de igualdad), la participación de los trabajadores y trabajadoras en este proceso se convierte en necesaria y, como se verá más adelante, en todas sus fases: diagnostico, elaboración, aplicación, seguimiento y evaluación.


  4.4. El proceso de elaboración y aplicación de los planes de igualdad. Fases de este proceso


  En cuanto al proceso para la elaboración y aplicación de los planes de igualdad, también en la misma loimh se encuentran las pautas metodológicas básicas que habrán de tenerse en cuenta en su desarrollo, específicamente en los artícu­los 45 y 46. De la lectura de estos artícu­los se extrae que en el proceso se requiere el tránsito por las siguientes fases:


  
    	Diagnóstico de situación.


    	Diseño del plan de igualdad.


    	Aplicación del plan de igualdad.


    	Seguimiento y evaluación.

  


  4.4.1. Diagnóstico de situación


  La obligatoriedad de realizar en la empresa un diagnóstico de situación con carácter previo (evaluación ex ante) a la elaboración del plan de igualdad se extrae del propio texto del artícu­lo 46.1 y 2 loimh.


  En este contexto normativo se fijan otros requisitos (obligatorios por la ley) relativos al diagnóstico de igualdad:


  
    	Deberá ser negociado, en su caso, con la representación legal de las personas trabajadoras.


    	El contenido del diagnóstico incluirá, como mínimo (al menos) las siguientes materias: a) Proceso de selección y contratación. b) Clasificación profesional. c) Formación. d) Promoción profesional. e) Condiciones de trabajo, incluida la auditoría salarial entre mujeres y hombres. f ) Ejercicio corresponsable de los derechos de la vida personal, familiar y laboral. g) Infrarrepresentación femenina. h) Retribuciones. i) Prevención del acoso sexual y por razón de sexo.


    	La elaboración del diagnóstico se realizará en el seno de la Comisión Negociadora del Plan de Igualdad. La dirección de la empresa deberá facilitar a la Comisión Negociadora todos los datos e información necesaria para elaborar el diagnóstico en relación con las materias enumeradas en este apartado, así como los datos del Registro salarial regulado en el artícu­lo 28. 2 del Estatuto de los Trabajadores.

  


  En cuanto a la profundización metodológica de este proceso y pautas específicas para su ejecución, la loimh en su artícu­lo 46.6 establece que, reglamentariamente, se desarrollará el diagnóstico, los contenidos, las materias, las auditorías salariales, los sistemas de seguimiento y evaluación de los planes de igualdad, si bien es cierto que, a día de elaboración de este capítulo, este desarrollo no ha visto la luz.


  4.4.2. Elaboración y aplicación del plan de igualdad


  El artícu­lo 45 loimh dice que se deberá elaborar y aplicar un plan de igualdad con el alcance y contenido establecidos en este capítulo (capítulo III), que deberá ser, asimismo, objeto de negociación en la forma que se determine en la legislación laboral. El artícu­lo 46, por su parte, está dedicado a exponer el alcance y contenido de los planes de igualdad. De esta regulación se pueden extraer algunas consideraciones a tener en cuenta en esta fase del proceso:


  
    	Concepto y finalidad del plan de igualdad: un conjunto ordenado de medidas «tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo».


    	Contenido: los planes de igualdad contendrán un conjunto ordenado de medidas evaluables dirigidas a remover los obstácu­los que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres y hombres. En concreto dice:

  


  
    	Fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar: objetivos que deberán estar en coherencia con los objetivos de la loimh y con los resultados que presente el diagnóstico específicamente en el contexto de la empresa.


    	Las estrategias y prácticas a adoptar para su consecución: las medidas deberán ser coherentes para la consecución de los objetivos planteados.


    	Establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados.

  


  En este contexto cabe resaltar, en la modificación realizada en 2019, que la loimh remarca que, los planes de igualdad deberán contener un conjunto ordenado de medidas «evaluables» tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Así pues, en el proceso de elaboración del plan de igualdad, el equipo redactor (comisión negociadora, comisión de igualdad…), deberá:


  
    	Concretar los objetivos del plan teniendo en cuenta los resultados del diagnóstico.


    	Definir el conjunto ordenado de medidas a implantar (a tener en cuenta el marco de acciones transversales y positivas).


    	Que las medidas sean evaluables: para lo cual se requiere precisar los indicadores de seguimiento y evaluación (indicadores claros, específicos y medibles).

  


  
    	Materias a abordar: respecto a esta cuestión, y aunque tras la modificación de 2019 la norma no lo menciona expresamente cuando se refiere al contenido del plan, se puede entender ―de la remisión que realiza al conjunto del capítulo III y de su ubicación en el mismo apartado (artícu­lo 46. 2) donde regula el contenido de los planes–, que el plan deberá acometer las mismas materias que se requieren para el diagnóstico. Así pues, el contenido del plan de igualdad incluirá, como mínimo (al menos) las siguientes materias: a) Proceso de selección y contratación. b) Clasificación profesional. c) Formación. d) Promoción profesional. e) Condiciones de trabajo, incluida la auditoría salarial entre mujeres y hombres. f ) Ejercicio corresponsable de los derechos de la vida personal, familiar y laboral. g) Infrarrepresentación femenina. h) Retribuciones. i) Prevención del acoso sexual y por razón de sexo.


    	Participación en la elaboración del plan de igualdad: en esta fase, además de la participación de la empresa, la loimh incide nuevamente en que esté participado por los trabajadores y trabajadoras de la empresa, a través de los mecanismos de negociación que prevé la legislación laboral.

  


  En relación con las acciones positivas, tratadas con más detalle en la asignatura SMR013, cabe recordar que la propia loimh establece en el artícu­lo 11 la posibilidad clara de su aplicación siempre que se cumplan con las condiciones legales que ha remarcado el Tribunal Constitucional (tc) (Fabregat 2009, 46):


  
    	Deben tener por finalidad la erradicación de la discriminación desde una perspectiva grupal.


    	Deben respetar el criterio de la adecuabilidad e idoneidad.


    	No podrán contradecir los principios de mérito y capacidad de acceso a la función pública ex artícu­lo 23 ce.


    	Deben responder a un fin promocional.


    	Deben tener un carácter temporal.


    	Deben ser razonables y proporcionales a la consecución de la igualdad sustancial en un concreto ámbito de actividad de la empresa.

  


  4.4.3. Seguimiento y evaluación


  El plan de igualdad debe prever, ya en su fase de diseño, todos los mecanismos necesarios para el seguimiento y la evaluación. En concreto la loimh se refiere a elaborar «sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados» y, en la modificación de 2019, como se ha mencionado anteriormente, añade el término «evaluables» en la definición del plan como «un conjunto ordenado de medidas evaluables dirigidas a remover los obstácu­los que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres y hombres», todo ello con objeto de asegurar la efectividad del plan de igualdad.


  Con esta finalidad de garantizar la aplicación efectiva del plan cabe adentrarse en el análisis de dos cuestiones de importancia en la fase evaluadora:


  
    	Desarrollar estrategias de seguimiento y evaluación (quienes, cómo y cuándo). En este sentido, la loimh no dice mucho más al respecto y su desarrollo reglamentario ha tenido lugar mediante el Decreto 901/2020, de 13 de octubre, por el que se regulan los planes de igualdad y su registro. Mientras tanto, y recogiendo la opinión de Gemma Fabregat (2009, 48) se podría:


    	bien adoptar el sistema de seguimiento de comisión paritaria del convenio,


    	bien pactar un sistema de seguimiento independiente: a través de una comisión (siempre paritaria empresa-trabajadores y trabajadoras) con competencias exclusivas en materia de igualdad, designar un delegado con competencias en materia de igualdad, ampliar las competencias de los delegados o bien articu­lar un sistema intermedio o mixto.


    	
      La finalidad, en cualquier caso, es definir y determinar expresamente (en el propio plan) un sistema que sea capaz de garantizar la aplicación del plan de igualdad, dentro de los mecanismos de participación de trabajadores y trabajadoras que establece la legislación.


      En la práctica, en la mayoría de planes de igualdad, ello se traduce en la inclusión, en el propio plan de igualdad, de un apartado específicamente dedicado a exponer el sistema de seguimiento y evaluación adoptado. En especial, qué, cuándo (intermedia/final), cómo y quiénes tienen el encargo y competencias para evaluar. En el caso de comisiones creadas al efecto, la descripción de la composición (atendiendo a una composición paritaria, en cuanto a participada tanto por la empresa como por la representación de trabajadores y trabajadoras, así como a una composición equilibrada[ 6 ] en cuanto a sexo, según se extrae de la da Primera loimh), se puede extraer que es un requisito necesario.

    


    	Definir indicadores claros, objetivos y medibles (definir los indicadores idóneos en función de qué se va a evaluar). La necesidad de que los planes de igualdad contengan un conjunto de medidas «evaluables», tal y como ha establecido el Real Decreto 901/2020, de 13 de octubre, citado, hace que tengamos que ir a otras referencias normativas a buscar como diseñar medidas evaluables. Para ello es de utilidad la referencia de la loimh a indicadores de género (artícu­lo 20) que establece que, para

  


  que se garantice la integración de modo efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos, en la elaboración de sus estudios y estadísticas, deberán a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos que lleven a cabo. b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar.


  En este contexto, cabe recordar que la disposición adicional primera de la loimh informa de que, a efectos de la ley, un indicador de igualdad es la presencia o composición equilibrada, de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento.


  4.4.4. Obligación de registro de los planes de igualdad


  La loimh, en su redacción tras la modificación por el Real Decreto-ley 6/2019, incorpora la obligación de las empresas a inscribir sus planes de igualdad en el Registro de Planes de Igualdad de las Empresas (artícu­lo 46.5). Con este objeto prevé la creación del Registro de Planes de Igualdad de las Empresas, como parte de los Registros de convenios y acuerdos colectivos de trabajo dependientes de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social y de las Autoridades Laborales de las Comunidades Autónomas (artícu­lo 45.4), desarrollado reglamentariamente mediante el Real Decreto 901/2020, de 13 de octubre, citado.


  A modo de conclusión, es importante retener la idea de que los planes de igualdad en las empresas, públicas o privadas, son instrumentos, articu­lados por la loimh para alcanzar la igualdad efectiva en el ámbito laboral. Por su parte, un plan de igualdad no es solamente un documento de planificación, es, además, un proceso integrado por distintas fases (diagnóstico, elaboración, aplicación, seguimiento y evaluación), en el cual la participación activa de los trabajadores y trabajadoras, en la forma legalmente establecida por la legislación laboral, se considera por la propia loimh, como un requisito legal necesario para su efectiva implantación.
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  INTRODUCCIÓN


  Con la finalidad de avanzar en la superación de ciertos obstácu­los que impiden la plena igualdad de las mujeres y los hombres en las organizaciones, esta asignatura de carácter optativo visibiliza la necesidad de contar con personal formado en materia de igualdad, al mismo tiempo que explica constructos como los estereotipos de género y fenómenos como el techo de cristal o el más reciente precipicio de cristal, evidenciándose en este caso la importancia de potenciar las capacidades de liderazgo en igualdad de condiciones. Esta asignatura se enmarca en el itinerario profesional de agente de igualdad del Máster Universitario en Igualdad y Género en el Ámbito Público y Privado (Plan de 2013).


  En las siguientes páginas de este capítulo se presentarán los objetivos, las competencias y los resultados de aprendizaje que se pretenden alcanzar con el trabajo en esta asignatura. Seguidamente se detallarán los contenidos específicos en distintos subapartados. Por último, se incluirán las referencias utilizadas así como un listado de bibliografía básica y complementaria que el estudiantado puede consultar para profundizar en alguno de sus contenidos.


  OBJETIVOS


  Si la presencia de mujeres y hombres en las organizaciones, tanto en el ámbito privado como público, fuera igualitaria de forma efectiva e implicara las mismas ventajas/desventajas a ellas y a ellos, no sería necesario apelar a cuestiones de género para entender por qué, en comparación con los hombres, las mujeres suelen desempeñar trabajos más precarios, con peores condiciones y peor pagados, y acceder al poder en las organizaciones en menor medida (más todo lo que ello supone social y económicamente). Además, cuando tratan de alcanzar puestos de responsabilidad, los datos muestran que cuentan con más dificultades. De ahí que esta asignatura pretenda, en primer lugar, y partiendo de una revisión de la realidad de las mujeres en los ámbitos privado y público, analizar, con una perspectiva de género y bajo una óptica psicosocial, cuál es su situación real en las organizaciones laborales actuales, en qué medida pueden acceder a puestos de poder y bajo qué condiciones, y, finalmente, qué se puede hacer, desde un enfoque psicosocial, para fomentar la igualdad efectiva de ambos grupos en las organizaciones. En una segunda parte, la asignatura va a señalar las principales asociaciones feministas en distintas áreas de actuación, los principales organismos públicos estatales y autonómicos cuyas competencias están dirigidas a lograr la igualdad efectiva de mujeres y hombres, los contenidos más relevantes del plan estratégico estatal para la igualdad de oportunidades y la figura de agente de igualdad como profesional cualificado para impulsar, ejecutar y evaluar acciones dirigidas a conseguir la igualdad de género en diferentes espacios de intervención.


  COMPETENCIAS


  El aprendizaje con esta asignatura tiene como cometido adquirir las competencias profesionales que permitan:


  
    	CG05 – Ser capaz de aplicar de la corresponsabilidad en el ámbito público y privado.

  


  También se deberán adquirir las siguientes competencias profesionales específicas:


  
    	E7 – Saber emplear las herramientas adecuadas para promocionar la igualdad efectiva de mujeres y hombres y prevenir la violencia de género.


    	E8 – Ser capaz de asesorar sobre igualdad efectiva de mujeres y hombres y prevención de la violencia de género.

  


  RESULTADOS DEL APRENDIZAJE


  Como resultados del aprendizaje de la asignatura se espera que la/el estudiante sea capaz de:


  
    	Analizar críticamente el rol de las mujeres en puestos de responsabilidad.

      En particu­lar, se revisará cuál es la situación de las mujeres y los hombres en el mercado laboral, teniendo en cuenta la vigencia de los estereotipos de género y todo lo que ello implica. Se analizará en qué medida las mujeres pueden acceder de forma efectiva a puestos de poder en las organizaciones actuales, cuáles son las dificultades y qué elementos pueden tenerse en cuenta para que dicha igualdad entre mujeres y hombres pueda materializarse.

    


    	Conocer las instituciones públicas para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.


    	Conocer la figura de la/del agente de igualdad. En particu­lar, se examinará el perfil profesional de la/el agente de igualdad, cuáles son sus funciones y los diferentes escenarios profesionales en que puede ejercerlas.

  


  CONTENIDOS


  En este apartado se desarrollan los contenidos fundamentales que trata la asignatura, teniendo en cuenta que al finalizar su estudio el estudiantado debe ser capaz de comprenderlos y aplicarlos según las competencias que deben adquirirse en su desarrollo. En una primera parte, partiendo de una revisión acerca de la realidad de las mujeres en los ámbitos público y privado, se profundizará en el análisis de la situación de las mujeres en las organizaciones laborales actuales ―eje central de esta asignatura―. Nos adentraremos después en la cuestión del liderazgo en las organizaciones y el género, donde se examinarán el peso de los estereotipos de género y su influencia en la vigencia de fenómenos como el techo y el precipicio de cristal. También se darán algunas claves para alcanzar la igualdad efectiva de mujeres y hombres en las organizaciones actuales. En la segunda parte, se indicarán las principales asociaciones feministas en catorce áreas de trabajo, se analizarán las principales instituciones públicas estatales y autonómicas para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y se detallarán las funciones, el perfil profesional y los escenarios profesionales de la figura de la/del agente de igualdad.


  1. LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS PÚBLICO Y PRIVADO


  La presencia de mujeres y hombres en los ámbitos público y privado no se puede considerar equilibrada en nuestros días. Estas esferas se diferencian en el tipo de actividades que comportan y el tipo de roles que asumen quienes se mueven en ellas.


  La esfera pública es el ámbito de la producción, esto es, se dedica a producir bienes y servicios con valores de cambio dirigidos al mercado. Por tanto, incluye toda la serie de trabajos remunerados y valorados socialmente. Su principal objetivo es la obtención y acumulación de beneficio; está orientado a la producción mercantil, y se asocia tradicionalmente ―y todavía sigue ocurriendo― a los hombres.


  Por su parte, la esfera privada corresponde al ámbito de la reproducción y se desarrolla en el ámbito familiar, es decir, se centra en producir bienes y servicios con valor de uso en este ámbito; actividades que, sin embargo, no están remuneradas. Su objetivo es la reproducción de la fuerza del trabajo y todo lo que ello comporta (crianza, educación de los/as hijos/as) así como el cuidado de otros familiares dependientes. A diferencia de la otra esfera, esta se orienta a velar por el bienestar de las personas. Si la esfera pública se ha vincu­lado tradicionalmente a los hombres, esta, por el contrario, sigue estando asociada a las mujeres, en la medida que los estereotipos de género y su perpetuación condicionan el comportamiento de mujeres y hombres en ambos ámbitos.


  1.1. Vigencia de los estereotipos de género


  Pese a que se están produciendo notables trasvases de mujeres hacia el ámbito público y de hombres hacia el ámbito privado (cada vez son más los que asumen como propias las labores domésticas y de cuidado de los/as hijo/as), lo cierto es que los estereotipos de género siguen presentes. Estos son creencias acerca de las características y las conductas habituales de hombres y mujeres. En ellos, además, pueden diferenciarse dos dimensiones: la descriptiva y la prescriptiva (Cuadrado, Navas y Molero 2006). El componente descriptivo alude a las creencias sobre las características que poseen hombres y mujeres. Así, se considera que los hombres son independientes, dominantes, agresivos, asertivos, confiados e intelectuales, mientras que las mujeres son emocionales, compasivas, hogareñas, sumisas y gentiles. El segundo componente, el prescriptivo, se refiere a las creencias sobre las características deseables para los miembros de cada sexo. Esto es, indican cómo deberían comportarse hombres y mujeres. De esta forma, el estereotipo femenino incluye prescripciones tales como que una mujer debería tener habilidades interpersonales, ser pasiva, dócil, mostrar interés y cooperar con los demás. En la investigación sobre género, la dimensión femenina de los estereotipos se denomina expresiva o comunal y, la masculina, instrumental o agéntica (Cuadrado et al. 2006).


  Aunque nada tiene de malo ser gentil o poseer cualquiera de los supuestos rasgos o conductas femeninas, es evidente que no son características que favorezcan la consecución de posiciones de autoridad y liderazgo, porque muchos de esos rasgos no se consideran deseables. Por ejemplo, en nuestra cultura se asume que los hombres poseen rasgos deseables como la decisión o la fortaleza, mientras que los correspondientes a las mujeres, menos deseables, incluyen la pasividad o la sumisión. Pese a que obviamente existen diferencias biológicas entre hombres y mujeres, la magnitud y el alcance de estas es mucho menor de lo que sugieren los estereotipos, pero persisten y condicionan el comportamiento, tanto de mujeres como de hombres, en todas las esferas de la vida, incluida la del trabajo.


  1.2. Situación de las mujeres en las organizaciones laborales: luces y sombras


  Uno de los cambios más importantes del pasado siglo xx ha sido la incorporación masiva de las mujeres al mercado laboral. Esta entrada, a excepción del trabajo en las fábricas en plena Revolución Industrial, se inició como consecuencia de la Primera Guerra Mundial ―entonces, muchas de ellas debieron ocupar los empleos que los hombres dejaban para ir a la guerra―; y se aceleró en las décadas posteriores. Es, sobre todo, en la década de los sesenta del siglo xx cuando se produce el fenómeno de la feminización de la fuerza de trabajo. Poco a poco, se fueron introduciendo en profesiones que antes estaban reservadas a los hombres. Cada vez son más las que tienen un empleo o desean tenerlo y que, por tanto, tienen un mayor peso en la actividad económica general. En España podemos hablar de un irreversible proceso de incorporación y permanencia de las mujeres en el mercado laboral, que empezó más tarde que en la mayoría de los países europeos. Así, puede hablarse de un importante crecimiento de la tasa de actividad, especialmente en los últimos dos decenios, que exhibe además una extraordinaria fortaleza en las generaciones más recientes.


  Sin embargo, los datos más próximos referidos a España ofrecidos por el Instituto Nacional de Estadística (en adelante, ine), continúan reflejando la situación de clara desventaja de las mujeres con respeto a los hombres. La tasa de actividad y también la de empleo es menor en las mujeres (53,28 % y 44,80 %, respectivamente) que en los hombres (64,46 % y 56,61 %, respectivamente), mientras que la tasa de paro de las mujeres (15,92 %) continúa estando por encima de la de los hombres (12,17 %) (ine 2019a). A nivel internacional, la oit (2019) subraya la persistencia de una gran brecha entre los géneros en la participación laboral. La tasa de participación laboral femenina fue del 48 %, muy inferior a la masculina, que fue del 75 %. En 2018 alrededor de tres de cada cinco de los 3.500 millones de integrantes de la fuerza de trabajo mundial eran hombres. También resalta una mayor prevalencia de la subutilización de la fuerza de trabajo entre las mujeres. En este grupo de quienes buscan empleo pero no están disponibles para incorporarse a uno, o sí están disponibles, pero no buscan empleo, hay muchas más mujeres que hombres. En consecuencia, la correspondiente tasa de subutilización de la fuerza de trabajo es más elevada en el caso de las primeras que en el de los segundos. Además, es mucho más probable que las mujeres trabajen a tiempo parcial, y un importante porcentaje de ellas afirma que preferiría trabajar más horas.


  Un fenómeno todavía persistente, como resultado de la vigencia de los estereotipos de género, es el de la segregación del mercado de trabajo: vertical y horizontal. Esto significa que el mercado de trabajo aún se encuentra dividido entre empleos considerados masculinos o femeninos. Las mujeres están concentradas en determinadas ocupaciones feminizadas ―por ejemplo, profesiones que muchas veces tienen como cometido principal atender y/o servir a otras personas (segregación horizontal)―. Del total de mujeres ocupadas, el porcentaje más alto de participación por rama de actividad económica corresponde a la del comercio al por mayor y al por menor, el segundo lugar corresponde a actividades sanitarias y de servicios sociales, y el tercero a educación. Los porcentajes más bajos de actividad femenina corresponden a las ramas de suministro de agua, actividades de saneamiento, gestión de residuos y descontaminación y suministro de energía eléctrica, gas, vapor y aire acondicionado. En las ramas de industrias extractivas y actividades de organizaciones y organismos extraterritoriales no hay participación femenina (véase ine 2019b). Esta división del trabajo es problemática, porque las actividades laborales femeninas suelen ir acompañadas de sueldos más bajos, mayor desempleo, menor valoración social y mayor inestabilidad (Barberá, Ramos, Sarrió y Candela 2002). En paralelo, permanecen concentradas en los niveles más bajos de la jerarquía laboral ―segregación vertical―. Según las estadísticas más recientes del ine (2019b), en 2018, el 76,3 % de las mujeres eran empleadas (con jefes y sin subordinados) y el 7,1 % eran ocupadas independientes (sin jefes ni subordinados). Un 6,1 % de mujeres eran mandos intermedios, un 5,0 % encargadas, jefas de taller o de oficina, capataz o similares y un 4,9% directoras de pequeña empresa, departamento o sucursal. Un 0,3 % eran directoras de empresa grande o media. En 2018, el porcentaje de mujeres en el conjunto de Consejos de Administración de las empresas que forman parte del Ibex-35 era del 22,2 %. El porcentaje de mujeres que ostentaban la presidencia era solo del 8,8 %.


  2. LIDERAZGO Y GÉNERO: ¿LAS MUJERES Y LOS HOMBRES LIDERAN DE FORMA DIFERENTE?


  Cuando hablamos de puestos de responsabilidad, necesariamente hemos de hablar de liderazgo, algo que podemos definir como un proceso de influencia entre quien lidera y quienes le siguen que se orienta a la consecución de las metas de un grupo, una organización o incluso una sociedad en su conjunto. Tal y como recogen Cuadrado et al. (2006), la literatura sobre liderazgo contempla fundamentalmente tres clasificaciones de formas de entender el liderazgo:


  
    	Estilo autocrático/estilo democrático. La/el líder que adopta un estilo autocrático ordena lo que se tiene que hacer y no se preocupa de las necesidades de autonomía y desarrollo de los miembros del grupo, mientras que la/el líder con estilo democrático comparte la toma de decisiones con sus subordinados y se preocupa por la necesidad de estos de contribuir a decidir lo que se hace.


    	Estilo orientado a la tarea/estilo orientado a las relaciones. La/el líder con un estilo orientado a la tarea se interesa fundamentalmente por la eficacia en el logro de las tareas u objetivos, mientras que la/el líder que se orienta a las relaciones se interesa fundamentalmente por la satisfacción y el bienestar de las personas a las que dirige.


    	Liderazgo transaccional/liderazgo transformacional. La/el líder transaccional basa su influencia en el intercambio de recompensas con las personas a su cargo, mientras que el liderazgo transformacional se caracterizar por la elevada motivación a sus seguidores/as para que lleguen «más allá» de lo esperado. Para ello, de acuerdo con Molero (2011), se pueden utilizar diferentes estrategias: aumentar la comprensión de sus seguidores/as acerca del trabajo a realizar, hacer que transciendan su propio interés en beneficio del interés grupal y cambiar su jerarquía de necesidades, haciendo que adquiera más importancia la necesidad de autorrealización.

  


  Ahora cabe preguntarse, ¿existe un «estilo femenino» de liderazgo? En los estudios empíricos llevados a cabo en organizaciones laborales se observa que los hombres tienden en mayor medida que las mujeres a utilizar estilos autocráticos, directivos y orientados a la tarea, mientras que las mujeres tienden a utilizar estilos más democráticos, participativos y orientados a las relaciones. También se ha visto que las mujeres, en comparación con los hombres, adoptan un liderazgo más transformacional. En concreto, se ha visto que las diferencias, en favor de las mujeres, aparecen especialmente en dos de las dimensiones del liderazgo transformacional: consideración individualizada (prestar atención a las necesidades individuales de logro y crecimiento de los miembros del grupo) y conductas de recompensa contingente (clarificar las expectativas de sus seguidores/as y proporcionar reconocimiento cuando se consiguen los objetivos) (Cuadrado 2011). Pese a que las diferencias detectadas entre el liderazgo de las mujeres y los hombres son significativas, no son demasiado importantes, lo que mantiene abierto el debate. Lo cierto es que existen diferentes variables psicosociales y organizacionales que matizan los resultados. Por este motivo, como apunta esta investigadora, quizá la pregunta acertada no es tanto si mujeres y hombres lideran de forma diferente, sino, más bien, ¿qué variables influyen en la forma de liderar de mujeres y hombres?


  3. EL TECHO DE CRISTAL EN LA PROMOCIÓN PROFESIONAL DE LAS MUJERES


  Una y otra vez se pone de relieve que, en contadas ocasiones, las mujeres llegan a la cima, y suelen quedarse estancadas en puestos por debajo de su potencial. Cuanto más alto es el puesto, más nítida es la brecha entre los dos grupos (Agut y Martín 2007). Esto ha llevado a diferentes autoras/es y también a organismos oficiales (Catalyst, 2019), a mostrar y denunciar la existencia del denominado techo de cristal (glass ­ceiling), término acuñado por Segerman-Peck (1991), que alude a una última barrera basada en prejuicios hacia las mujeres que impide el avance de estas a posiciones de alto nivel, quedándose así estancadas en los niveles medios de la dirección. Esta barrera transparente impide a muchas mujeres con capacidad personal y profesional alcanzar posiciones en los entornos directivos y promocionarse dentro de ellos.


  La investigación sobre desarrollo de carrera ―es decir, cómo las personas exploran sus opciones, planifican sus acciones, desempeñan y progresan en los roles vocacionales elegidos― centrada en cuestiones de género, ha experimentado una auténtica explosión de información en las últimas décadas y, especialmente, la referida a las barreras que dificultan el avance de las mujeres. La cuestión que se plantea es: ¿qué está provocando que las mujeres tengan dificultades o incluso que nunca puedan llegar a la cima en una organización? Pese a que la respuesta no es fácil, la investigación sobre este tema ha conseguido identificar, tal y como revisan Agut y Martín (2007), un conjunto de factores que afecta de forma significativa a la mayoría de mujeres y que tratamos a continuación.


  El impacto de fenómenos como la segregación del mercado de trabajo y la discriminación laboral es indudable. El trabajo profesional, especialmente el directivo, exige con frecuencia una gran dedicación para conseguir reconocimiento y ascensos. Y para que las personas puedan alcanzar puestos de alta responsabilidad, es importante que tengan acceso a un amplio rango de oportunidades de desarrollo de carrera o experiencias laborales que les permita prepararse para tales puestos. Sin embargo, las mujeres parecen contar con menores oportunidades para desarrollar su carrera, porque, aunque no tengan hijas/os, se las considera madres potenciales. Como resultado, en comparación con sus compañeros, se invierte menos en su formación y reciben menos oportunidades para progresar profesionalmente. A esto hay que añadir que, por lo general, las mujeres se suelen encontrar excluidas de las redes sociales informales de poder y están peor preparadas para los juegos y estrategias de las políticas de empresa, que son precisamente los que condicionan el acceso a puestos de dirección (Cuadrado et al. 2006).


  La ausencia de una política laboral consolidada que favorezca la conciliación de la vida laboral, familiar y personal también es un factor a tener en cuenta. A diferencia de otros países europeos, en España todavía no existe una política laboral que facilite realmente una conciliación efectiva. Conciliar significa ajustar las necesidades personales y las laborales sin que una exceda a la otra, manteniéndolas proporcionalmente iguales y esto hoy en día aún es una utopía. Todavía la mayor parte de personas en situación de excedencia por el cuidado de los/as hijos/as son las madres y también la mayoría de los permisos por maternidad/paternidad, actualmente denominados «permisos por nacimiento y cuidado de menor», son disfrutados por las progenitoras. Además, buena parte de las personas que abandonan el mercado laboral por razones familiares son mujeres (ces 2017). Estrechamente relacionado con esto está su dificultad para compartir las responsabilidades domésticas y del cuidado de los/as hijos/as con sus compañeros. Ellas han ganado terreno fuera de casa (sustentador universal), pero su nivel de implicación en las responsabilidades de los/as hijos/as y el hogar no ha disminuido sustancialmente (cuidador universal). Continúan estando más dedicadas al cuidado de los/as hijos/as, aun cuando ambos miembros de la pareja aporten ingresos al hogar (ine 2019b).


  El acoso sexual en el trabajo es una forma de discriminación que sufren mayoritariamente las mujeres y una de las barreras más aversivas de cara a su desarrollo de carrera. Engloba cualquier conducta de naturaleza sexual u otros comportamientos basados en el sexo, que afectan a la dignidad de las personas en el trabajo (Alcover 2004). Este tipo de conductas todavía no se ha erradicado, pese a la legislación. Estas acciones de naturaleza sexual tienen un enorme impacto, ya que crean un ambiente laboral hostil para la víctima, deteriorando su salud física y psíquica.


  La creencia de que las mujeres no dirigen o lideran tan bien como los hombres se ha utilizado también para justificar por qué no acceden a los niveles más elevados de la jerarquía laboral. Sin embargo, en realidad, ellas no se diferencian de los hombres en sus estilos de liderazgo o, al menos, no con mucha intensidad, como hemos comentado anteriormente (Cuadrado et al. 2006). También se ha señalado que las mujeres poseen peores creencias de eficacia en los estudios considerados tradicionalmente masculinos (ciencia y tecnología, en general) que en los considerados femeninos. Por ejemplo, las chicas se perciben menos eficaces que los chicos en el uso de las tecnologías de la información y la comunicación. Esto, además, está relacionado con su autoeficacia ocupacional: la autoeficacia de las mujeres es más baja para las ocupaciones dominadas por hombres y más alta para las dominadas por ellas.


  Aquí es importante tener en cuenta la profecía autocumplida. La creencia compartida de que las mujeres pueden desempeñar unos trabajos y no otros y que no tienen «madera» para dirigir, no solo favorece que se resistan a contratarlas, sino que ellas pueden llegar a creerse que no sirven para ocupar determinados puestos, como los de dirección. Como consecuencia, ponen menos empeño en su promoción profesional y se da así cumplimiento a la profecía. Si una mujer se siente menos capaz de ser eficiente en un ámbito tradicionalmente masculino, difícilmente acabará formándose en esa materia. Este alejamiento formativo todavía se sigue dando en el caso de las materias masculinas, especialmente las denominadas stem (sciences, technologies, engineering, mathematics). Por ejemplo, en 2017, en España, la tasa de personas graduadas en ciencias, matemáticas, informática, ingeniería, industria y construcción por 1.000 habitantes con edades comprendidas entre los 20 y los 29 años era de 30,4 % en los hombres y de 13,1 % en las mujeres (ine 2019b). Este desequilibrio es problemático, ya que estas titulaciones suelen ser más demandadas en el mercado de trabajo y, por tanto, ofrecen mayores posibilidades de empleo y promoción.


  Hay un factor especialmente relevante a la hora de comprender por qué aparece el techo de cristal. Nos referimos a los estereotipos de género. De hecho, el techo de cristal en realidad es una consecuencia de ellos y de las expectativas que estos generan sobre cómo se comportan y cómo deberían comportarse las mujeres de cara a su acceso a puestos directivos (Cuadrado 2011).


  Así, los atributos, las actitudes y los comportamientos con los que se describe a una persona que ocupa un puesto directivo coinciden con los asignados a los hombres, pero no a las mujeres (think manager-think male) (Schein 2001). Esto facilita que las mujeres sean peor evaluadas que los hombres porque las cualidades estereotípicamente femeninas (debilidad) no encajan con las cualidades necesarias para desempeñar de forma eficaz trabajos de alto nivel (agresividad, competitividad). Como consecuencia, se devalúan sus logros y, si tienen algún éxito, se atribuyen más a factores externos (suerte) que a internos (capacidades, habilidades...) (García-Retamero y López-Zafra 2006). Además, las mujeres reciben peores evaluaciones que los hombres. Aquellas que son competentes y han obtenido éxito en trabajos masculinos han transgredido estas normas, pues su conducta es inconsistente con las creencias sociales acerca de la conducta femenina deseable. Como resultado, se las desaprueba y rechaza socialmente, dando lugar a juicios y decisiones que dificultan su avance a posiciones de mayor responsabilidad (Cuadrado 2011).


  Estas ideas sobre la influencia de los estereotipos de género en la existencia del prejuicio hacia las mujeres líderes se han plasmado en la propuesta teórica desarrollada por Eagly y Karau (2002): Teoría de la congruencia de rol del prejuicio hacia líderes femeninos. El concepto central de la teoría es el de rol de género y se distinguen dos tipos de expectativas asociadas a este rol social: las descriptivas (creencias sobre atributos, roles y conductas que caracterizan a hombres y mujeres) y las injuntivas (creencias sobre atributos, roles y conductas a las que deben conformarse hombres y mujeres). Tanto las expectativas descriptivas como las injuntivas pueden derivar en prejuicio hacia las mujeres, que se manifestaría de dos formas. La primera, derivada de los aspectos descriptivos, es la percepción menos favorable de las mujeres que de los hombres como potenciales ocupantes de roles de liderazgo. Como consecuencia de la mayor estereotipicidad masculina del liderazgo, se asume que las mujeres tienen una menor capacidad para este. La segunda forma de manifestación del prejuicio, derivada de los aspectos injuntivos, son las evaluaciones menos favorables de la conducta que sigue las prescripciones del rol de líder cuando es adoptado por una mujer. Se entiende que la conducta de liderazgo de una mujer es inconsistente con muchas creencias acerca de la conducta femenina deseable, de forma que cuando estas ejercen un rol de líder se estarían desviando de su rol de género. En definitiva, se generan actitudes menos favorables hacia las mujeres líderes o potenciales líderes que hacia los hombres líderes, y tienen mayor dificultad para ocupar tales roles y para ser reconocidas como líderes eficaces.


  Esta teoría también propone que el prejuicio hacia las mujeres líderes es un fenómeno variable. Así, la percepción de que ellas poseen menos capacidad de liderazgo que los hombres depende de la definición de los puestos de liderazgo (de forma más femenina o masculina). En la medida en que un determinado rol de liderazgo sea poco (o menos) masculino, será probable que sea más congruente con el de género femenino, debilitando así la tendencia a considerar a las mujeres menos cualificadas que los hombres. Otro factor destacable es la mayor o menor importancia concedida al estereotipo femenino en relación con el de líder; de forma que cuando la importancia atribuida sea mayor, es más probable que se perciba mayor congruencia entre el rol de género femenino y el rol de líder. Otra variable implicada es el sexo del perceptor. Los hombres suelen tener una concepción más masculina del liderazgo que las mujeres, mientras que las mujeres suelen manifestar una concepción más andrógina de los roles directivos (consideran que se precisa de una combinación tanto de aspectos comunales como agénticos) (Schein 2001).


  Además, las mujeres reciben evaluaciones más negativas cuando el rol de liderazgo es definido de modo más agéntico (rol militar) o cuando se adaptan en mayor medida a estos requisitos agénticos. El motivo es que sus conductas «tan masculinas» no se consideran congruentes con su rol de género. Sin embargo, estas evaluaciones negativas pueden disiparse, al menos parcialmente, cuando las mujeres añaden a su repertorio conductual comportamientos consistentes con el estereotipo femenino. En la literatura se hace referencia a la doble limitación de las mujeres en roles de liderazgo, caracterizada por la existencia de «una franja reducida de conducta aceptable: algo femenina, pero no demasiado, y algo masculina, pero tampoco demasiado». Ahora bien, este prejuicio no emerge de la antipatía hacia las mujeres en general ni de la admiración hacia los hombres en general, sino más bien de actitudes construidas en un contexto social particu­lar. Así, hombres y mujeres tienden a ser víctimas de prejuicios en aquellos roles para los que se percibe que están cualificados en función de cualidades estereotípicas de género (Eagly y Sczesny 2009).


  4. MÁS ALLÁ DEL TECHO DE CRISTAL: EL FENÓMENO DEL PRECIPICIO DE CRISTAL


  La investigación sobre desarrollo directivo en mujeres está ampliando su foco de atención. En vez de ocuparse únicamente de las barreras con las que se encuentran para alcanzar posiciones de liderazgo, ahora interesa también conocer qué les ocurre una vez alcanzan puestos de dirección. Todavía son pocas las que consiguen romper el techo de cristal, y escasa la investigación acerca de lo que ocurre después de llegar a posiciones directivas, pero lo cierto es que se está viendo que se enfrentan a una forma diferente y sutil de discriminación: el precipicio de cristal (glass cliff) (Ryan y Haslam 2005).


  Estos autores señalan que cuando las mujeres acceden a este tipo de puestos lo hacen, precisamente, a los más precarios, porque suelen ser más «peligrosos» y complicados, y en ellos existe un alto riesgo de fracasar. Cuando el fracaso llega, son ellas quienes deben hacer frente a las consecuencias y quienes están más expuestas a las críticas negativas y la censura. Estos autores revisan los datos de más de cien importantes empresas británicas y constatan que el hecho de que haya mujeres en el consejo de dirección no está asociado con peores resultados para la compañía. En realidad, observan que las empresas suelen incorporar a mujeres en puestos de liderazgo precisamente cuando están atravesando momentos de crisis (para ello analizan la productividad de la compañía meses previos a la elección de la candidata).


  También encuentran que una vez ellas están dentro, las empresas, aunque siguen teniendo baja productividad, experimentan una cierta mejoría. Por tanto, teniendo en cuenta la alta probabilidad de que las organizaciones sigan experimentando malos resultados, puede considerarse que los puestos que ellas ocupan son más arriesgados y precarios (esto es, ellas corren un alto riesgo de ser asociadas con el fracaso) que aquellos que ocupan ellos. Pero las críticas en tiempos de crisis no acaban aquí y suelen precipitar la salida de la/el líder. Esta podría ser la razón que explicaría por qué la antigüedad media de las mujeres en puestos de alta dirección es mucho más corta que la de los hombres.


  Ryan y Haslam (2007) apuntan a diferentes factores para explicar por qué aparece el precipicio de cristal. Hablan de la existencia de un sexismo hostil que buscaría el fracaso de la mujer situándola en puestos directivos en los que es difícil triunfar. También aluden al sexismo benevolente que considera que ofrecer un puesto de liderazgo a las mujeres, aunque sea malo, es mejor que no ofrecérselo, y que con ello se las estaría favoreciendo («A caballo regalado no hay que mirarle el diente»). Otra explicación alternativa sería la existencia del favoritismo endogrupal. Desde este punto de vista, se considera que, teniendo en cuenta que quienes eligen a los directivos suelen ser hombres, estos procuran favorecer a los miembros de su grupo y, como consecuencia, dan los mejores puestos a otros hombres, mientras que ellas acceden a aquellos puestos que son de dudoso valor y futuro incierto. Estos autores también plantean la existencia de un deseo, por parte de la empresa en situación de crisis, de mejorar su imagen pública, mostrando que no llevan a cabo discriminación por razón de género.


  Otra de las explicaciones aportadas por Ryan y Haslam (2005, 2007) que, sin embargo, no excluiría las explicaciones anteriores, es la que apunta a los estereotipos de género para comprender muchas de las experiencias de las mujeres en el trabajo, especialmente en su acceso a los puestos de liderazgo complicados. Desde esta perspectiva se entiende que no hay un único prototipo de buen líder que funcione para todas las situaciones ―como la literatura sobre liderazgo pone también de manifiesto― sino que el estilo de liderazgo es dinámico y dependiente del contexto (Ryan y Haslam 2007). Estos autores señalan que lo que se requiere y espera de un líder en los buenos tiempos es muy diferente de lo que se requiere y espera de él en tiempos de crisis. En estas situaciones de malos resultados el think manager-think male se transforma en think crisis-think female (pensar en crisis-pensar en femenino) (Ryan y Haslam 2007).


  Parece que las características propias del estereotipo femenino, como puede ser la habilidad para las relaciones sociales, las capacitaría en mayor medida que a ellos para afrontar los aspectos socioemocionales que toda crisis lleva consigo. Podría decirse que una crisis financiera en una empresa va acompañada de una crisis de confianza, de desmotivación o incluso comporta una alta conflictividad, de forma que haría falta restaurar la situación de confianza, mejorar la motivación o reducir la posible conflictividad ―aspectos socioemocionales vincu­lados al género femenino―, para fortalecer la situación financiera de la compañía.


  Este planteamiento va en la línea de las ideas expresadas en la teoría de la congruencia de rol antes comentada. Eagly y Karau (2002) ponen de relieve que existe un prejuicio hacia las mujeres que ocupan posiciones de liderazgo reales o potenciales como resultado de la incongruencia que las personas perciben entre las características femeninas y los requisitos del rol de líder, es decir, entre las características predominantemente comunales que se asocian con las mujeres y las características predominantemente agénticas que se juzgan necesarias para tener éxito como líder. Sin embargo, como también matiza la teoría, este prejuicio hacia las mujeres también puede disminuir cuando cambia el contenido del rol de liderazgo. Así, cuando se requieren más características comunales o expresivas (normalmente asociadas a las mujeres) para desempeñar puestos directivos, el estereotipo femenino sería más congruente con el de líder y, de esta manera, las mujeres líderes sufrirían menos prejuicios y tendrían más reconocimiento de su eficacia.


  Esto es justo lo que podría estar ocurriendo en empresas que se encuentran en un periodo de malos resultados o crisis. Estas situaciones de recesión parecen precisar de características más comunales, que son las asociadas tradicionalmente a lo comunal o expresivo, con lo que el desarrollo del trabajo en organizaciones que atraviesan crisis sería más congruente con el estereotipo femenino. Esto ayudaría, pues, a entender por qué las mujeres se consideran más idóneas para ocupar puestos de liderazgo en tiempos de crisis. Sin embargo, estudios más recientes revelan que cuando una empresa está centrada en recuperar su rendimiento después de la quiebra económica, los rasgos estereotípicamente masculinos (como la dominancia) parecen más deseables que los rasgos estereotípicamente femeninos (la calidez) (Ryan, Haslam, Hersby y Bongiorno 2011). En esta misma línea, Kulich, Iacoviello, y Lorenzi-Cioldi (2018) han obtenido que se confía más en los líderes con un perfil agéntico (orientados/as, por tanto, más a las tareas que a las personas), porque se considera que tienen las competencias necesarias para implementar los cambios que una empresa en crisis necesita.


  5. CLAVES PARA EL FOMENTO DE LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES EN LAS ORGANIZACIONES DESDE UN ENFOQUE PSICOSOCIAL


  La teoría de la congruencia de rol especifica los cambios que deberían producirse para favorecer el acceso y la permanencia de las mujeres en posiciones de liderazgo en las organizaciones y serían (Cuadrado 2011):


  
    	La redefinición de las cualidades que se requieren para desempeñar las funciones de liderazgo, que serían no solo masculinas, sino también características femeninas y andróginas


    	Que las mujeres puedan adoptar atributos agénticos y otras cualidades masculinas que se demandan en el mercado de trabajo actual.


    	La utilización por parte de las mujeres líderes de estilos de liderazgo andróginos para evitar la incongruencia entre los puestos directivos y el estereotipo femenino.

  


  Precisamente, los cambios que se están produciendo en los últimos años en la definición de cómo es un/a buen/a líder apuntan en esta dirección: mayor valoración de las características tradicionalmente femeninas. Hoy en día se valora menos mandar y controlar y, cada vez más, saber comunicar, escuchar, enseñar, animar; es decir, cualidades más próximas a la esfera comunal o expresiva. Se ha visto, por ejemplo, que el respeto, la admiración y la estima por parte del resto de miembros de la organización es el factor clave para que una/o directiva/o sea percibida/o como influyente y capaz de guiar a la empresa. Además, en un contexto de crisis, si además del respeto, controla recursos valiosos en la organización (como pagas, ascensos...), la influencia percibida de ese/a líder para revertir esos malos resultados se ve aumentada. Sin embargo, si controla esos recursos organizacionales, pero no es respetada/o por las demás personas, su capacidad de influencia se ve reducida de forma significativa. Además, el hecho de ser mujer o ser hombre no determina que sea vista/o como un/a líder más o menos influyente. Por tanto, cuando una directiva es respetada y admirada por el resto de miembros de la organización, las creencias iniciales negativas hacia ella, por el hecho de ser mujer, se diluyen (Agut, Hernádez-Blasi y Lozano-Nomdedeu 2019).


  Un/a buen/a líder debe combinar características agénticas y comunales, es decir, desarrollar un liderazgo más andrógino y alejarse del liderazgo tradicional masculino. El liderazgo transformacional, de hecho, se considera andrógino, es decir, combina características femeninas y masculinas. El/la líder transformacional es capaz de crear situaciones donde las personas son inducidas para que trasciendan su propio interés y se comprometan con el interés del grupo, además, inspira, guía y estimula a sus iguales y seguidores para que consideren sus trabajos desde perspectivas diferentes, los estimula intelectualmente y les proporciona un trato personalizado, es decir, se preocupa por sus problemas y necesidades (Molero 2011). Como hemos comentado anteriormente, prestar atención a las necesidades de logro y crecimiento de los miembros del grupo, clarificar sus expectativas y proporcionar reconocimiento cuando se consiguen los objetivos son conductas que realizan en mayor medida las mujeres.


  Por otra parte, promover el contacto entre las mujeres y los hombres en el contexto organizacional parece la forma menos discriminatoria de tratar las relaciones entre ambos. Esto supondría ignorar las diferencias entre los dos grupos. Sin embargo, esto podría llevar a que a las mujeres se las intentara asimilar al grupo dominante, el masculino, lo cual sería igualmente discriminatorio para ellas. Por ello, un planteamiento alternativo interesante es que ambos grupos consideren sus relaciones como suma no cero, en vez de suma cero. Cuando ambos grupos entienden sus relaciones como suma cero, entienden la relación como competitiva (esto es, si el otro grupo obtiene mucho, nuestro grupo obtiene poco). Implica considerar que las mujeres le quitan el trabajo a los hombres o que la integración de directivas en las empresas es negativa, porque ellas llegan y quitan el trabajo de los hombres que llevan mucho tiempo trabajando en la empresa. La retórica de suma cero está asociada con el sexismo y los prejuicios hacia las mujeres. Por el contrario, cuando la relación entre ambos grupos se clasifica como de suma no cero, la relación es cooperativa. Si el otro grupo obtiene mucho, el nuestro también obtendrá mucho. Siguiendo con el ejemplo anterior, en este caso se pensaría que la integración de directivas en la empresa es buena, porque las mujeres aportan competencias, energía, entusiasmo, etc. La retórica de suma no cero está asociada, por tanto, con actitudes positivas hacia las mujeres y el liderazgo que pueden ejercer en entornos organizacionales. Los contactos de calidad entre ambos grupos, basados en la cooperación y no en la competición, pueden reducir la sensación de amenaza, lo que a su vez mejora las relaciones intergrupales (Viladot 2017).


  6. ORGANIZACIONES PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES


  Las organizaciones para la igualdad efectiva de mujeres y hombres se han ido constituyendo alrededor del mundo desde la década de 1970. Todas ellas comparten la necesidad de analizar las desigualdades de género en diferentes ámbitos y proponer políticas y acciones para hacer efectiva la igualdad de mujeres y hombres. A causa de las reivindicaciones del movimiento feminista y el trabajo que se viene realizando desde las diferentes instituciones, se observan instrumentos y un amplio marco normativo para la ejecución de medidas en materia de igualdad. Aunque actualmente hay una gran sensibilización en la materia y una creciente demanda social, al mismo tiempo se está dando, en determinados sectores de la población, un repunte de actitudes machistas y retrógradas que evidencian las resistencias y la oposición existente hacia las políticas de igualdad. En consecuencia, es necesario blindar estas políticas y continuar trabajando en esta línea, no solo desde las organizaciones para la igualdad, sino desde el movimiento feminista y el resto de los ámbitos de la sociedad.


  6.1. Las asociaciones y el movimiento feminista


  Las movilizaciones promovidas por las mujeres han protagonizado algunos de los momentos más emblemáticos de la historia contemporánea. Sus demandas siempre han estado ligadas a las necesidades cotidianas más básicas, como la subida de precios de productos como el pan o de los impuestos. Consecuencia de esas movilizaciones lideradas por las mujeres son la Revolución francesa, iniciada con la Marcha sobre Versalles de 1789, la Revolución rusa, con la Huelga del 8 de marzo de 1917 o los movimientos vecinales que, junto con otros movimientos de oposición, contribuyeron al fin del régimen franquista en el Estado español (Claveria 2018).


  En la actualidad, las mujeres representan la mayoría de integrantes de las asociaciones y del tercer sector (Valiente 2007). Desde los años setenta del siglo pasado, en el Estado español se han originado dos vertientes respecto a las asociaciones de mujeres. Por un lado, aquellas que respondían al rol tradicional de mujeres y no tenían ninguna pretensión feminista, como las asociaciones de amas de casa o de organizaciones religiosas, entre otras. Por otro lado, aquellas que forman parte del movimiento feminista. En los últimos años, este movimiento ha vivido una eclosión que algunas autoras denominan como la cuarta ola feminista, en la que han centrado el debate en los cuerpos de las mujeres y las violencias que se ejercen contra ellos, especialmente, las agresiones sexuales. Cabe señalar que la introducción de elementos como las tecnologías, internet y las redes sociales, han contribuido a la expansión del discurso feminista alrededor del mundo a través de movimientos como el #MeToo (Claveria 2018).


  Uno de los temas clave en el feminismo español a lo largo de la historia ha sido la reglamentación del aborto. En los años setenta y ochenta del siglo pasado el movimiento feminista reivindicó la despenalización de este a través de distintas movilizaciones, uno de los lemas que marcaron esta etapa fue el «Yo también soy adúltera». Como afirma Valiente (2007), fue así como se contribuyó a crear un clima de opinión en la sociedad favorable a la aceptación de la reforma de la regulación del aborto. La misma situación se volvió a repetir en 2013, cuando se pretendía reformar la Ley del Aborto, la cual se derogó un año más tarde gracias a las movilizaciones encabezadas por la manifestación de el tren de la libertad bajo el lema «Yo decido». Cabe señalar que la elaboración de las políticas está muy ligada a las necesidades y presiones sociales, ya que está en la naturaleza de toda democracia servir y trabajar con y para la ciudadanía. Tal como detalla Valiente (2013, 130), las organizaciones para la igualdad efectiva de mujeres y hombres han proporcionado a la causa feminista un conjunto de medios materiales y humanos con los que nunca antes había contado y que han desempeñado un papel fundamental a la hora de traducir las aspiraciones del movimiento en los objetivos concretos de políticas reales.


  A continuación (tabla 1), se enumeran algunas organizaciones, a modo de ejemplo, que contribuyen al establecimiento de una sociedad más igualitaria desde sus diferentes ámbitos de intervención.


  Tabla 1. Asociaciones y organizaciones en igualdad


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Agentes de ­igualdad

        

        	
          
            	Federación Estatal de Asociaciones Profesionales de Agentes y Promotoras de Igualdad de Género (Fepaio): http://fepaio.org/sp/

          

        
      


      
        	
          Comunicación

        

        	
          
            	Asociación Española de Mujeres Profesionales de los Medios de Comunicación (ameco): http://ameco.org.es/


            	Mujeres en Red: http://www.mujeresenred.net/

          

        
      


      
        	
          Corresponsabilidad

        

        	
          
            	Federación de Asociaciones de Mujeres Separadas y Divorciadas: http://www.separadasydivorciadas.org/


            	Plataforma por Permisos Iguales e Intransferibles de Nacimiento y Adopción: https://igualeseintransferibles.org/

          

        
      


      
        	
          Cultura

        

        	
          
            	Asociación de Mujeres Cineastas y de Medios Audiovisuales (cima): https://cimamujerescineastas.es/


            	Clásicas y Modernas, Asociación para la Igualdad en la Cultura: http://www.clasicasymodernas.org/

          

        
      


      
        	
          Educación

        

        	
          
            	Claustro virtual de coeducación: https://s790099723.websitebuilder.online/


            	Coeducacción: https://coeducaccio.coop/


            	Sin género de dudas: http://singenerodedudas.com/

          

        
      


      
        	
          Igualdad

        

        	
          
            	En clave feminista: http://enclavefeminista.es/


            	Europa Women’s Lobby: https://womenlobby.org/


            	Fundación Mujeres: http://www.fundacionmujeres.es/

          

        
      


      
        	
          Interculturalidad

        

        	
          
            	Afroféminas: https://afrofeminas.com/


            	Asociación Cultural Coordinadora de Inmigrantes (coin): http://www.koin.es/


            	Asociación de Mujeres Españolas Gitanas - romi serseni: http://www.romiserseni.es

          

        
      


      
        	
          Jurisprudencia

        

        	
          
            	Asociación Mujeres Juristas Themis: https://www.­mu jeresjuristasthemis.org/l

          

        
      


      
        	
          lgtbiq+

        

        	
          
            	Federación Estatal de Lesbianas, Gais, Trans y Bisexuales (felgtb): http://www.felgtb.org/


            	Transexualia: http://transexualia.org

          

        
      


      
        	
          Masculinidades ­alternativas

        

        	
          
            	Asociación de Hombres por la Igualdad de Género: https://ahige.org/

          

        
      


      
        	
          Mujeres ­prostituidas

        

        	
          
            	Asociación para la Reinserción y Atención de la Mujer Prostituida (apramp): https://apramp.org/

          

        
      


      
        	
          Mujeres rurales

        

        	
          
            	Confederación de Mujeres del Mundo Rural: https://ceres.org.es/


            	Federación de Asociaciones de Mujeres Rurales (fademur): http://fademur.es/

          

        
      


      
        	
          Participación social

        

        	
          
            	Coordinadora de Organizaciones de Mujeres para la Participación y la Igualdad (compi): https://coordinado racompi.wordpress.com/


            	Federación Estatal de Organizaciones Feministas: http://www.feministas.org/

          

        
      


      
        	
          Salud

        

        	
          
            	Mujeres para el Diálogo y la Salud: http://www.mde.org.es/


            	Mujeres para la Salud: https://www.mujeresparalasa lud.org/

          

        
      


      
        	
          Violencia machista

        

        	
          
            	Asociación contra la Discriminación y la Violencia de Género (maeve): http://www.maeve.biz/


            	Centro de Asistencia a Víctimas de Agresiones Sexuales (cavas): http://www.violacion.org/quienes/default.html


            	Comisión para la Investigación de Malos Tratos a Mujeres (cimtm): https://malostratos.org/


            	Federación de Asociaciones de Asistencia a Víctimas de Violencia Sexual y de Género: http://stopviolencia sexual.org/


            	Feminicidio.net: http://feminicidio.net/

          

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  6.2. Instituciones y organismos para la igualdad y la erradicación de la violencia machista


  El año 1975 marcó un antes y un después en el establecimiento de instituciones y organismos en materia de igualdad. Este año fue declarado por las Naciones Unidas como el Año Internacional de la Mujer, lo que hizo evidente que había unas diferencias notables a la hora de estar en el mundo según se nacía hombre o mujer. Se creó la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer que, un año después, celebraría la Conferencia Mundial del Año Internacional de la Mujer en México, en la cual se definió un plan de acción mundial para la consecución de objetivos que promovían una sociedad más igualitaria. Como consecuencia, en diferentes países occidentales se crearon instituciones para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres y cumplir con los mandatos internacionales.


  En el Estado español, la primera organización en igualdad que se creó fue el Instituto de la Mujer en 1983, la cual se constituyó a causa de las reivindicaciones feministas y del nuevo mandato internacional. Desde entonces, ha venido trabajando ininterrumpidamente por la consolidación de políticas en materia de igualdad. Para Valiente (2013) los organismos en igualdad son más efectivos cuando se cumplen dos condiciones. Por un lado, cuando la mayoría de la población considera que el Estado debe intervenir en la reducción de las desigualdades sociales e incluir a diversos actores sociales en el proceso de elaboración de políticas públicas. Por otro lado, la consolidación de un movimiento feminista bien articu­lado y decidido a cooperar con las instituciones.


  Consecuencia del trabajo realizado por el Instituto de la Mujer son las instituciones para la igualdad, los observatorios, el más antiguo de los cuales es el Observatorio de la Publicidad Sexista creado en 1994 y actualmente denominado Observatorio de la Imagen de la Mujer, seguido por el Observatorio de Igualdad de Oportunidades de Mujeres y Hombres en el 2000, el Observatorio Estatal de Violencia contra la Mujer en 2004 y, a su vez, la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, así como el Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades que se viene realizando desde 2008.


  6.2.1. El Instituto de la Mujer y para la igualdad de oportunidades


  El Instituto de la Mujer (imio, en adelante) fue creado por la Ley 16/1983, de 24 de octubre, y la Dirección General para la Igualdad de Oportunidades emana del Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre. Después de 31 años en funcionamiento, el imio cambió en 2014 su estructura mediante la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa. Con esta se acordó la integración de las competencias de la Dirección General para la Igualdad de Oportunidades dentro de los cometidos y estructura del Instituto de la Mujer y pasó a denominarse Instituto de la Mujer y para la Igualdad de Oportunidades.


  El imio es un organismo autónomo adscrito al ministerio de referencia y tiene como funciones (véase la tabla 2) promover y fomentar la igualdad de ambos sexos, facilitando las condiciones para la participación efectiva de las mujeres en la vida política, cultural, económica y social, así como impulsar políticas activas para el empleo y el autoempleo de las mujeres y fomentar y desarrollar la aplicación transversal del principio de igualdad de trato y no discriminación. En consecuencia, pretende la promoción y el fomento de las condiciones que posibilitan la igualdad social de ambos sexos y la participación de la mujer en la vida política, cultural, económica y social, así como la prevención y eliminación de toda clase de discriminación de las personas por razón de nacimiento, sexo, origen racial o étnico, religión o ideología, orientación o identidad sexual, edad, discapacidad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social (inmujer 2019).


  Tabla 2. Funciones del Instituto de la Mujer y la Igualdad de Oportunidades


  
    
      
    

    
      
        	
          1. Estudiamos la situación de las mujeres españolas en los ámbitos legal, social, económico, educativo, cultural y sanitario.

        
      


      
        	
          2. Recopilamos información y documentación relativa a las mujeres.

        
      


      
        	
          3. Llevamos a cabo iniciativas para sensibilizar sobre la igualdad de género.

        
      


      
        	
          4. Somos agentes activos en la formación en materia de igualdad entre mujeres y hombres, realizando directamente acciones formativas y promoviendo su desarrollo por parte de otros agentes.

        
      


      
        	
          5. Gestionamos los datos estadísticos sobre la situación de las mujeres españolas. Estos datos se obtienen de acuerdo con el Sistema Estatal de Indicadores de Género diseñado por el propio Instituto de Mujer.

        
      


      
        	
          6. Elaboramos informes e impulsamos medidas que contribuyan a eliminar las discriminaciones existentes respecto a las mujeres en la sociedad.

        
      


      
        	
          7. Seguimos la normativa vigente y su aplicación en la materia que es competencia de este Instituto.

        
      


      
        	
          8. Fomentamos relaciones con las instituciones de análoga naturaleza y similares de las Comunidades Autónomas y de la Administración Local, en especial a través de la Conferencia Sectorial y demás órganos de cooperación existentes en este ámbito material.

        
      


      
        	
          9. Promovemos la prestación de servicios en favor de las mujeres y, en particu­lar, los dirigidos a aquellas que tengan una especial situación de vulnerabilidad.

        
      


      
        	
          10. Recibimos y canalizamos, en el orden administrativo, denuncias formuladas por mujeres en casos concretos de discriminación de hecho o de derecho por razón de sexo.

        
      


      
        	
          11. Facilitamos información sobre los derechos de las mujeres y asesoramiento contra la discriminación por razón de sexo.

        
      


      
        	
          12. Promovemos la participación plena de las mujeres en la sociedad de la información.

        
      


      
        	
          13. Contribuimos a recuperar y conservar la memoria histórica de las mujeres.

        
      


      
        	
          14. Gestionamos los fondos europeos del Fondo Social Europeo

        
      


      
        	
          15. Impulsamos y participamos en el diseño de las políticas públicas encaminadas a mejorar la empleabilidad y permanencia en el empleo de las mujeres, y su promoción profesional a puestos de responsabilidad y dirección.

        
      


      
        	
          16. Desarrollamos programas y acciones que fomenten la actividad emprendedora de las mujeres en diferentes ámbitos (empresarial, rural, etc.).

        
      


      
        	
          17. Elaboramos y desarrollamos políticas y medidas que fomenten y sensibilicen en materia de corresponsabilidad y conciliación de la vida laboral, personal y familiar.

        
      


      
        	
          18. Impulsamos la inclusión de la igualdad en la negociación colectiva, para favorecer el acceso de las mujeres al empleo y la aplicación del principio de igualdad de trato y no discriminación en las condiciones de trabajo entre mujeres y hombres.

        
      


      
        	
          19. Contribuimos a la promoción, impulso, fomento y evaluación de la implantación de planes de igualdad en las empresas, y de manera especial en las pyme.

        
      


      
        	
          20. Gestionamos la concesión del distintivo empresarial en materia de igualdad.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de la información de inmujer (2019).


  6.2.2. Observatorio de la Imagen de las Mujeres


  El Observatorio de la Imagen de las Mujeres tiene su origen en el Observatorio de la Publicidad Sexista creado en 1994, que pretendía cumplir con los compromisos legales, europeos y nacionales, para fomentar una imagen equilibrada y no estereotipada de las mujeres.


  Se fundamenta jurídicamente por la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad; la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual. Estos textos legales declaran ilícitas las imágenes vejatorias de las mujeres, prohíben la comunicación comercial que vulnere la dignidad humana o fomente la discriminación e incitan a realizar acciones frente a la publicidad sexista. El objetivo del observatorio es analizar la representación de las mujeres en la publicidad y los medios de comunicación, hacer un seguimiento del contenido y ver cuáles son los roles más significativos y realizar acciones para eliminar las imágenes estereotipadas. Uno de los elementos clave para el funcionamiento del Observatorio es el papel de la ciudadanía, ya que está establecido un sistema en el que le permite expresar sus quejas y detectar aquellos casos en los que haya un tratamiento sexista o discriminatorio de las mujeres (inmujer 2019).


  Tabla 3. Funciones del Observatorio de la Imagen de las Mujeres


  
    
      
    

    
      
        	
          1. Recogida de las quejas ciudadanas y seguimiento de oficio de los contenidos considerados sexistas.

        
      


      
        	
          2. Análisis y clasificación de los contenidos detectados o denunciados con el fin de obtener una visión del tratamiento actual de la imagen de las mujeres en la publicidad y los medios de comunicación.

        
      


      
        	
          3. Actuación frente a los emisores de los mensajes discriminatorios, solicitando la modificación o retirada de las campañas más estereotipadas o denigrantes para las mujeres, o requiriéndoles un cambio de línea en sus acciones futuras.

        
      


      
        	
          4. Difusión de la información obtenida con el fin de continuar fomentando el rechazo social al tratamiento discriminatorio a través de la comunicación mediática.

        
      


      
        	
          5. Participación en actividades de formación y sensibilización sobre la influencia que el tratamiento discriminatorio en los medios y la publicidad tiene en la desigualdad.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia en base a inmujer (2019).


  6.2.3. Observatorio de Igualdad de Oportunidades de Mujeres y Hombres


  El Observatorio se estableció mediante el Real Decreto 1688/2000, de 6 de octubre, por el que se crea el Observatorio de Igualdad de Oportunidades de Mujeres y Hombres. Su objetivo es analizar e investigar la situación que viven las mujeres españolas en los ámbitos educativo, cultural, sanitario y sociocultural. Se recaba información y datos, así como se establece un sistema de indicadores que aportan información sobre la situación de las mujeres respecto con los hombres. Con ello pretende promover la participación en igualdad de las mujeres en todos los ámbitos y proponer políticas que mejoren la situación de las mujeres en todos los espacios (inmujer 2019).


  Tabla 4. Funciones del Observatorio de Igualdad de Oportunidades de Mujeres y Hombres


  
    
      
    

    
      
        	
          1. Actuar como órgano permanente de recogida y análisis de la información disponible en diferentes fuentes nacionales e internacionales.

        
      


      
        	
          2. Formular recomendaciones y propuestas tendentes a mejorar los indicadores y sistemas de información relacionados con las mujeres.

        
      


      
        	
          3. Participar y mantener relaciones con instituciones internacionales similares.

        
      


      
        	
          4. Recibir información sobre medidas y actividades que pongan en marcha las Administraciones Públicas en materia de igualdad de oportunidades.

        
      


      
        	
          5. Evaluar el impacto en la sociedad de las políticas y medidas que afecten a las mujeres.

        
      


      
        	
          6. Constituir un foro de intercambio y comunicación entre organismos públicos y la sociedad.

        
      


      
        	
          7. Proponer iniciativas tendentes a realizar el seguimiento del tratamiento de la figura de la mujer en los medios de comunicación.

        
      


      
        	
          8. Proponer la realización de estudios e informes técnicos de diagnóstico de la situación de las mujeres en España.

        
      


      
        	
          9. Realizar el seguimiento informativo de las políticas sociales que afectan a las mujeres.

        
      


      
        	
          10. Difundir información sobre diversos aspectos relacionados con las mujeres.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de inmujer (2019).


  6.2.4. Observatorio Estatal de Violencia contra la Mujer


  El Observatorio Estatal de Violencia contra la Mujer se creó por el mandato de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Las funciones del observatorio están definidas mediante el Real Decreto 253/2006, de 3 de marzo, por el que se establecen las funciones, el régimen de funcionamiento y la composición del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. Se trata de un órgano colegiado interministerial, al que corresponde el asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, elaboración de informes y estudios y propuestas de actuación en materia de violencia de género. Está adscrito a la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad a través de la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género (mpr Violencia de género - igualdad 2019).


  Tabla 5. Funciones del Observatorio Estatal de la Violencia contra la Mujer


  
    
      
    

    
      
        	
          1. Colaborar institucionalmente en materia de violencia de género, así como promover la colaboración entre el resto de instituciones implicadas.

        
      


      
        	
          2. Actuar como órgano de recogida, análisis y difusión de información periódica, homogénea y sistemática relativa a la Violencia de Género, procedente de las Administraciones Públicas, de otros órganos del Estado con competencias en esta materia y de entidades privadas. A tal efecto se creará una base de datos de referencia y se normalizará un sistema de indicadores mediante el establecimiento de criterios de coordinación para homogeneizar la recogida y difusión de datos.

        
      


      
        	
          3. Formular recomendaciones y propuestas tendentes a mejorar los indicadores y sistemas de información relacionados con la violencia de género.

        
      


      
        	
          4. Recabar información sobre medidas y actuaciones puestas en marcha por las Administraciones Públicas, así como por entidades privadas, para prevenir. Detectar y erradicar la violencia de género.

        
      


      
        	
          5. Evaluar el impacto de las políticas y medidas que se desarrollen con el fin de erradicar la violencia de género y paliar sus efectos.

        
      


      
        	
          6. Elaborar informes y estudios sobre la violencia de género, con el fin de conseguir un diagnóstico lo más preciso posible sobre este fenómeno social.

        
      


      
        	
          7. Asesorar a las Administraciones Públicas y demás instituciones implicadas, en materia de violencia de género, así como constituir un foro de intercambio y comunicación entre organismos públicos y la sociedad.

        
      


      
        	
          8. Realizar propuestas de actuación, en distintos ámbitos, tendentes a prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género y a mejorar la situación de las mujeres víctimas de la misma, así como el seguimiento de estas propuestas.

        
      


      
        	
          9. Participar y mantener relaciones con instituciones internacionales similares, sin perjuicio de las competencias de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

        
      


      
        	
          10. Elaborar, difundir y remitir al Gobierno y a las comunidades autónomas, anualmente, un informe sobre la evolución de la violencia ejercida sobre las mujeres, con determinación de los tipos penales que se hayan aplicado y de la efectividad de las medidas acordadas.

        
      


      
        	
          11. Realizar cuantas actuaciones le sean encomendadas para el mejor cumplimiento de sus fines.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de mpr: Violencia de género - igualdad (2019).


  6.2.5. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género


  La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género se creó por el mandato de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Sus funciones se establecen a través del Real Decreto 816/2018, de 6 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad. Le corresponde a la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género proponer la política del Gobierno contra las distintas formas de violencia de género e impulsar, coordinar y asesorar en todas las medidas que se lleven a cabo en esta materia (mpr Violencia de género – igualdad 2019).


  Tabla 6. Funciones de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género


  
    
      
    

    
      
        	
          1. El impulso de la aplicación del principio de transversalidad de las medidas destinadas a luchar contra las distintas formas de violencia contra la mujer, velando por que, en su aplicación, se tengan en cuenta las necesidades y demandas específicas de las víctimas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad.

        
      


      
        	
          2. La sensibilización social y la prevención de todas las formas de violencia contra la mujer. Para ello, se impulsará la educación en los valores de igualdad entre mujeres y hombres y el respeto a los derechos fundamentales en colaboración con las Administraciones públicas educativas y se realizarán campañas de información y sensibilización, garantizando el acceso a las mismas de todas las personas con especiales dificultades de integración y, particu­larmente, de las personas con discapacidad.

        
      


      
        	
          3. La promoción de la coordinación y la colaboración entre los distintos servicios competentes para garantizar una actuación integral en relación con la valoración y gestión del riesgo. Con este objetivo, se elaborarán planes y protocolos de actuación que garanticen la ordenación de las actuaciones y procedimientos de prevención, detección, asistencia, protección y persecución de los actos de violencia contra la mujer, en colaboración con los departamentos ministeriales y Administraciones competentes.

        
      


      
        	
          4. La promoción de la colaboración, a través de los instrumentos jurídicos adecuados, con las comunidades autónomas y las corporaciones locales para proporcionar asistencia social integral a las mujeres víctimas de la violencia de género, así como a sus hijas e hijos.

        
      


      
        	
          5. El impulso de la coordinación en el ámbito de la Administración General del Estado en materia de trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual y la cooperación con las instituciones y Administraciones competentes para la atención y protección de las víctimas, sin perjuicio de las competencias de los Ministerios de Justicia y del Interior

        
      


      
        	
          6. La realización, promoción y difusión de informes, estudios e investigaciones sobre cuestiones relacionadas con las distintas formas de violencia contra la mujer.

        
      


      
        	
          7. El diseño, elaboración y permanente actualización de un sistema de información en base a la recogida, análisis y difusión de datos relativos a la violencia contra las mujeres procedentes de las Administraciones públicas y de otras entidades, al objeto de permitir el adecuado conocimiento de la situación y la evaluación y el grado de efectividad de las medidas implantadas. A tal fin, la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género se coordinará con el Instituto Nacional de Estadística, con el Centro de Investigaciones Sociológicas y con las entidades implicadas.

        
      


      
        	
          8. El fomento de la formación y especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de prevención, información, atención y protección a las víctimas de violencia contra la mujer.

        
      


      
        	
          9. La promoción de la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que, desde la sociedad civil, actúan contra las distintas formas de violencia contra la mujer a la hora de programar y poner en práctica mecanismos y actuaciones tendentes a erradicarla.

        
      


      
        	
          10. Participar y mantener relaciones en el ámbito internacional, sin perjuicio de las competencias encomendadas a la Secretaría General Técnica.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de mpr: Violencia de género – igualdad (2019).


  6.2.6. Otros observatorios


  Además de los observatorios analizados, también contamos con otros más específicos que, en definitiva, pretenden analizar la situación de igualdad entre mujeres y hombres, y proponer medidas para fomentar la igualdad en los distintos ámbitos: salud, jurisprudencia, fuerzas y cuerpos de seguridad y a nivel internacional.


  Tabla 7. Otros observatorios


  
    
      
      
      
    

    
      
        	
          Tema

        

        	
          Denominación

        

        	
          Función

        
      


      
        	
          Fuerzas y ­Cuerpos de ­Seguridad

        

        	
          Observatorio de la Mujer en las Fuerzas y Cuerpos de la Seguridad del Estado

        

        	
          Hacer un seguimiento de la situación de la mujer en el Cuerpo Nacional de Policía y en la Guardia Civil y formular recomendaciones en materia de igualdad de género.

        
      


      
        	
          Igualdad de Género América Latina y Caribe

        

        	
          Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe

        

        	
          Analizar y hacer visible el cumplimiento de metas y objetivos internacionales en torno a la igualdad de género; poner a disposición de los gobiernos indicadores estratégicos de género y herramientas analíticas para la formulación de políticas.

        
      


      
        	
          Salud

        

        	
          Observatorio de Salud de las Mujeres

        

        	
          Promover la disminución de las desigualdades en salud por razón de género a través de unas líneas de actuación contando con la participación y colaboración de todos los agentes implicados, generando y difundiendo conocimiento que permitan el análisis de género y promuevan la inclusión del enfoque de género y la equidad en las políticas públicas y sistemas de salud.

        
      


      
        	
          Violencia ­Doméstica y de Género en el ámbito Judicial

        

        	
          Observatorio contra la Vio­lencia Doméstica y de Género del Consejo General del Poder Judicial

        

        	
          Analizar y actuar en el ámbito de la Administración de la Justicia, promoviendo iniciativas y medidas dirigidas a erradicar el problema social de la violencia doméstica y de género.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de inmujer (2019).


  6.3. Breve recorrido histórico del Ministerio de Igualdad


  El Ministerio de Igualdad se creó en 2008 con el propósito de hacer efectivas las políticas de igualdad y contra la violencia de género que se venían aprobando tanto a nivel autonómico como estatal, las cuales tenían un claro mandato de la normativa internacional. Desde el 2010, las políticas de igualdad han formado parte de otros ministerios más amplios. Entre el 2010 y el 2011, pertenecían al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, en el que se responsabilizaban de las políticas sanitarias, así como del ámbito social y en materia de igualdad. Respecto a esta última, sus funciones recaían en desarrollar las políticas del Gobierno en materia de igualdad, luchar contra toda clase de discriminación y contra la violencia de género. Asimismo, entre el 2011 y el 2018 se establece el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, lo que supone un cambio de nomenclatura, aunque las funciones continúan siendo las mismas.


  En 2018 se establece una nueva organización ministerial, con la que pasa a denominarse Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad, y tiene la función de vicepresidencia del Gobierno. De este modo, tiene competencias sobre la coordinación de asuntos constitucionales, de apoyo a la Presidencia y otros órganos del Gobierno. Concretamente, propone y desarrolla la política del Gobierno en materia de igualdad, así como de prevención y eliminación de toda clase de discriminación de las personas por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o ideología, orientación o identidad sexual, edad, discapacidad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. También contribuye a la erradicación de las distintas formas de violencia contra la mujer y al fomento de la participación social, política y económica de las mujeres. Para ello, elabora normas, actuaciones y medidas para asegurar la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres.


  Los principales cambios desde el 2008 es que el Ministerio de Igualdad pasó de ser un ministerio propio a compartir sus funciones con otras materias vincu­ladas al ámbito social como son la sanidad y los servicios sociales, a distinción de esta última etapa de en la que comparte espacio con relaciones con las Cortes y Presidencia. Entre sus funciones siempre ha destacado la propuesta y ejecución de las políticas de igualdad, así como de lucha contra toda clase de discriminación y contra la violencia de género. Cabe señalar que tanto en la primera etapa (2008-2010) como en esta última etapa (2018-2019) se añaden medidas y actuaciones dirigidas a fomentar la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres y a promover la participación social, política y económica de las mujeres.


  Después de este recorrido (véanse las tablas 8, 9, 10, 11 y 12), tras la conformación de nuevo gobierno en 2020, se ha recuperado el Ministerio de Igualdad. A diferencia del anterior, este tiene una identidad propia e incorpora la perspectiva interseccional. En consecuencia, se han creado las Direcciones Generales para la Igualdad de trato y Diversidad Étnico Racial y la de Diversidad Sexual y Derechos lgtbi.


  Tabla 8. Características y funciones del Ministerio de igualdad (2008-2010)


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Período

        

        	
          2008 - 2010

        
      


      
        	
          Denominación

        

        	
          Ministerio de Igualdad

        
      


      
        	
          Responsable

        

        	
          Bibiana Aído Almagro (psoe)

        
      


      
        	
          Real Decreto

        

        	
          Real Decreto 1135/2008, de 4 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Igualdad.

        
      


      
        	
          Órganos

        

        	
          1. Subsecretaría de Igualdad.


          2. Secretaría General de Políticas de Igualdad.

        
      


      
        	
          Funciones

        

        	
          La propuesta y ejecución de las políticas del Gobierno en materia de igualdad, eliminación de toda clase de discriminación de las personas por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o ideología, orientación sexual, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, y erradicación de la violencia de género, así como en materia de juventud. Le corresponde, en particu­lar, la elaboración y desarrollo de las normas, actuaciones y medidas dirigidas a asegurar la igualdad de trato y de oportunidades, especialmente entre mujeres y hombres, y el fomento de la participación social y política de las mujeres.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  Tabla 9. Características y funciones del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (2010-2011)


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Período

        

        	
          2010 - 2011

        
      


      
        	
          Denominación

        

        	
          Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad

        
      


      
        	
          Responsable

        

        	
          Leire Pajín Iraola (psoe)

        
      


      
        	
          Real Decreto

        

        	
          Real Decreto 263/2011, de 28 de febrero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.

        
      


      
        	
          Órganos

        

        	
          1. Secretaria de Estado de Igualdad.


          2. Subsecretaría de Sanidad, Política Social e Igualdad.


          3. Secretaría General de Sanidad.


          4. Secretaría General de Política Social y Consumo.

        
      


      
        	
          Funciones

        

        	
          Le corresponde la política del Gobierno en materia de salud, de planificación y asistencia sanitaria y de consumo, así como el ejercicio de las competencias de la Administración General del Estado para asegurar a los ciudadanos el derecho a la protección de la salud. Asimismo, le corresponde la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de cohesión e inclusión social, de familias, de protección del menor y de atención a las personas dependientes o con discapacidad. También le corresponden las políticas del Gobierno en materia de igualdad, lucha contra toda clase de discriminación y contra la violencia de género.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  Tabla 10. Características y funciones del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2011 - 2018)


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Período

        

        	
          2011 – 2018

        
      


      
        	
          Denominación

        

        	
          Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad

        
      


      
        	
          Responsable

        

        	
          Ana Mato Adrover, Dolors Montserrat Montserrat (pp)

        
      


      
        	
          Real Decreto

        

        	
          Real Decreto 200/2012, de 23 de enero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y se modifica el Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos

        
      


      
        	
          Órganos

        

        	
          1. Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad.


          2. Subsecretaría de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.


          3. Secretaría General de Sanidad y Consumo.

        
      


      
        	
          Funciones

        

        	
          Le corresponde la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de salud, de planificación y asistencia sanitaria y de consumo, así como el ejercicio de las competencias de la Administración General del Estado para asegurar a los ciudadanos el derecho a la protección de la salud. Asimismo, le corresponde la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de cohesión e inclusión social, de familia, de protección del menor y de atención a las personas dependientes o con discapacidad y de igualdad, así como de lucha contra toda clase de discriminación y contra la violencia de género.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  Tabla 11. Características y funciones del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad (2018–2019)


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Período

        

        	
          2018 - 2019

        
      


      
        	
          Denominación

        

        	
          Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad

        
      


      
        	
          Responsable

        

        	
          Carmen Calvo Poyato (psoe)

        
      


      
        	
          Real Decreto

        

        	
          Real Decreto 816/2018, de 6 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad

        
      


      
        	
          Órganos

        

        	
          1. Secretaría de Estado de Relaciones con las Cortes.


          2. Secretaría de Estado de Igualdad.


          3. Subsecretaría de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad.

        
      


      
        	
          Funciones

        

        	
          Le corresponde la coordinación de los asuntos de relevancia constitucional; la preparación, desarrollo y seguimiento del programa legislativo; el apoyo inmediato a la Presidencia del Gobierno; la asistencia al Consejo de Ministros, a las Comisiones Delegadas del Gobierno, a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios y, en particu­lar, al Gobierno en sus relaciones con las Cortes Generales; la coordinación interministerial que le encomienden las disposiciones vigentes, el Gobierno o su presidente; la coordinación y el análisis de la calidad de la actividad normativa del Gobierno; las funciones de apoyo material, de gestión económico-financiera, presupuestaria, de personal y, en general, cuantas otras de esta naturaleza precisen el presidente del Gobierno y los órganos dependientes de la Presidencia del Gobierno; el ejercicio de las competencias relacionadas con el uso de la bandera, el escudo y demás símbolos nacionales; así como las demás competencias atribuidas por el ordenamiento jurídico. Le corresponde también la propuesta y desarrollo de la política del Gobierno en materia de igualdad, de prevención y eliminación de toda clase de discriminación de las personas por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o ideología, orientación o identidad sexual, edad, discapacidad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, y de erradicación de las distintas formas de violencia contra la mujer; la propuesta, elaboración y desarrollo de las normas, actuaciones y medidas dirigidas tanto a asegurar la igualdad de trato y de oportunidades, especialmente entre mujeres y hombres, y el fomento de la participación social, política y económica de las mujeres.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  Tabla 12. Características y funciones del Ministerio de Igualdad (2020)


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Período

        

        	
          2020 - Actualidad

        
      


      
        	
          Denominación

        

        	
          Ministerio de Igualdad

        
      


      
        	
          Responsable

        

        	
          Irene Montero Gil (Unidas Podemos)

        
      


      
        	
          Real Decreto

        

        	
          Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

        
      


      
        	
          Órganos

        

        	
          1. Secretaría de Estado de Igualdad y contra la Violencia de Género


          1.1. Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, con rango de Dirección General.


          1.2. Dirección General para la Igualdad de trato y Diversidad Étnico Racial.


          1.3. Dirección General de Diversidad Sexual y Derechos lgtbi.


          2. Subsecretaría de Igualdad.


          2.1. Secretaría General Técnica.

        
      


      
        	
          Funciones

        

        	
          Corresponde al Ministerio de Igualdad la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de igualdad y de las políticas dirigidas a hacer real y efectiva la igualdad entre mujeres y hombres, la prevención y erradicación de las distintas formas de violencia contra la mujer y la eliminación de toda forma de discriminación por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o ideología, orientación sexual, identidad de género, edad, discapacidad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. Le corresponde, en particular, la elaboración y desarrollo de las normas, actuaciones y medidas dirigidas a asegurar la igualdad de trato y de oportunidades, especialmente entre mujeres y hombres, el fomento de la participación social y política de las mujeres, y la prevención y erradicación de cualquier forma de violencia contra la mujer.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  7. EL PLAN ESTRATÉGICO DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES


  El I Plan para la Igualdad de Oportunidades de las Mujeres (piom’s) se aplicó de 1988 a 1990. El último con esta denominación, el IV Plan de Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres, se aprobó en el periodo de 2003-2006. Con la introducción de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, se estableció el I Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades entre 2008 y 2011, seguido del 2014 y 2016. En la actualidad sigue en proceso de elaboración. El peio es un instrumento a través del cual el Gobierno define, en aquellos ámbitos que son competencia del Estado, los objetivos y medidas prioritarios para eliminar cualquier discriminación por razón de sexo que pueda persistir y para alcanzar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres (peio 2014). El peio 2014-2016 se estructuró en siete ejes (véase tabla 13). A través de los tres primeros se definen, en línea con sus objetivos estratégicos, los ámbitos de actuación considerados prioritarios en los tres años siguientes a su confección: empleo y lucha contra la brecha salarial, conciliación y corresponsabilidad, y erradicación de la violencia contra la mujer. Los tres ejes estructuran la actuación en otros ámbitos también relevantes para la igualdad de oportunidades: participación política, económica y social; educación, y desarrollo de acciones en el marco de otras políticas sectoriales. Por último, se impulsa la integración del principio de igualdad de oportunidades de forma transversal en el conjunto de las políticas sectoriales del Gobierno, a través del eje 7 (peio 2014).


  Tabla 13. Ejes y objetivos estratégicos del peio 2014 – 2016


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Ejes

        

        	
          Objetivos estratégicos

        
      


      
        	
          1. Igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito laboral y lucha contra la discriminación salarial

        

        	
          1. Prevenir la discriminación por razón de sexo en el acceso al empleo.


          2. Fomentar la igualdad de trato y oportunidades de mujeres y hombres en las empresas.


          3. Combatir la brecha salarial de género.


          4. Fomentar el emprendimiento femenino, apoyando la creación de empresas y el autoempleo.


          5. Promover la igualdad de trato y oportunidades en el empleo del sector público.


          6. Promover la empleabilidad de mujeres pertenecientes a grupos especialmente vulnerables.


          7. Estudiar la fiscalidad y el sistema de algunas prestaciones públicas desde la perspectiva de la mujer trabajadora como segundo perceptor de rentas.

        
      


      
        	
          2. Conciliación de la vida personal, familiar y laboral y corresponsabilidad en la asunción de responsabilidades familiares

        

        	
          1. Sensibilizar en materia de conciliación y corresponsabilidad.


          2. Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.


          3. Promover la corresponsabilidad y el cambio en los usos del tiempo.


          4. Incrementar el conocimiento sobre conciliación y corresponsabilidad.

        
      


      
        	
          3. Erradicación de la violencia contra la mujer

        

        	
          1. Promover acciones de prevención frente a la violencia de género; promover la implicación y sensibilización social en la erradicación de la violencia de género; anticipar la detección de los casos de violencia de género.


          2. Mejorar la respuesta institucional dada por los poderes públicos, proporcionando planes personalizados y avanzando hacia la ventanilla única.


          3. Proporcionar una respuesta específica a los grupos especialmente vulnerables: menores, mujeres con discapacidad, mayores, del medio rural e inmigrantes.


          4. Visibilizar otras formas de violencia contra las mujeres: matrimonios forzados, trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, mutilación genital y agresiones sexuales.

        
      


      
        	
          4. Participación de las mujeres en los ámbitos político, económico y social

        

        	
          1. Velar por la aplicación del principio de presencia equilibrada entre mujeres y hombres en el ámbito público, conforme a lo establecido por la loimh.


          2. Incrementar la participación de las mujeres en las esferas de decisión del ámbito económico.


          3. Favorecer el movimiento asociativo de las mujeres.

        
      


      
        	
          5. Educación

        

        	
          1. Fomentar la realización de acciones de sensibilización y formación en educación en igualdad en las familias y en los centros educativos.


          2. Apoyar a las alumnas en situación de vulnerabilidad por múltiple discriminación.


          3. Trabajar por la eliminación de estereotipos por sexo que puedan afectar a la elección de estudios y profesiones, docencia y dirección de centros educativos.

        
      


      
        	
          6. Desarrollo de acciones en el marco de otras políticas sectoriales

        

        	
          1. Reforzar la perspectiva de género en las políticas de salud.


          2. Promover la igualdad en la actividad física y el deporte.


          3. Evitar el tratamiento sexista de la imagen de las mujeres en los medios de comunicación y promover imá­genes de diversidad de mujeres.


          4. Garantizar la incorporación, en condiciones de igualdad de oportunidades, de mujeres y hombres a la sociedad de la información.


          5. Reforzar la integración del principio de Igualdad en el ámbito de la cultura y de la creación y producción artística e intelectual.


          6. Promover y consolidar la igualdad de género y los derechos humanos de las mujeres en la política exterior y de cooperación internacional.


          7. Promover el desarrollo de las mujeres en los ámbitos rural y pesquero.

        
      


      
        	
          7. Instrumentos para integrar el principio de igualdad en las distintas políticas y acciones del Gobierno

        

        	
          1. Favorecer la generación de conocimiento.


          2. Desarrollar y adecuar las estadísticas e investigaciones.


          3. Promover la formación y la sensibilización.


          4. Principio de igualdad y contratación pública responsable.


          5. Mejora de los informes de impacto de género.


          6. Optimizar el funcionamiento de los observatorios y las unidades de igualdad.


          7. Tener en cuenta las posibles formas de discriminación de las que pueden ser víctimas determinados colectivos de mujeres.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de inmujer (2019).


  8. ORGANIZACIONES PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES EN EL ÁMBITO AUTONÓMICO


  Las organizaciones para la igualdad efectiva tienen también una representación en el ámbito autonómico. En la mayoría de comunidades se observa una consejería y un departamento o instituto específico desde los que se abordan las políticas y medidas en materia de igualdad, tal y como se detalla a continuación.


  Tabla 14. Organizaciones en igualdad en el ámbito autonómico


  
    
      
      
    

    
      
        	
          CCAA

        

        	
          Organizaciones autonómicas

        
      


      
        	
          Andalucía

        

        	
          
            	Consejería para la Igualdad y Bienestar Social. Junta de Andalucía: https://cutt.ly/CzRB5FA


            	Instituto Andaluz de la Mujer: http://www.juntadeandalu cia.es/iam

          

        
      


      
        	
          Aragón

        

        	
          
            	Departamento de Ciudadanía y Derechos Sociales: https://cutt.ly/NzRNu0E


            	Instituto Aragonés de la Mujer: https://cutt.ly/WzRNp3M

          

        
      


      
        	
          Asturias

        

        	
          
            	Consejería de Bienestar Social e Igualdad. Gobierno del Principado de Asturias: https://cutt.ly/mzRNvbw


            	Instituto Asturiano de la Mujer: https://iam.asturias.es/iam

          

        
      


      
        	
          Illes Balears

        

        	
          
            	Conselleria de Presidencia. Govern de les Illes Balears: https://cutt.ly/RzRNTDd


            	Institut Balear de la Dona: http://www.caib.es/govern/orga nigrama/area.do?lang=ca&coduo=232

          

        
      


      
        	
          Canarias

        

        	
          
            	Consejería de Derechos Sociales, Igualdad, Diversidad y Juventud: https://cutt.ly/szRNXnJ


            	Instituto Canario de Igualdad Se abrirá en una ventana nueva: https://cutt.ly/zzRN38p

          

        
      


      
        	
          Cantabria

        

        	
          
            	Consejería de Universidades, Igualdad, Cultura y Deporte: https://cutt.ly/rzRN59Z


            	Dirección General de la Mujer Se abrirá en una ventana nueva: https://cutt.ly/0zRMr7r

          

        
      


      
        	
          Castilla- La Mancha

        

        	
          
            	Consejería de Igualdad y Portavoz: https://cutt.ly/lzRMim4


            	Instituto de la Mujer de Castilla – La Mancha: https://cutt.ly/HzRMaXj

          

        
      


      
        	
          Castilla y León

        

        	
          
            	Consejería de Familia, Drogas y Mujer: https://cutt.ly/GzRMf6d


            	Dirección General de la Mujer: https://cutt.ly/jzRMj97

          

        
      


      
        	
          Catalunya

        

        	
          
            	Direcció General d’Igualtat: https://cutt.ly/4zRMxPi


            	Institut Català de les Dones: https://cutt.ly/uzRMWsg

          

        
      


      
        	
          Ceuta

        

        	
          
            	Consejería de Sanidad, Servicios Sociales, Menores e Igualdad: https://ceuta.es/ceuta/


            	Centro Asesor de la Mujer: https://cutt.ly/gzRMJxl

          

        
      


      
        	
          Comunidad ­Valenciana

        

        	
          
            	Vicepresidència i Conselleria d’Igualtat i Polítiques Inclusives: https://cutt.ly/EzRMBGE


            	Institut de les Dones: https://cutt.ly/4zRM0mY

          

        
      


      
        	
          Euskadi

        

        	
          
            	Departamento de Empleo y Políticas Sociales: https://cutt.ly/5xbHVUM


            	emakunde: https://cutt.ly/PzR1wUi

          

        
      


      
        	
          Extremadura

        

        	
          
            	Consejería de Igualdad y Portavocía: https://cutt.ly/vzR1ylq


            	Instituto de la Mujer de Extremadura: https://cutt.ly/yzR1slr

          

        
      


      
        	
          Galicia

        

        	
          
            	Consellería de Política Social: https://cutt.ly/HzR1gK7


            	Mujeres en Galicia: https://cutt.ly/uzR1zpl

          

        
      


      
        	
          La Rioja

        

        	
          
            	Consejería de Políticas Sociales, Familia, Igualdad y Justicia: https://cutt.ly/qzR1nmJ


            	Dirección General de Servicios Sociales y Ciudadanía: https://cutt.ly/bzR1EHt

          

        
      


      
        	
          Madrid

        

        	
          
            	Consejería de Políticas Sociales y Familia: https://cutt.ly/4zR1Oe6


            	Dirección General de la Mujer: https://cutt.ly/YzR1DB7

          

        
      


      
        	
          Melilla

        

        	
          
            	Consejería de Educación, Cultura, Deportes, Festejos e Igualdad: https://cutt.ly/JzR1Lez


            	Área de la Mujer: https://cutt.ly/5zR1VuI

          

        
      


      
        	
          Murcia

        

        	
          
            	Vicepresidencia y Consejería de Mujer, Igualdad, lgtbi, Familias y Política Social: https://cutt.ly/xzR10Er


            	Dirección General de Mujer y Diversidad de Género: https://cutt.ly/IzR17IE

          

        
      


      
        	
          Navarra

        

        	
          
            	Departamento de Presidencia, Igualdad, Función Pública e Interior: https://cutt.ly/FzR0ruA


            	Instituto Navarro para la Igualdad: https://cutt.ly/vzR0oxR

          

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de inmujer (2019).


  9. FIGURAS PROFESIONALES PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES


  Más allá de la legislación y del diseño de políticas y acciones en favor de la igualdad, es necesaria una figura profesional o experta que proponga, promueve, oriente, asesore, actúe y avalúe las intervenciones en materia de igualdad para garantizar la consecución del objetivo y garantizar que el procedimiento sea el más adecuado posible (fepaio 2010).


  Estas palabras formaron parte del manifiesto que se proclamó en el I Congreso Nacional de Agentes de Igualdad de Oportunidades organizado en Pontevedra en 2004. Pero ¿cómo se llegó hasta aquí? ¿Cuáles fueron las iniciativas pioneras?


  Como se ha analizado, el año 1975 marca un antes y un después en el ámbito de la igualdad, ya que, al declararse como el Año Internacional de la Mujer, se desarrollaron numerosos estudios, proyectos y acciones para sensibilizar y evidenciar las desigualdades entre los sexos. A partir de mediados de los ochenta se empezaron a desarrollar unas tímidas iniciativas para la formación en la igualdad de género, especialmente, en el ámbito de la formación ocupacional.


  Estados Unidos, el Reino Unido y los Países Bajos fueron los pioneros en introducir la figura del o la agente de igualdad. En los Estados Unidos está figura se encuentra presente desde 1977 y se define como aquella persona que organiza e implementa programas orientados a la igualdad de oportunidades en el empleo dirigidos tanto a mujeres como a minorías étnicas. Sin embargo, en el Reino Unido trabajan tanto en el ámbito público como privado, especialmente en centros educativos y universidades, en la administración local y entidades del tercer sector. Además, suelen realizar actividades desde una perspectiva interseccional, teniendo en cuenta las relaciones de raza, religión, orientación sexual o discapacidad, entre otros. Aunque en los Países Bajos la figura también existe desde 1977, se consolidó en la década de los noventa. Desde entonces se estableció la obligatoriedad de adoptar planes de igualdad. En el caso de Dinamarca, las funciones del o la agente de igualdad también están ligadas al empleo; de hecho, en todas las oficinas de empleo hay un o una agente de igualdad.


  En la década de los ochenta la Unión Europea promovió multitud de iniciativas comunitarias relacionadas con la igualdad entre mujeres y hombre. Se desarrollaron las iniciativas now (new opportunities for women) que se erigían desde los organismos públicos, pero también desde asociaciones feministas y otros agentes sociales.


  En España se impulsaron las primeras iniciativas a finales de la década de los ochenta. En el seminario realizado por el Centro Europeo para la Formación Profesional en 1985 se analizó la figura del o la agente de igualdad y sus necesidades de formación. En 1987, en el marco del I Plan para la Igualdad de Oportunidades, el Instituto de la Mujer formó a veinte agentes o asesoras para la igualdad de oportunidades. Se trataba de capacitarlas técnicamente para la detección de las desigualdades entre mujeres y hombres y para elaborar propuestas de actuaciones en el ámbito laboral. En esta línea, desde organizaciones empresariales y sindicales se impulsó la formación especializada en género; de hecho, aparece la figura de agentes sindicales para la igualdad a partir del 1994.


  En 1991 tuvo lugar el Programa de Formación de Agente de Igualdad de las mujeres en Andalucía, el cual definió las funciones propias del agente para la igualdad de oportunidades y planteó un primer borrador de currículum formativo. Entre 1992 y 1993 se llevó a cabo el proyecto Red now 64, el cual tenía como objetivo profesionalizar y homologar el trabajo de los y las agentes de igualdad. Gracias a estas iniciativas pioneras se incluyeron en 1994 dos perfiles profesionales en el Catálogo Nacional de Profesiones: agentes para la igualdad de oportunidades y promotores/as para la igualdad de oportunidades. Esto contribuyó a que, a finales de los noventa, se formalizara y diversificara la oferta formativa en materia de políticas de igualdad.


  A partir de la década de 2000, desde la Unión Europea se promueven diversos proyectos dentro de la iniciativa equal, en los que se incluyeron la promoción de la figura de la Agente de igualdad con una fase de formación y de asignación de competencias profesionales. Tal como se señala desde la fepaio (2010), entre estos proyectos destacar los que han tenido competencia explícita en la figura de agente de igualdad.


  
    	Proyecto equal Ulla-Umia «Profesionales de la igualdad de oportunidades» (2004). Se desarrolló en Galicia con la intención de conocer la situación, establecer criterios de acceso, funciones y competencias y promover la creación de asociaciones profesionales.


    	Proyecto equal «Just Gem» (2004). Tuvo lugar en Austria con la finalidad de integrar el mainstreaming de género al mercado laboral de la región de Styria. De este modo, se configuró un grupo de agentes y expertas.


    	Proyecto equal «Formar para la Igualdad» (2004). Se analizaron las competencias de las/los agentes de Igualdad y se dio un proceso formativo, con lo que consiguieron el estatus de «consejeras» para la igualdad de género, pero sin reconocimiento formal.

  


  La consolidación de la figura del o la agente de igualdad en España tuvo lugar tras el I Congreso Nacional de Agentes de Igualdad realizado en Pontevedra. A partir de aquí se observa un fortalecimiento y un mayor reconocimiento de esta figura profesional. En el ámbito europeo existen distintas figuras de este tipo, en Francia se denominan conseiller/e d’égalité y responsable en égalité; en Alemania, Gleichstellungsberate/r o Gleischstellungsbeauftragte/r; en Reino Unido, equal opportunity officers o equal opportunity advisers y, en los Países Bajos, Emanciepatiewerker. En España contamos con las figuras de promotora o promotor para la igualdad de género y el o la agente de igualdad.


  En España están presentes dos figuras profesionales de especialistas en igualdad, incluidas en la clasificación nacional de ocupaciones española (cno) (Valcarce y Jato s.f.): agentes de igualdad de oportunidades y promotoras/es de igualdad:


  
    	Agente igualdad oportunidades, en general, con código de ocupación 29390018.


    	Agente igualdad oportunidades / mujer, con código de ocupación 29390027.


    	Promotor igualdad de oportunidades, en general, con código de ocupación 35390015.


    	Promotor igualdad oportunidades para la mujer, con código de ocupación 35390024.

  


  Figura 1. Figuras profesionales


  [image: ]


  Fuente: elaboración propia.


  9.1. Promotor/a de igualdad


  La figura profesional de la promoción para la igualdad de oportunidades se define como una ocupación técnica que tiene competencias sobre la animación, sensibilización y desarrollo de actividades en materia de igualdad. Para ejercer de promotora o promotor de igualdad se requiere el título de técnico/a superior en Promoción de Igualdad de Oportunidades.


  Según el catálogo nacional de cualificaciones profesionales (2019), la competencia general de esta profesión es detectar situaciones de desigualdad, visibilizándolas ante el conjunto de la sociedad, trabajando en su prevención y en su erradicación en colaboración con el equipo de intervención, las instituciones y los agentes sociales, y potenciando la participación ciudadana de las mujeres, así como la articu­lación de procesos comunitarios enfocados hacia su «empoderamiento». Es decir, centran sus funciones en las áreas de animación, sensibilización y desarrollo de actividades de atención directa a las personas usuarias. El perfil de promotor/a de igualdad tiene como funciones el contacto directo con las personas usuarias de los distintos servicios en materia de igualdad.


  Las y los promotores de igualdad, desde el punto de vista jerárquico, dependen del perfil de agente de igualdad, ya que su actividad laboral está condicionada por este. Ambos profesionales constituyen un equipo de trabajo, el cual complementa las funciones de uno y del otro, con escenarios comunes y niveles de responsabilidad diferentes.


  9.2. Agente de igualdad de oportunidades


  La figura profesional de Agente de igualdad hace referencia a aquellas personas que se dedican al análisis, planificación de actuaciones, diseño, la gestión y evaluación de programas en materia de igualdad. Además, implanta planes de actuación que tienen como objetivo la promoción, la incorporación y el empoderamiento de las mujeres en todos los ámbitos de la vida. Rosa Berganza (2008, 47) define al o la agente de igualdad como el o la profesional que coordina, anima e implementa planes de acción positiva referidos a la igualdad de oportunidades en los terrenos de la educación, la formación profesional y el empleo, la cultura, el ocio, el bienestar y, en general, en todas las formas de participación ciudadana, incluida la representación en cargos públicos.


  Para ejercer como agente de igualdad de oportunidades es necesario contar con una formación universitaria (diplomatura, licenciatura o grado), así como un posgrado de especialización en igualdad de oportunidades (posgrado o máster).


  Según la fepaio, el o la agente de igualdad dispondrá de una jornada completa de 37,5 horas semanales de mañana o de mañana y tarde, en función del contrato laboral que se formalice, que también puede ser de media jornada de mañana. Respecto a la remuneración salarial, se sitúa entre los 7.500 euros brutos anuales hasta 60.000 euros brutos anuales en el caso de entidades privadas. Esta horquilla tan amplia se explica porque la retribución se calcu­la en función de la experiencia laboral, las horas de trabajo realizadas y el nivel formativo, sin embargo, el rango habitual se encuentra entre los 20.000 y los 35.000 euros brutos anuales.


  Tal como expresa Marisa Román Onsalo (2009), las funciones que, en la práctica, se demandan de la figura del agente de igualdad son:


  
    	Asesorar e informar sobre medidas de acción positiva, en materia de iniciativas y legislación sobre igualdad de oportunidades.


    	Analizar, investigar y diagnosticar la realidad del contexto en relación a las posibles desigualdades de género.


    	Diseñar, dirigir, coordinar, dinamizar, implementar y evaluar programas, proyectos, acciones, planes, programas, proyectos y estrategias para promover la igualdad de oportunidades, haciendo efectiva la implantación de las políticas de igualdad desde el enfoque integrado de género y favoreciendo la participación equilibrada de las mujeres en todos los ámbitos de la sociedad.


    	Implantar la transversalidad con otras áreas/equipos técnicos de forma coordinada.


    	Asesorar para prevenir y corregir situaciones de desventaja o exclusión de las mujeres.


    	Impulsar y promover campañas y acciones de sensibilización que tengan como objetivo la modificación de actitudes discriminatorias y estereotipos sexistas dentro de la comunidad.


    	Elaborar/difundir protocolos de actuación ante violencia de género, lenguaje sexista, etc.


    	Actuar como mediador/a en asuntos referentes a la igualdad de oportunidades.


    	Coordinar centros, programas, servicios y recursos destinados a la atención de la mujer.


    	Realizar actividades de formación, animación y sensibilización.


    	Diseñar materiales informativos de promoción de la igualdad de género.


    	Todas estas funciones se articu­lan en distintos niveles operativos:

      
        	A nivel individual, respondiendo a las tareas concretas asignadas según las peculiaridades de cada puesto y cada entidad contratante.


        	A nivel de equipo, aspecto primordial para la consecución de los objetivos cuando se plantea trabajar la transversalidad de género en diferentes áreas y escenarios profesionales.


        	A nivel colectivo, su actuación inmediata se dirige a una amplia población con la que hay que interactuar constantemente, así como al mismo tiempo interactuar con instituciones, ong y administraciones de distinto rango.

      

    

  


  9.3. Competencias profesionales


  Ambos perfiles profesionales desarrollan su actividad profesional por cuenta propia o ajena en el ámbito público y privado, en colaboración con el equipo de intervención y desde la supervisión directa de la persona competente de nivel superior. Respecto a la prestación de servicios, se ubica en diferentes administraciones, instituciones y entidades que prestan servicios de carácter económico y comunitario, orientados hacia la igualdad efectiva de mujeres y hombres, como asociaciones, fundaciones, instituciones, sindicatos, empresas, consultoras, servicios municipales, organismos de igualdad, centros comunitarios, entre otros. Además, los dos perfiles realizan tareas de asesoramiento a mujeres u otros grupos específicos como demandantes de empleo o con mujeres maltratadas (Berganza 2008).


  Tabla 15. Diferencias entre las figuras de promoción para la igualdad de género y Agente de igualdad


  
    
      
      
      
    

    
      
        	

        	
          Promoción para la igualdad de género

        

        	
          Agente de igualdad

        
      


      
        	
          Formación

        

        	
          Título de técnica/o superior en Promoción de Igualdad de Género.

        

        	
          Diplomatura, licenciatura o grado universitario y posgrado/máster de especialización en igualdad de oportunidades.

        
      


      
        	
          Competencia

        

        	
          Realizar acciones de sensibilización e intervención en materia de igualdad.

        

        	
          Diseñar, gestionar y evaluar programas en materia de igualdad e implantación de planes de actuación.

        
      


      
        	
          Ámbito laboral

        

        	
          Ámbito público y privado: administración pública, empresas, tercer sector, asociaciones, etc.

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia.


  Respecto a las competencias profesionales, son aquellas habilidades que se requerirán en el ámbito laboral:


  
    	Adaptabilidad


    	Ambición


    	Amplitud de espíritu


    	Autonomía


    	Autoridad


    	Capacidad de concentración


    	Capacidad de mando


    	Capacidad de síntesis


    	Confianza en sí mismo/a


    	Control de sí mismo/a


    	Coordinación


    	Creatividad


    	Disciplina


    	Energía


    	Expresión escrita y oral


    	Identificación y análisis de problemas


    	Persuasión


    	Razonamiento y resolución de problemas


    	Sensibilidad social


    	Sentido de la negociación


    	Sociabilidad


    	Tolerancia

  


  9.4. Ámbitos y contextos para la práctica profesional


  Tal como se detalla en el Cuaderno del Agente de Igualdad de la Diputación de Barcelona (2007), los ámbitos donde desarrolla su actividad laboral son:


  
    	El ámbito público, desde administraciones e instituciones públicas europeas, estatales, autonómicas, provinciales o locales. También se puede desarrollar en ministerios, consejerías, delegaciones, concejalías, servicios sociales, Redes de atención a Mujeres, etc.

  


  El artícu­lo 26.1 de la loimh indica que las autoridades públicas en el ámbito de sus competencias velarán por hacer efectivo el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todo lo concerniente a la creación y producción artística e intelectual y a la difusión de la misma.


  
    	El ámbito privado, en este caso suelen llevarse a cabo en empresas u organizaciones empresariales principalmente.

  


  El artícu­lo 45.1 de la loimh expone que las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral y, con esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre mujeres y hombres, medidas que deberán negociar, y en su caso acordar, con los representantes legales de los trabajadores en la forma que se determine en la legislación laboral.


  
    	Otras entidades, como organizaciones políticas o sindicales, ong, fundaciones, medios de comunicación, centros de formación, universidades, asociaciones, consultorías y asesorías, etc.

  


  Respecto a los contextos para la práctica profesional son principalmente: el sector laboral y económico (tabla 16), el sector educativo (tabla 17), el sector sanitario (tabla 18) y el sector de la información y los medios de comunicación (tabla 19).


  Tabla 16. Sector laboral y económico


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Dónde

        

        	
          
            	Empresas, fundaciones, ong, organizaciones, partidos políticos, sindicatos y todos los espacios donde haya relaciones contractuales y de producción económica.

          

        
      


      
        	
          Qué

        

        	
          
            	Establecer medidas para el fomento de la corresponsabilidad y la conciliación de la vida laboral y personal.


            	Promover medidas para el fomento de un uso del lenguaje y de una publicidad no sexista.


            	Fomentar la participación activa de las mujeres en las estructuras de decisión de la empresa (dirección y comité de empresa).


            	Establecer medidas de promoción de las mujeres en las negociaciones colectivas.


            	Establecer medidas de promoción de las mujeres en espacios sindicales.


            	Promover la aplicación del sello de igualdad y que las compras de la organización tengan este criterio.


            	Crear comisiones específicas para al seguimiento de las medidas de igualdad.

          

        
      


      
        	
          Cómo

        

        	
          
            	Elaborar planes de igualdad estratégicos con evaluaciones.


            	Elaborar protocolos contra el acoso sexual y psicológico.


            	Utilizar medidas de acción positiva.


            	Cumplir con las medidas y la legislación vigente en materia de igualdad en el mercado laboral.


            	Pensar medidas que integren a las mujeres en el espacio productivo y velar por la autonomía de mujeres y hombres en el mercado laboral.


            	Tener siempre presente que el trabajo remunerado es uno de los espacios de trabajo de las personas y considerar el trabajo reproductivo, feminizado e invisible.

          

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de diba (2007).


  Tabla 17. Sector educativo


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Dónde

        

        	
          
            	Escuelas públicas y privadas, institutos de secundaria, escuelas infantiles, escuelas de personas adultas, escuelas de formación continua, universidades, centros cívicos y otros espacios que promueven la formación.

          

        
      


      
        	
          Qué

        

        	
          
            	Establecer medidas para desarrollar la coeducación y una educación en valores.


            	Promover medidas para el fomento de un uso del lenguaje no sexista y asegurar que los materiales escolares incorporan el principio de igualdad y no transmiten estereotipos sexistas.


            	Fomentar la participación activa de las mujeres en las estructuras de decisión del centro educativo (consejo escolar).


            	Realizar actividades formativas en relación con los estereotipos y la lucha contra las discriminaciones para el profesorado.


            	Fomentar investigaciones específicas en materia de género.


            	Crear comisiones específicas para al seguimiento de las medidas de igualdad.

          

        
      


      
        	
          Cómo

        

        	
          
            	Trabajar desde el consejo escolar para impulsar medidas educativas en favor de la igualdad.


            	Elaborar un plan de igualdad en las escuelas.


            	Garantizar que se realicen las medidas y la legislación vigente en materia de igualdad de género en el sistema educativo.


            	Trabajar con estadísticas desagregadas por sexo.


            	Colaborar con asociaciones de mujeres que trabajen el tema de la coeducación y con los organismos públicos pertinentes.

          

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia a partir de diba (2007).


  Tabla 18. Sector sanitario


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Dónde

        

        	
          
            	Centros de atención primaria, centros de planificación familiar, clínicas privadas y hospitales.

          

        
      


      
        	
          Qué

        

        	
          
            	Establecer medidas para desarrollar la perspectiva de género en los programas sanitarios.


            	Promover medidas para reducir la segregación horizontal en los programas sanitarios.


            	Fomentar la participación activa de las mujeres en las estructuras de decisión.


            	Incorporar la perspectiva de género en los programas sanitarios.


            	Promover y mejorar la salud laboral de las mujeres que trabajan en el sector sanitario y poner un énfasis especial en el personal que trabaja en la atención a las personas mayores y las dependientes.

          

        
      


      
        	
          Cómo

        

        	
          
            	Elaborar un plan de igualdad en los centros sanitarios.


            	Garantizar que se cumplan las medidas y la legislación vigente en materia de igualdad de género en el sistema sanitario.


            	Denunciar el trato discriminatorio ante los órganos correspondientes.


            	Elaborar estadísticas desagregadas por sexo.


            	Trabajar con las asociaciones de mujeres en el ámbito de la salud.

          

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia en base a diba (2007).


  Tabla 19. Sociedad de la información y medios de comunicación


  
    
      
      
    

    
      
        	
          Dónde

        

        	
          Medios de comunicación: escritos, radiofónicos, televisivos y digitales; programas específicos vincu­lados a las tecnologías de la información y la comunicación; empresas tecnológicas y publicitarias.

        
      


      
        	
          Qué

        

        	
          
            	Promover la participación de las mujeres en los espacios de formulación de las políticas de la sociedad de la información.


            	Fomentar la participación activa de las mujeres en las estructuras de decisión.


            	Promover programas específicos en materia de acceso y formación para las mujeres.


            	Garantizar que los contenidos de los programas incorporen una perspectiva de género y que no se utilicen imágenes estereotipadas.


            	Garantizar un buen uso del lenguaje no sexista ni discriminatorio.

          

        
      


      
        	
          Cómo

        

        	
          
            	Desarrollar instrumentos concretos para una evaluación de género de las agendas digitales.


            	Facilitar el desarrollo de infraestructuras que promuevan el acceso público y universal a las tecnologías de la información y la comunicación.


            	Colaborar con la difusión de campañas de sensibilización y concienciación den materia de igualdad de género.


            	Colaborar con los observatorios que buscan la erradicación del sexismo en los medios o del Observatorio de la Publicidad para detectar prácticas ilícitas.


            	Trabajar conjuntamente con las asociaciones de mujeres periodistas, comunicadoras y aquellas que participen en el fomento de una sociedad de la información.

          

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia en base a diba (2007).
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  Notas al final


  Capítulo 1


  [ 1 ] A lo que se suma el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artícu­los 2.2 y 3) o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artícu­los. 2.1, 3, 23.4, 26).


  [ 2 ] Una dimensión, como sabemos, clásica de la igualdad en los actuales textos constitucionales. Su tenor literal indica que «Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la Ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación».


  [ 3 ] Sin mencionar la ingente cantidad de normas, resoluciones y documentos europeos (derecho derivado) que desarrollan y abordan cuestiones específicas. En este contexto fue clave con posterioridad la non nata Constitución Europea (2004), pues visibilizó por primera vez la igualdad como elemento estructural del sistema jurídico-político al máximo nivel normativo europeo.


  [ 4 ] El Tratado de Lisboa contiene una declaración anexa al artícu­lo 8 (n.º 19), que compromete particu­larmente a la Unión en la lucha contra la violencia doméstica, señalando al tiempo la necesidad de que los Estados prevengan y castiguen estos delitos, y protejan a las víctimas.


  [ 5 ] De modo similar, en otros ámbitos regionales, la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (artícu­los 2 y 18.3), y la Convención Americana de los Derechos Humanos (Pacto de San José, artículos 1.1 y 17.4).


  Capítulo 2


  [ 1 ] Y dentro de las políticas de igualdad adquiere especial relevancia la relativa al ejercicio corresponsable de los derechos de conciliación de la vida personal y laboral.


  [ 2 ] Las siglas dcpl se utilizarán para referirnos a los «derechos de conciliación de la vida personal y laboral», denominación que consideramos más pertinente, puesto que la vida personal comprende también la vida familiar, estando en consonancia además con el término anglosajón work–life balance.


  [ 3 ] La figura del padre y su tutela antidiscriminatoria comienza a integrarse en el reparto de responsabilidades (Directiva 2006/54, Dir. 2010/18, así como la directiva propuesta de reforma de la Directiva 92/85).


  [ 4 ] Como el incorporado en la Cláusula 6.ª de la Directiva 2010/18.


  [ 5 ] Véase en este sentido la Sentencia del tjue, de 22 de agosto de 2016, C351/14, asunto Estrella Rodríguez.


  [ 6 ] La obligatoriedad del descanso de seis semanas es consecuencia del Convenio 103 de la oit sobre Protección de la Maternidad, ratificado por España el 26 de mayo de 1965. La ley añade que en caso de fallecimiento de la madre el padre puede hacer uso de éstas para el cuidado del hijo.


  [ 7 ] Durante el período de enero a junio de 2019 de un total de 124.867 prestaciones de maternidad, solo 2.250 fueron procesos percibidos por el padre. Disponible en: https://cutt.ly/vzEYvYh.


  [ 8 ] La loimh, en un olvido incomprensible, no había modificado la titularidad femenina del permiso de lactancia, por lo que finalmente se abordó tras la Sentencia del tjue de 30 de septiembre de 2010, C–104/09, asunto Roca Álvarez.


  [ 9 ] Anteriores 37.5 y 6 et.


  [ 10 ] El asunto lo plantea el señor Konstantin Markin, militar en ejercicio, contra el Estado ruso por impedirle disfrutar de un permiso parental por el nacimiento de su tercer hijo. El Estado consideraba que la medida concreta pretendía proteger a la mujer al tener en cuenta el papel especial de estas en relación a la maternidad.


  [ 1 ] rd 1591/2010, de 26 de noviembre, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Ocupaciones 2011, que unifica en dos los códigos existentes sobre profesionales dedicados a la implementación de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres: 2825 – Agentes de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y 3714 – Promotores de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.


  [ 2 ] Información ampliada sobre la IV Conferencia Internacional de la Mujer en las asignaturas SRM012 («Marco Normativo Específico para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres») y SRM013 («Las Políticas Públicas de Igualdad»).


  [ 3 ] Validez: capacidad de captar diferentes valores de la característica analizada. Relevancia: incorporación de la máxima información sobre el hecho observado. Fiabilidad: los diferentes valores que ofrece responden al desarrollo y comportamiento del hecho observado (no se debe a casualidades o errores). Sensibilidad: percibe o capta las variaciones que se dan en el hecho observado, independientemente de la dimensión de dicha variación. Inteligible: quienes reciben la información deben poder comprenderla. Accesibilidad y viabilidad: su cálcu­lo debe de ser ágil y económico, y debe de estar disponible la información necesaria para su cálcu­lo.


  [ 4 ] Desde la sociología y la antropología se considera importante incluir indicadores cualitativos con el fin de incrementar la captación de la visión y experiencias de las mujeres.


  [ 5 ] Debe tenerse en cuenta que la modificación del apartado 2, incorporada por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, se ha aplicado paulatinamente en la forma establecida por la Disposición Transitoria décima segunda de dicha norma, debiendo las empresas con una plantilla desde 50 personas tener el plan aprobado l 7 de marzo de 2022.


  [ 6 ] Disposición adicional primera loimh. Presencia o composición equilibrada. A los efectos de esta ley, se entenderá por composición equilibrada la presencia de mujeres y hombres de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento.
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